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RESUMEN EJECUTIVO 
 
 
Aplicabilidad de la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de tránsito 
 
 
El Código de Procedimiento Penal, prevé salidas alternativas al proceso penal, entre ellas, el 
artículo 37.2, que establece la Suspensión Condicional del Procedimiento Penal y tiene como 
fundamento el principio de oportunidad y de mínima intervención, esta figura jurídica consiste en 
suspender el proceso penal por un plazo específico, en el cual el o los procesados deben cumplir las 
condiciones determinadas mediante audiencia oral y pública por el Juez de Garantías Penales o juez 
de tránsito, condiciones que se encuentran establecidas en el Código de Procedimiento Penal, de 
acatar el procesado a cabalidad las reglas de conducta impuestas se extingue y archiva la acción 
Penal proseguida en su contra. Esta medida procede siempre que exista el acuerdo del procesado y 
el Fiscal correspondiente y admita su participación en los hechos investigados y esté de acuerdo en 
resarcir los daños y perjuicios ocasionados en el accidente de tránsito. La Suspensión Condicional 
del Procedimiento, dejará de aplicarse al entrar en vigencia el nuevo Código Orgánico Integral 
Penal puesto que ha sido sustituido por otra medida como lo es la Suspensión Condicional de la 
Pena, es por ello, la necesidad de aplicar una reforma a la nueva normativa para agilitar los 
procesos, beneficiar a las partes y ahorrarle al Estado recursos económicos. 
 
 
Palabras Claves: 
Procedimiento - Penal – Suspensión- Cumplimiento- Condiciones- Extinción. 
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ABSTRACT 
 
Applicability of conditional suspension of criminal proceedings on transit 
 
The Penal Proceedings Code foresees alternative solutions to the penal process, one of them article 
37.2, which establishes the Conditional Suspension of Penal Proceedings and is based on the 
principle of opportunity and minimum intervention. This legal figure consists on suspending the 
penal process for a specific time, during which, the accused must meet the conditions set in an oral 
and public hearing by the transit judge; these condition are established  in the Penal Proceedings 
Code. If the accused fully meets the conditions set, penal prosecution is therefore extinct and 
archived. This measure m ay take place only if there is an agreement between the accused and the 
prosecutor, and f the accused admits its involvement in the investigated event, and has agreed to 
repay the damages caused during the traffic accident. The Conditional Suspension of Proceedings 
will cease to be valid once the new Integral Organic Penal Code comes into force because it has 
been substituted for another measure: the Conditional Suspension of the Sentences; this is  the 
reason for the need to enforce a reform to the new regulation in order to facilitate proceedings, 
benefit the parties and save economic resources for the State. 
 
Key words 
Proceedings – Penal -  Suspension – Fulfillment – Conditions – Extinction 
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INTRODUCCIÓN 
 
 
La presente investigación, realiza un análisis de la factibilidad de la aplicación de la 
Suspensión Condicional del Procedimiento Penal en materia de tránsito, medida alternativa para la 
solución de conflictos  agregada en el Código de Procedimiento Penal, mediante reforma publicada 
el 24 de marzo del 2009 y que pese a esto, se ha podido identificar dentro del campo investigado 
como son los Juzgados de Tránsito de Pichincha, que en la gran mayoría de las causas tramitadas 
no se aplica esta medida, contribuyendo a la acumulación y represamiento de éstas. 
 
Al inicio de este proyecto se enfocó en añadir dentro de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento, 
pero en la actualidad ésta medida ha sido excluida en el nuevo Código Orgánico Integral Penal, 
publicado el día lunes 10 de febrero del 2014, mismo que a partir de esa fecha, entrará en vigencia 
en 180 días, por lo que de acuerdo a esta reforma, se ha considerado incluir dentro de esta nueva 
normativa legal, la tramitación  de la Suspensión Condicional de Procedimiento penal en materia 
de tránsito, tomando en cuenta que esta medida no se encuentra en contradicción con los principios 
y garantías contemplados en la Constitución de la República, Instrumentos Internacionales de 
Derechos Humanos y demás normas legales. 
 
En resumen, la aplicación de la Suspensión Condicional del Procedimiento penal en 
materia de tránsito, proyecta la justicia restaurativa, utilizando la negociación, como un recurso, 
para así obtener los beneficios de quienes se acogen a esta salida alternativa, garantizando ante 
todo, el debido proceso a los sujetos intervinientes, siendo aún más importante el restablecimiento 
del daño causado a la víctima, manteniendo intacta la presunción de inocencia de él o los 
procesados mediante un sistema de justicia que no altere sus antecedentes judiciales, agregando 
nuevos sistemas de simplificación, evitando el gasto innecesario de las partes y del Estado. 
 
El Informe Final de la presente Tesis de investigación socio - jurídica se encuentra 
estructurada, por cinco capítulos definidos de la siguiente forma: 
 
CAPÍTULO I: En este capítulo se desarrolló lo siguiente: ubicación del problema en un 
contexto socio cultural, delimitación del problema, formulación del problema, evaluación del 
problema, objetivos y justificación.  
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CAPÍTULO II: El presente trabajo jurídico está enfocado al desarrollo de la investigación, 
la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento en materia de tránsito, 
fundamentación teórica, fundamentación legal, hipótesis y variables.  
 
CAPÍTULO III: En este  capítulo se realizó un estudio de los tipos de investigación, 
métodos, instrumentos utilizados en el desarrollo de la presente investigación. 
 
CAPÍTULO. IV: Este capítulo está compuesto por el desarrollo del análisis e 
interpretación de datos, conclusiones y recomendaciones. 
 
CAPÍTULO V: El último capítulo está integrado por la propuesta jurídica de reforma al 
Código Orgánico Integral Penal.     
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CAPITULO I 
 
 
EL PROBLEMA:  
 
 
TEMA:  
 
 
“APLICABILIDAD DE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL 
EN MATERIA DE TRÁNSITO” 
 
 
1.2. Planteamiento del Problema: 
 
 
En torno a la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de tránsito el 
artículo 37.2, del Código de Procedimiento Penal expresa que:  
 
En todos los delitos sancionados con prisión y en los delitos sancionados con reclusión 
de hasta cinco años, excepto en los delitos sexuales, crímenes de odio, violencia 
intrafamiliar y delitos de lesa humanidad; el fiscal, con el acuerdo del procesado, 
podrá solicitar al juez de garantías penales la suspensión condicional del 
procedimiento, siempre que el procesado admita su participación. La suspensión se 
pedirá y resolverá en audiencia pública a la cual asistirán el fiscal, el defensor y el 
procesado. El ofendido podrá asistir a la audiencia y si quisiera manifestarse será 
escuchado por el juez de garantías penales. Al disponer la suspensión condicional del 
procedimiento, el juez de garantías penales establecerá como condición una o más de 
las medidas contempladas en el artículo siguiente. Las condiciones impuestas no 
podrán exceder de dos años. Durante el plazo fijado por el juez de garantías penales se 
suspende el tiempo imputable a la prescripción de la acción penal y a los plazos de 
duración de la etapa procesal correspondiente. Cumplidas las condiciones impuestas, 
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el juez de garantías penales declarará la extinción de la acción penal. (Código de 
Procedimiento Penal, 2009) 
 
Es aquí donde se suscita el problema, en vista de que pese a su tipificación y la Disposición 
general vigésima primera de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial 
que dice: “VIGESIMAPRIMERA.- En todo lo que no se encuentre previsto en la presente Ley, se 
aplicarán como normas supletorias las disposiciones del Código Penal, Código de Procedimiento 
Penal, Código Civil y Código de Procedimiento Civil.” (Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial, 2011), este procedimiento no es aplicado en los delitos de tránsito y se 
ha tomado como única solución la prisión para las personas que se ven involucradas en esta clase 
de delitos culposos en las cuales resulten muertas una o más personas, procesos que pueden ser 
resueltos sin llevar un largo juicio penal.  
 
Tomando en consideración, que la mayoría de los ecuatorianos han obtenido su licencia de 
conducir, sea como medio de trabajo o por la necesidad de transportarse, los sucesos imprevistos 
nos pueden acarrear a cualquiera de nosotros siendo que estamos como peatones, pasajeros o 
conductores. 
 
La regeneración de las vías de transporte, las facilidades de pago al comprar o renovar un 
vehículo y la innovación constante de la tecnología vehicular ha incrementado su cantidad en las 
distintas carreteras del país, acrecentando con esto por desgracia los accidentes de tránsito, tal 
como se puede observar de las estadísticas arrojadas por la Agencia Nacional de Tránsito, en los 
meses de febrero de los años 2013 y 2014: 
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TABLA  1.-  SINIESTROS POR TIPO A NIVEL NACIONAL 
 
 
 
 
 
 
 
   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: DNCTSV, CTE, EMOV-Cuenca, Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal De Loja, Agencia 
Metropolitana De Tránsito – Quito, Gobierno Autónomo Descentralizado De Manta, Municipio De Ambato. 
Elaboración: ANT, Estadísticas; Quito, 08/03/2014.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
6 
 
TABLA  2.- COMPARATIVO MENSUAL FEBRERO 2013-2014 
 
*En el año 2013, los siniestros ocasionados por choque se les encontraba como uno solo (no segregado). 
Elaboración: ANT, Estadísticas; Quito, 08/03/2014.  
 
De la observación de los cuadros arriba mencionados podemos concluir que en el presente 
año, han incrementado los accidentes de tránsito en el país lo que lamentablemente nos hace 
vulnerables a cualquiera de estos siniestros siendo el atropello y el choque las causas más 
probables. 
 
Así mismo tenemos las estadísticas por siniestro de Provincia: 
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TABLA  3.- SINIESTROS POR PROVINCIA A NIVEL NACIONAL ENERO 
2014 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: DNCTSV, CTE, EMOV-Cuenca, Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal De Loja, Agencia 
Metropolitana De Tránsito – Quito, Gobierno Autónomo Descentralizado De Manta, Municipio De Ambato. 
Elaboración: ANT, Estadísticas; Quito, 07/02/2014.  
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TABLA  4.- COMPARATIVO MENSUAL ENERO 2013-2014 
 
  
 
 
 
 
 
 
Elaboración: ANT, Estadísticas; Quito, 07/02/2014.  
 
Elaboración: ANT, Estadísticas; Quito, 07/02/2014.  
 
De igual manera podemos colegir que es Pichincha la provincia que constituye el mayor 
porcentaje dentro del Ecuador en cuanto a la existencia de los accidentes de tránsito, incluyendo 
además que este año ha incrementado en su cantidad. 
 
Con los análisis realizados en base a los resultados expuestos, la suspensión condicional del 
procedimiento debe aplicarse en materia de tránsito, en vista de que constituye un mecanismo 
alternativo que contribuye a la economía procesal, puesto que suspende temporalmente el proceso 
imponiendo el cumplimiento de ciertas condiciones que de cumplirse extinguirían la acción penal 
de tránsito, sin la necesidad de imponer una pena, es decir sin tener que  agotar todas las etapas del 
proceso. 
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1.1.1. Formulación del Problema 
 
 
¿Cuál es el la aplicabilidad de la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de 
tránsito?.  
 
 
1.1.2. Evaluación del Problema:  
 
 
 ¿En Ecuador existe normativa vigente para la aplicación de la Suspensión Condicional del 
Procedimiento Penal, en delitos de tránsito? 
 
 ¿Existe la aplicación de la Suspensión Condicional del Procedimiento Penal, en delitos de 
tránsito? 
 
 ¿En los juzgados de tránsito de Pichincha, existen datos de la aplicación de la Suspensión 
Condicional del Procedimiento Penal, en delitos de tránsito? 
 
 ¿Concurre la impunidad en los delitos de tránsito en los cuales se haya aplicado la 
Suspensión Condicional del Procedimiento Penal? 
 
 ¿Qué beneficios tendría el Estado Ecuatoriano y las partes procesales en la aplicación de la 
Suspensión Condicional del Procedimiento Penal, en delitos de tránsito? 
 
 
1.2 Objetivos 
 
  
1.2.1. Objetivo General 
 
 
Analizar la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de tránsito 
en nuestro país. 
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1.2.2. Objetivos Específicos 
 
 
1.- Determinar si la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de 
tránsito no se contrapone a la normativa ecuatoriana vigente. 
2.- Diferenciar los efectos de la aplicación de la Suspensión condicional de la pena y la aplicación 
de la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de tránsito.  
3.-. Analizar los beneficios que obtengan las partes procesales en la aplicación de la suspensión 
condicional del procedimiento penal en materia de tránsito. 
4.- Evaluar la cantidad de delitos de tránsito que hayan aplicado la suspensión condicional del 
procedimiento penal, dentro de los juzgados competentes de Pichincha. 
5.- Establecer la suspensión condicional del procedimiento penal en materia de tránsito, dentro del 
Código Orgánico Integral Penal. 
 
 
1.3. Justificación 
 
 
En el actual sistema de justicia, es evidente el retardo en el despacho de las causas y el 
represamiento que tienen éstas en los Juzgados de Tránsito del país, pese a los esfuerzos de sus 
funcionarios, mecanismos aplicados, estados de excepción y posibles soluciones que han intentado 
estabilizar el mismo, han terminado siempre en la caracterización de que los delitos de tránsito son 
largos y tortuosos. 
 
Considerando además el poder punitivo del Estado, la ineficiente la rehabilitación social al 
cual se exponen las personas privadas de su libertad, siendo esta concepción, criterio general, 
podemos enfatizar dentro del ámbito penal de tránsito, puesto que por su naturaleza, en su mayoría 
se demuestran comportamientos culposos y recaen sobre todas y cada una de las personas que son 
responsables por las consecuencias penales y civiles de un accidente de tránsito, ya que quien 
conduce un vehículo, sea o no, de posibilidades económicas, deben responder de forma igualitaria 
ante el daño causado.  
Dentro de este ámbito se encuentra la suspensión condicional del procedimiento, que es 
uno de los mecanismos que tiene como objetivo principal reparar el tejido social dañado por el 
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delito, suspendiendo el proceso judicial, determinando el cumplimiento de ciertas condiciones 
establecidas en la Ley, lo cual favorece al procesado, puesto que tales condiciones permiten 
desarrollar su capacidad de autodeterminación y responsabilidad, siendo éstas actividades mucho 
más efectivas en relación a la resocialización del individuo y el auténtico desarrollo de los 
principios de proporcionalidad y racionalidad de la reacción estatal, optimizando los escasos 
recursos del Estado, permitiéndole a la víctima tener a su alcance, alternativas ágiles y de 
soluciones eficaces encaminadas hacia la conclusión del conflicto en cuestión, tendiendo así a la 
justicia oportuna y eficiente que todos anhelamos. 
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CAPÍTULO II 
 
 
1. MARCO TEÓRICO 
 
 
2.1. Antecedentes de estudio. 
 
 
Cumpliendo con lo establecido, para desarrollar los antecedentes históricos del presente 
trabajo de investigación, podemos manifestar convencidos de que, el tema que estamos abordando 
no existe otro trabajo de investigación igual en las bibliotecas y de manera particular en las 
bibliotecas de las universidades que visitamos como de la Pontificia Universidad Católica, 
Universidad Internacional del Ecuador, Universidad Andina Simón Bolívar, y más aún si 
analizamos que el tema de la inaplicabilidad de la suspensión condicional del proceso penal en 
materia de tránsito, no ha sido tratado con la importancia y frontalidad que se le debe prestar, 
viviendo en un Estado constitucional de derechos, donde la norma suprema que es la Constitución 
de la República, determina puntualmente como derecho de protección de las personas infractoras 
que “la privación de la libertad se aplicará excepcionalmente cuando sea necesaria para garantizar la 
comparecencia en el proceso, o para asegurar el cumplimiento de la pena” (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008), es así que, nos ha concitado el interés de estudiar las condiciones en que queda 
la víctima y la persona que ha cometido un delito penal de tránsito, debemos concluir indicando 
que no se encontró monografías, tesis, tesinas, que al menos pueda tener cierta similitud, lo que 
consecuentemente este trabajo es original y único. 
 
 
2.1.1.2. Antecedentes históricos del Derecho  
 
 
Según Von Liszt, “la evolución de la pena recorre cuatro grandes hitos, que se refieren a lo siguiente: 
1.- La expiación como sacrificio de la divinidad; 
2.- Privación de la paz (persecución del criminal) unida a la venganza de la sangre; 
3.- Compensación; y, 
4.- Pena pública, que adopta históricamente diversas formas y se propone realizar fines diversos.” 
(Zambrano P., 2002) 
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Las definiciones antes citadas hacen referencia al derecho penal, como una institución 
sancionadora y que esto viene dando de distinta forma de acuerdo al desarrollo de las sociedades 
modernas y se va acondicionando conforme a la aparición de nuevos delitos.    
 
El concepto de delito y de la pena como tal ha venido siendo estudiado por las distintas 
legislaciones durante toda la historia de la humanidad posmoderna y moderna. Puesto que el 
derecho punitivo es tan antiguo y es considerado como una de las ramas del derecho desde su 
aparición en el Derecho Romano. Por ende puedo manifestar que la legislación penal viene desde la 
edad antigua incrementándose en las sociedades y países conforme a la criminalidad existente en 
cada una de ellas, generando debates ante la sociedad para su conocimiento y posterior aplicación. 
 
La historia antigua tiene su asiento principal en la legislación de los pueblos orientales y 
en la Roma de los primeros tiempos, que se caracterizan por la enorme penetración 
religiosa y por la crueldad en la pena. Ejemplos típicos son el Código de Manú, el 
Pentateuco en la legislación de Israel, en el Talmud (pero en él hay una corriente de 
humanización). Los libros sagrados de Egipto tienen también una gran penetración 
religiosa. El derecho penal de la Roma Antigua, también se encuentra profundamente 
influenciado por el sentimiento religioso. (Régimen Penal Ecuatoriano, 2009), pág. 70. 
 
En derecho penal apareció como una forma de sancionar o castigar, atribuyéndose este poder 
en un comienzo como poder divino a los sacerdotes en el derecho canónico. Las penas se aplicaban 
según la gravedad del delito, definiendo así al derecho penal como una venganza atribuida a los 
dioses que adoraban los reyes y los pueblos, y es por ello que aplicaban los castigos más drásticos 
para que los dioses no se tranquilicen. 
  
En la antigua Grecia el derecho punitivo era uno de los más crueles en la aplicación de las 
penas. Es por ello que los pueblos aborígenes de Atenas y Dracón estaban caracterizados por su 
insensibilidad o crueldad al momento de aplicar alguna pena: es así que la persona que cometía 
cualquier clase de delito tenía que ser sancionado con la pena de muerte, como un ejemplo o 
escarmiento para el resto de la sociedad. Luego estas costumbres fueron adoptadas por la 
legislación de Dracón, que adquirió un enorme  poder estatal para poner un límite a la represalia 
privada  y ser el Estado quien sancione los delitos, distinguiendo de esta forma cual es un delito 
público y cual es un privado. Mientras que Grecia  implemento la pena en el Derecho Penal como 
venganza pública o sanción pública fundamentada principalmente en la religión y en la moral, 
evitando así el cometimiento de más delitos de la misma naturaleza, lo cual ha servido como 
principios rectores del derecho penal en la historia del derecho. 
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En el Derecho Penal Romano, en la época imperial, superando un tanto el teísmo, la pena tiene 
por objeto un fin humano: el de la conservación y tranquilidad social. El Derecho Romano 
clasifica a los delitos en crimina y delicta privata. Los primeros son los que van contra la 
sociedad y los segundos, contra los particulares, contra el orden privado. En el primer caso, la 
pena se propone la intimidación, la enmienda y expiación del delincuente. Cuando se aplica 
sanción al delicta privada para dar satisfacción al particular. Los romanos se opusieron a la 
crueldad de las penas, que venía del oriente, y que recibió a través de Grecia, una tendencia de 
hacerlas menos severas (morigeración de las penas). (Régimen Penal Ecuatoriano, 2009)  
pág. 75 
 
Otro de los países que acoge la historia en el aparecimiento del derecho penal es España, 
aquí con la modernidad de las sociedades y reinados aparece el Fuero Juzgo, posteriormente el 
Fuero Real, los cuales establecían como sanciones tres clases de penas: la primera consistía en 
pagar una multa por parte del delincuente, la segunda era el destierro del delincuente quien tenía 
que obligatoriamente abandonar el pueblo o reinado en el que vivía hasta cuando fue sancionado 
por haber cometido cierto delito, y la tercera pena era la más fuerte y drástica la misma que incluía 
la muerte del delincuente. El nacimiento del derecho y en especial el derecho penal surgen como 
normas jurídicas con la aparición de las denominadas Siete Partidas que fueron antepuestas por el 
Fuero Real de los reyes españoles estas leyes estuvieron fundamentadas en el Derecho Romano de 
Justiniano. 
 
El Derecho Penal en la edad media estuvo definido  por la espeluznante influencia religiosa 
de la época en el trabajo gubernamental de los distintos estados,  influencia que gano fuerza y 
fanatismo en el pensamiento social, generando grandes alcances en la persecución del delito lo cual 
ocasionó enormes preocupaciones por el alcance de las penas aplicadas, estas penas y sanciones no 
buscaban la forma de brindar la seguridad a la sociedad, sino más bien buscaban combatir a los 
adversarios políticos y a al sacrilegio, para ello se aplicaba penas sanguinarias para los presuntos 
culpables de delitos, a los cuales hoy en día se los considera como víctimas  de la inquisición, 
crímenes que fueron cometidos en nombre de la justicia y de la iglesia católica los cuales son muy 
conocidos por toda la humanidad, por tal motivo desde El Vaticano que representa a la iglesia, en 
el siglo pasado pido perdón a la humanidad por los escalofriantes crímenes cometidos en nombre 
de Dios. En la actualidad en el estudio del derecho penal se sigue recordando los aterradores 
Tribunales de la Santa Inquisición que difundieron el miedo en todos los países de Europa, 
dispersándose hasta otros países del mundo en los cuales dominaba la religión católica. En nuestra 
historia cabe recalcar el juzgamiento y muerte de algunos de nuestros aborígenes con la llegada de 
los españoles y la implantación de sus leyes, un ejemplo es la muerte de Atahualpa, que fue 
condenado a muerte por el supuesto delito de idólatra, fratricida, polígamo, etc., lo cual en el 
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periodo incaico no era más que una costumbre cultural de su reinado. Quedando claro que el 
derecho punitiva del Colonialismo Español era aplicado a nombre de la iglesia y de los reyes por 
los súbditos conquistadores que mantenían una gran ignorancia  y actuaban con barbarie con la 
finalidad de agrandar los reinos con la implementación de la religión católica, sometiendo a los 
pueblos a la esclavitud y explotación de sus recursos obteniendo la gloria y riqueza de nuestros 
pueblos aborígenes. 
 
En Francia el Movimiento de la Ilustración en el siglo XVIII, promueve el nacimiento de un 
nuevo sistema constitucional como forma de gobierno de los diferentes estados  con diferentes 
ideas, inquietudes y preocupaciones por el reconocimiento esencial del derecho de los ciudadanos, 
el cual tenía que estar garantizado por el Estado. Sin olvidar que el sistema republicano francés, fue 
levantado sobre una montaña de cabezas guillotinadas por la nobleza europea, que cubierta de las 
horribles violaciones de derechos humanos por los revolucionarios franceses a nombre del pueblo 
hicieron surgir el nuevo constitucionalismo moderno. 
 
La evolución de las ideas penales en la edad moderna han tenido un crecimiento notorio, que 
paso a paso se alejado de la venganza pública como base de sancionar, lo cual ha dado un paso 
gigante para la adopción de la rehabilitación social del delincuente y de esta manera reinsertarlo en 
la sociedad retomando una vida normal con sus semejantes, aunque con el pensamiento de la actual 
sociedad esto ha llegado a convertirse en una teoría en vista que en la realidad nuestra sociedad 
continua con el pensamiento del viejo sistema penal que coadyuvan a la destrucción moral, física y 
psicológica  de la persona que recobra su libertad con el cumplimiento de la pena, por lo que se les 
hace difícil a una persona rehabilitada encontrar trabajo lo que influye para que vuelva a delinquir , 
otro factor impactante que no ayuda a rehabilitar a un delincuente es la aplicación de penas 
demasiado drásticas que no están acorde con el cometimiento del delito, penas que tiene que ser 
cumplidas en Centros de Rehabilitación Social que no prestan condiciones adecuadas por el exceso 
de personas privadas de libertad que generan un hacinamiento penitenciario, lo cual no se 
diferencia de los sistemas de tortura de la edad media, en la actualidad basta con hacer referencia a 
la prisión que tiene Estados Unidos como la de Guantánamo en la cual los derecho humanos pasan 
a tercer plano, por la crueldad que se trata a los prisioneros convirtiéndose en uno de los verdaderos 
infiernos penitenciarios del mundo actual. 
  
En la actualidad el Derecho Penal es conocido como un sistema de protección de los 
ciudadanos, haciendo referencia a la prevención del delito, aplicando principios fundamentales 
como el de mínima intervención  penal, con el traslado de ciertos controles represivos a 
instituciones de justicia contravencional, para no penalizar con rigidez si no con la capacidad de 
rehabilitar  al contraventor aplicando penas socioeducativas, que contribuyan al desarrollo personal 
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del delincuente para que sea reinsertado adecuadamente en la sociedad, evitándole así al Estado 
gastos innecesarios y la administración de justicia, si el delincuente no tiene ningún nivel de 
peligrosidad es posible aplicarle trabajos comunitarios en vez de darle una condena en un centro 
carcelario. Medidas que van en contra del fracaso de la rehabilitación de los centros carcelarios del 
país. 
 
 
2.1.1.2.1. Concepto de derecho penal 
 
 
En sentido amplio, se considera que el Derecho Penal “es aquella parte del ordenamiento 
jurídico que comprende las normas de acuerdo con las cuales el Estado prohíbe o impone determinadas 
acciones, y establece penas para la contravención de dichas órdenes. La pena es la pérdida o disminución de 
sus derechos personales que la ley impone a una persona (el delincuente) como consecuencia de 
determinados hechos (el delito).” (Zambrano P., 2002) pág. 47 
  
Para Goldstein, el Derecho Penal es: 
 
El conjunto de normas y disposiciones jurídicas que regulan el ejercicio del poder sancionador 
y preventivo del Estado, estableciendo el concepto del delito como presupuesto de la acción 
estatal, así como la responsabilidad del sujeto activo, y asociando a la infracción de la norma 
una pena finalista o una medida aseguradora (Jiménez de Asúa). Es, por lo tanto, el conjunto de 
aquellas normas ético-jurídicas, que son consideradas, en un determinado momento histórico y 
en un determinado pueblo como absolutamente necesarias para el mantenimiento del orden 
político-social, y que por eso son impuestas por el Estado mediante las sanciones más graves 
(Manzini). Concretamente, es la rama del derecho que regula la potestad pública de castigar y 
aplicar medidas de seguridad a los autores de infracciones punibles (Núñez), y aún más 
concisamente: el conjunto de normas jurídicas que vincula la pena, como consecuencia 
jurídica, a un hecho cometido (Mezger). (Golstein, 1989) Pag. 247   
 
En la obra Régimen Penal Ecuatoriano, se establece el siguiente concepto:  
 
El derecho penal puede ser visto, y conceptualizado, desde una doble perspectiva. Fuera del 
ámbito estrictamente jurídico, la sociedad considera al Derecho Penal, a las leyes penales, 
como un mecanismo de control social y represión, conjuntamente con la policía y los jueces, 
que se ha vuelto necesario porque la experiencia de la vida social demuestra que, en 
determinados momentos, ciertos individuos incurren en conductas que atentan gravemente 
contra los derechos de los demás y que, en general, desconocen las reglas básicas que rigen la 
convivencia. Desde épocas muy antiguas, anteriores inclusive a la organización del Estado, 
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estos hechos han sido condenados desde el punto de vista de la religión y de la moral, pero 
también han sido reprimidos con dureza. (Régimen Penal Ecuatoriano, 2009). Pág. 78 
   
De lo antes citado es considerable manifestar que Derecho Penal es una rama del derecho 
regulada por el Estado, con fundamento en doctrina y la historia, pasando a ser una forma de 
conocimiento social con figuras ideológicas y culturales de la sociedad que representa, castigando 
las conductas lesivas para la sociedad tuteladas por el Estado, lo que presupone que el legislador al 
crear una norma penal lo hace basado en la protección de la vida, de los bienes de la sociedad, 
castigando las malas conductas con una pena dependiendo del hecho delictivo. 
 
La función más importante del derecho penal es prevenir la comisión de un delito, no 
simplemente se enfoca a reprimir o castigar a quien lo comete una conducta una perjudicial en la 
sociedad, la norma penal también pretende reinsertar al reo a la sociedad con medidas 
socioeducativas y rehabilitadoras del sujeto por parte del Estado. 
 
El nacimiento y formulación de la ley penal es atribuida a la facultad punitiva del Estado, 
en bien de la protección social. La ley como tal pretende salvaguardar la supremacía del Estado 
como ente protector de la sociedad y para ello amenaza con la aplicación de una pena aquel que 
rompa o altere la conducta reglada en su normativa, conducta que debe ser punible ante la 
convivencia pacífica de la sociedad. 
 
El derecho penal debe ser estudiado minuciosamente para determinar cuál es su rol 
principal  y concreto en la sociedad actual. La normativa penal es enunciada como una reflexión 
problemática, en el que primeramente se maraca la circunstancia de hecho y posteriormente se 
señala el castigo en caso de que se produzca una situación de carácter penal señalada en la ley 
sancionatoria. El tratadista que por primera vez realiza un estudio a fondo de la estructura de la ley 
penal es el jurista alemán Karl Binding, es su obra Las Normas y su Infracción. Quien manifiesta 
que, la ley no agota el campo penal y explica que sobre la ley penal esta la norma constitucional,  
que no es un juicio problemático, sino decisivo mediante el cual se impone simple y llanamente 
una obligación al encontrar culpable al procesado. Por lo cual Binding, manifiesta que es una 
equivocación expresar que el delincuente viola la ley, es el caso que cuando en la ley se expresa 
que, el que el conductor que atropella u ocasiona u accidente de tránsito, se le impondrá una pena 
de cierto tiempo, aquí no se está prohibiendo cometer un accidente si no únicamente advirtiendo, 
pero el caso de llegar a cometerse dicho caso incierto, la consecuencia es la sanción o pena, es por 
ello que las normativas penales tratan de evitar los delitos pero una vez cometidos es obligatoria la 
imposición de una sanción por parte de las instituciones encargadas de la administración de justicia 
que representan al Estado, cumpliendo así con los preceptos legales establecidos para cada caso. En 
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tratadista Kelsen, manifiesta que en el derecho penal la mayor parte de las normas no se encuentra 
dentro de la rama del derecho, puesto que estas están inmersas en la sociedad acorde a sus 
costumbres, cultura o religión dependiendo de las sociedades. 
 
Hans Kelsen es uno de los creadores de la llamada Teoría Pura del Derecho quien marca 
una clara concepción de la ley al manifestar que en la ley se enmarcar dos normas distintas la que 
es explicita y la otra implícita, la primera que es dirigida por el Estado mediante la administración 
de justicia y la otra dirigida a los ciudadanos en general para que se abstengan de realizar cualquier 
acto que implique sanción penal, es claro que además contamos en la sociedad modernas con 
muchas normas explicitas con el fin de regular el comportamiento criminal de los hombres. 
 
Según Kelsen,  
 
A pesar que la doctrina de las normas de Binding no es, en general, aceptada hoy día en la 
formulación primitiva de este autor, se admite en principio que las normas jurídicas son 
autónomas, aunque su existencia dependa de la existencia de una ley. En este sentido, dada la 
ley, se deduce de ella la norma que pasa a ser lógicamente autónoma: es un mandato abstracto. 
Y como el solo mandato no señala consecuencia ninguna para el caso de desobediencia, debe 
concluirse que todas las normas son de la misma naturaleza: simplemente jurídicas. Lo que la 
norma prohíbe es ilícito. Pero si la infracción acarrea como consecuencia una pena o sólo una 
indemnización de perjuicios, eso ya no lo dice la norma, sino la ley. Las normas, en 
consecuencia, no son penales ni civiles, sino simplemente jurídicas. Esto es lo que se quiere 
decir cuando se expresa que el Derecho Penal es sancionatorio: que lo propio y característico 
del mismo se encuentra en la sanción (que es la pena), y que el precepto en nada se diferencia 
del existente en cualquiera otra rama del Derecho.  (Zambrano P., 2002), Pág. 50. 
 
Al parafrasear un precepto del tratadista Binding, “Nadie debe matar a otro y los dementes no 
deben contratar”, en esta frase es fácil diferenciar que parte está enmarcada en el ámbito penal y cual 
el campo civil, al manifestar que una persona no debe matar a otra, se entiende que en caso de 
matarla será sancionada con una pena establecida en la ley, mientras que al analizar la segunda 
parte la ley civil no permite que un demente pueda contratar por lo tanto al realizarse un contrato 
con la persona que carece de sus capacidades para decidir este convenio o contrato entra en un 
ámbito de nulidad.  
 
El derecho penal crearía tanto el precepto como la sanción. Se señala al respecto que hay 
muchas normas o preceptos cuya existencia se deduce exclusivamente de leyes penales, y no 
de otra clase de leyes. En realidad, eso es efectivo, pero no es un argumento contrario al 
carácter sancionatorio del derecho penal. Lo que verdaderamente ocurre es que las normas se 
19 
 
desprenden del tenor de las leyes (que pueden ser civiles, administrativas, y naturalmente, las 
propias leyes penales), y se independizan de ellas, pues tienen un carácter esencialmente 
imperativo y abstracto; aunque tengan distinto origen, todas tienen la misma naturaleza. Sólo 
la sanción distingue al derecho penal de las demás ramas del derecho. Afirmar el carácter 
sancionatorio del derecho penal no significa, por lo tanto, postular su dependencia o 
subordinación a las demás ramas del derecho, sino únicamente admitir la unidad total del 
orden jurídico. (Zambrano P., 2002). Pág. 53. 
 
En la sociedad actual las leyes penales son dictaminadas por los legisladores de un país con 
su respectivo gobierno, lo cual debe ser realizado con conocimiento y consentimiento de la mayoría 
de sociedad, no se puede imponer una normativa que quebrante principios y derechos 
constitucionales garantizados en la Constitución. El legislador por mandato popular posee un poder 
para dictar leyes que vayan acorde a la realidad actual de la sociedad y conforme se vayan dando 
los delitos puesto que cada día aparecen nuevas modalidades delictivas que ponen en zozobra a la 
sociedad en general, y para ello se aplicar ideales determinados en torno a la forme en la que la 
sociedad debe actuar. Es por ello que los legisladores deben ser muy minuciosos al momento de 
aprobar una ley pues aquí debe verificarse la conducta social y el adecua miento de la ley a los 
posibles delitos atentatorios a la integridad y paz social, por ello una normativa penal tiende a 
regular las conductas dañosas, es necesario la implementación de normas penales o figuras 
jurídicas conforme van apareciendo nuevos indicios de conductas delictivas para evitar el 
crecimiento de las mismas o para prevenir al delincuente de que si violenta la norma puede ser 
sancionado con penas que conllevan el encarcelamiento por varios años, es aquí donde el Estado 
representado por el gobierno y sus legisladores tienen la obligación social y legal de aprobar las 
leyes que crean convenientes para prevenir el surgimiento de nuevos delitos y para combatir los ya 
existentes, ahorrándole así al Estado recursos económicos  en la persecución de nuevos delitos y 
brindándole a la sociedad la seguridad y protección adecuada para sus vidas y sus bienes. 
 
2.1.1.2.2. Definición de transporte 
 
Etimológicamente el transporte proviene del latín TRANS, que quiere decir al otro lado, y 
PORTARE, que significa llevar, desde esta concepción la palabra transporte adquiere el sentido 
propio de “TRASLADO DE PERSONAS O DE BIENES DE UN SITIO A OTRO”. En estas 
últimas décadas con el desarrollo e incremento de la tecnología el transporte a adquirido un 
crecimiento abrumador del parque automotriz, es por ello que el mundo moderno el trasladarse de 
un lugar a otro se lo realiza más rápido ahorrando tiempo aunque aquello implique pagar más por 
los servicios que brinda el parque automotriz, en nuestro medio el parque automotriz tiene un 
crecimiento abismal que en los últimos años trasladarse en una ciudad desarrollada genera 
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molestias por el exceso congestión y embotellamientos, lo que hace necesaria la regulación de los 
medios de transporte terrestre, por estos motivos el transportes ya toma el carácter de orden público 
para poder implementar la infraestructura necesaria para el movimiento de personas y bienes. El 
transporte terrestres, como señala algunos autores, “es la conducción de personas o mercaderías de un 
punto a otro por vías terrestres, entendiéndose por ellas, las que no son marítimas y fluviales, ni aéreas, a 
este lo puede efectuar una persona, un animal o un vehículo”. (Microsoft Corporation, 2014) 
 
En tiempos primitivos el hombre para trasladarse de un lugar a otro se desplazaba a pie o en 
animales domesticados por grandes distancias, el transporte de bienes lo llevaban consigo en 
hombros o en lomo de acémilas, esto hacia que los viajes duren días o meses, viajes que se 
convertían en peligrosos y abrumadores, con el pasar del tiempo y con la necesidad de transportar 
más carga y con mayor facilidad nace un medio de transporte que lo llamaron la Narria, la misma 
que adquiere la definición de; Cajón o escalera de carro, a propósito para llevar arrastrando cosas de 
gran peso por el Diccionario de la Lengua Española. (Real Academia Española, 1984) 
 
Otro de los medios de transporte credo por el hombre es el llamado Trineo, este fue creado 
en los países existe la nieve el trineo se convirtió en un medio de transporte eficiente el cual en sus 
comienzos era arrastrado por la fuerza del hombre posteriormente se fueron domesticando animales 
para realizar el trabajo de arrastre. 
 
En los países de las riveras del mar o conocidos también como países cálidos se creó un 
medio rudimentario de transporte denominado rueda, también  se utilizaba para trasladarse  de un 
lugar a otro, el caballo adquirió mayor utilidad hasta que la rueda adquiero un verdadero  auge 
como medio de trasladar personas y bienes convirtiéndose en un medio revolucionario de la época, 
desde esta iniciativa comenzaron las apariciones de nuevos inventos como lo son carrozas de dos 
ruedas que eran arrastradas por caballos, luego las de cuatro ruedas, hasta llegar a la construcción 
del primer vehículo a vapor, posterior a ello la evolución fueron evolucionando los medios de 
transporte que en nuestros días contamos hasta con naves espaciales de grandes velocidades, esto 
hace que aumente el desplazamiento de personas y bienes de un lugar a otro con mayor rapidez. 
 
En nuestro país los incas poseían un medio de transporte muy eficiente para su época el 
cual consistía en la interconexión de caminos a lo ancho y largo del Imperio precolombino, por el 
que se desplazaban con facilidad y rapidez lo hacían a pie o utilizando animales como las llamas 
para el traslado de bienes, estos caminos cruzaban, ríos en los que colgaban cuerdas como puentes 
y en los cerros tenían canales o zanjas para evitar el frio de los páramos, además hacían uso de 
botes, canoas de madera como medio trasporte y comunicación entre las tribus del imperio. 
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Con la colonización de los españoles a nuestros aborígenes en toda América trajo grandes y 
poderosos cambios en los medios de transporte y se comenzó a utilizar como principal medio de 
comunicación del marítimo,   La llegada de los europeos, españoles y portugueses a lo largo de casi 
toda América produjo grandes cambios en los medios de transporte, el principal modo de 
comunicación era el marítimo, puesto que era el más rápido y eficiente por la existencia de puertos 
naturales y luego con la construcción de nuevos puertos en los lugares en donde se dificultaba su 
llegada en embarcaciones, el mar y los ríos constituían las vías de transportarse. La construcción de 
la carreteras o caminos carrosables comenzó recién en el siglo XIX para lo cual se utilizaba a los 
nativos a modo de esclavos en la limpieza de hiervas y remoción de tierra, pero la movilización en 
estas vías era dificultoso por las malas condiciones e inclemencias del clima, el transporte terrestre 
se volvió el más lento en desarrollarse por su complejidad es por ello que este medio de transporte 
estaba limitado a viajar en animales domados que no tenían mucha rapidez. 
 
El transporte terrestre tuvo su auge con la aparición y desarrollo de modernas tecnologías y 
mecanismos de construcción, evolucionando la velocidad y comodidad del transporte terrestre. Esta 
evolución surgió en el año 1820, cuando el ingeniero de origen británico, George Stephenson 
invento la locomotora a vapor, dando inicio a la era del ferrocarril. Con la aparición de los primeros 
motores a combustión tomo protagonismo el transporte terrestre, los motores a gasolina dieron una 
mayor fuerza y una gran velocidad a las maquinas, velocidad estimada necesaria para trasladarse en 
un tiempo inferior a que se estaba acostumbrado, en nuestro país las locomotoras tuvieron una gran 
acogida en la ciudadanía en el gobierno del General Eloy Alfaro, posteriormente la llegada de los 
vehículos a motor y el surgimiento de los trenes eléctricos han dinamizado el trasporte, permitiendo 
viajar largas distancias en tiempos muy cortos, y con una comodidad y confort necesarios para la 
tranquilidad de los viajeros. 
 
Los gobiernos cada día invierten en la construcción de grandes autopistas y carreteas que 
unen países, mejorando sustancialmente la movilidad de sus pueblos dinamizando el intercambio 
comercial y transporte masivo de pasajeros, es por ello que en la actualidad el transporte terrestre 
es el más utilizado en nuestro medio y en todos los países del mudo. 
 
El surgimiento de grandes fábricas de construcción de vehículos automotores en el mundo 
y la instalación de empresas ensambladoras de automotores en el país tienen un impulso positivo en 
el transporte particular y público es el caso de Ecuador que los últimos años  se ha visto en la 
necesidad de regular la comercialización del parque automotriz, con la implementación de 
impuestos, tanto de comercialización como ambientales para generar más recursos para las arcas 
estatales, el crecimiento económico de las empresas automotrices del mundo y en especial del 
Ecuador se da porque la ciudadanía siente cada día la necesidad de adquirir un vehículo como 
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medio de transporte, el hecho de tener un vehículo no es por vanidad sino por la necesidad de tener 
una herramienta de trabajo o de transporte para sí o para su familia. 
 
La doctrina estipula que:  
 
 El transporte es una actividad del sector terciario, entendida como el desplazamiento de objetos o 
personas de un lugar a otro en un vehículo que utiliza una determinada infraestructura, esta ha sido 
una de las actividades terciarias que mayor expansión ha experimentado a lo largo de los últimos 
dos siglos, debido a la industrialización; al aumento del comercio y de los desplazamientos 
humanos tanto a escala nacional como internacional; y los avances técnicos que se han producido 
y que han repercutido en una mayor rapidez, capacidad, seguridad y menor coste de los 
transportes. (Sánchez, 2014) 
 
Hoy en día tenemos como medios de trasporte el terrestre, acuático y aéreo, el aéreo es el 
medio de transporte más rápido pero así mismo es más costoso, este medio de transporte es 
utilizado solo por personas que tiene recursos económicos altos, la clase media y baja tiene poca 
accesibilidad a este medio de transporte en nuestro país, estos medios de transporte mantienen cada 
uno sus características e infraestructura para su funcionamiento, para el transporte aéreo se necesita 
grandes espacios en los que se construye aeropuertos para el aterrizamiento de las naves, mientras 
que los trenes requieren vías férreas y estaciones de desembarque mientras que para la circulación 
de los autobuses y vehículos de uso particular se necesita de vías, autopistas y terminales en las 
ciudades para el desembarque masivo de gente y carga. 
 
La construcción y funcionamiento de las redes viales a lo largo del país se concierte en la 
infraestructura más adecuada para la circulación de vehículos de transporte masivo de pasajeros y 
bienes, además  para la rápida circulación de vehículos livianos de uso particular, estas redes viales 
tienen una conexión a lo largo y ancho del país para lograr un eficaz funcionamiento, los 
principales beneficiados de estas enormes redes viales son las poblaciones puesto que las ciudades 
de mayor circulación son las que tienen más crecimiento económico y poblacional, es por ello que 
el trasporte es sinónimo de desarrollo de los pueblos. 
 
El transporte ha sido a lo largo de la historia, una necesidad humana, las personas se 
vieron en la necesidad de desplazarse por distintas razones como obtener alimentos: 
cazar, pescar, recolectar frutos y vegetales, comunicarse con otras personas: enviar 
correo, hacer negocios, etc. (Ruiz, 1990-1991)  Pág. 546. 
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2.1.1.2.3. Tránsito vehicular. 
 
 
“Etimológicamente la palabra tránsito proviene del vocablo latino “transitus”, que quiere decir 
transitar, desplazarse cambiar de un lugar a otro”. (Baena, 2001) pág. 8.- Transitar quiere decir pasar 
por vías o parajes públicos, constituye pues esa acción un elemento esencial a la vida humana en 
cualquiera de las etapas de su civilización, y como no cabe duda acerca de que tal ambular por los 
lugares públicos lleva implícito un riesgo más o menos grave para quienes realizan dicho acto. El 
tránsito vehicular es el paso o traslado a través de vías o lugares adecuados para movilizarse, 
especialmente circulación por calles y caminos, más terrenalmente tránsito se emplea como 
sinónimo de paso. 
 
“En materia de circulación de vehículos y peatones en calles de las ciudades más populosas o en 
las carreteras, tránsito es la voz adecuada, aunque se confundan a veces con tráfico”. El tráfico vehicular 
es: “el fenómeno causado por el flujo de vehículos en una vía, calle o autopista, se presenta también con 
muchas similitudes en otros fenómenos como el flujo de partículas (líquidos, gases o sólidos) y el de 
peatones” (Wikipedia, 2014), en español no existe la diferenciación que se hace entre las palabras 
"tránsito" y "tráfico", la primera ("transit") se refiere exclusivamente a lo que en español puede 
llamarse "transporte público", mientras que la segunda ("tráfico") es aproximadamente igual a 
"tráfico vehicular" o "tránsito vehicular”. Su sinónimo es paso.  (Cabanellas, 1994), pág. 171. 
 
Es una actividad propia del reino animal, tanto racional como irracional, diferenciándose en 
que el transitar de los animales es instintivo y el transitar del hombre es consciente y razonado, los 
animales por el instinto de conservación o procreación se desplazan a grandes distancias, en busca 
de alimentos o en pos de hembra en celo, el hombre se desplaza por diferentes lugares, por los 
continentes del globo terrestre, por el cosmos, por el afán de superación. 
 
De las veinticuatro horas del día el hombre vive transitando por lo menos las dos terceras 
partes, concurriendo a las escuelas, colegios, universidades, centros de trabajo, a las iglesias, 
mercados, hospitales, etc. De lo dicho se desprende que es obligación individual y social actuar 
dentro de esas cualidades anotadas: orden, obediencia, atención y prudencia para evitar el desorden 
en la circulación de vehículos sino que todo sea apegado a la ley y a las buenas costumbres. 
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2.1.1.2.4. Garantías constitucionales 
 
 
El tratadista Claus Roxín nos enseña que “el derecho procesal penal es el sismógrafo de la 
Constitución de la República.” (Universidad Diego Portales, 2002) pág. 10. El tratadista Juan Luis 
Gómez Colomer, nos manifiesta que: 
 
Los derechos fundamentales pueden ser, y de hecho son al mismo tiempo, aunque considerados 
desde un punto de vista distinto, libertades públicas, garantías institucionales o principios 
procesales. Los derechos fundamentales procesales, entendidos en sentido amplio, incluyen 
también a los principios procesales, garantías institucionales y libertades públicas reconocidas 
por la Constitución y que tienen aplicación en el proceso penal”. (Colemar, 2005) pág. 25. 
 
El tratadista Luigi Ferrajoli nos enseña que:  
 
Al garantismo se lo puede considerar como un parámetro de racionalidad, de justicia y de 
legitimidad de la intervención punitiva del Estado; que se encuentra ampliamente desatendida 
en la práctica, ya desde la legislación penal ordinaria, como si se mira a la jurisdicción o, peor 
aún en las prácticas administrativas y policiales. Esta divergencia entre la normatividad del 
modelo en el nivel constitucional y su ausencia de efectividad en los niveles inferiores 
comporta el riesgo de hacer al garantismo una simple fachada o un cementerio de letras. Que el 
garantismo nació en el campo penal como una réplica al creciente desarrollo de las 
divergencias antes mencionadas, así como de las culturas jurídicas y políticas que han avalado, 
ocultado o alimentado, casi siempre en nombre de la defensa del Estado de derecho y del 
ordenamiento jurídico democrático. Que en el plano político el garantismo actúa como una 
técnica de tutela capaz de minimizar la violencia y de maximizar la libertad. Y en el plano 
jurídico como un sistema de vínculos impuestos a la potestad punitiva del Estado en garantía 
de los derechos de los ciudadanos. Y en consecuencia es garantista todo sistema penal que se 
ajusta normativamente a tal modelo y lo satisface de manera efectiva. Que una Constitución 
puede ser avanzadísima por los principios y derechos que sanciona, y, sin embargo, no pasa de 
ser un pedazo de papel si carece de técnicas coercitivas, es decir, garantías que permitan el 
control y la neutralización del poder y del derecho ilegítimo. (Ferrajoli, 2001) pp. 51-81. 
 
El tratadista Alberto Binder nos enseña que: 
 
Sea derecho fundamental procesal, o como derecho humano, como es la libertad: la 
observancia y respeto de los mismos dentro del proceso penal, es vital para la vigencia de un 
Estado Constitucional, de derechos. Y que generalmente se refieren a las garantías procesales 
penales constitucionalizadas que las debemos entender como un cúmulo de principios, 
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derechos y libertades fundamentales reconocidas por la Constitución, por los Instrumentos 
Internacionales de Derechos Humanos, y que tienen por finalidad otorgar al procesado un 
marco de seguridad jurídica y en última instancia, mantener un equilibrio entre la llamada 
búsqueda de la verdad material y los derechos fundamentales del procesado. (Binder) pág. 
67. 
 
El tratadista José María Asencio Mellado nos enseña que: “Las garantías constitucionales del 
proceso penal, se erigen como un límite y marco de actuación de la justicia penal; y todo sistema procesal 
penal reconoce a dos bloques de garantías procesales y que consisten en:” (Mellado Asencio, 2003) pág., 
188. 
 
1.- Garantías procesales genéricas; y, 
2.- Garantías procesales específicas. 
 
 
2.1.1.2.5. Suspensión Condicional del Procedimiento Penal 
 
 
La Suspensión Condicional del Procedimiento es una institución que encuentra su sustento 
en la nueva concepción del derecho penal sustantivo y adjetivo, dejando a un lado el viejo sistema 
inquisitivo y enlazándonos cada día más al sistema oral acusatorio con audiencias orales y públicas 
que garantizan el cumplimiento de los derechos y garantías consagrado en nuestra Constitución y 
tratados internacionales, la Suspensión Condicional del Procedimiento es una salida alternativa que 
constituye una innovación dentro del sistema procesal penal ecuatoriano, es un mecanismo procesal 
que permite al fiscal, con el acuerdo del procesado y con la aprobación del juez correspondiente, 
dar término anticipado al procedimiento cuando se cumplen ciertos requisitos previstos en la ley y 
se satisfacen determinadas condiciones fijadas por el juez competente. 
 
El doctor Alberto Gutiérrez en su obra “Suspensión Condicional del Procedimiento y 
Fiscalía Regional Metropolitana Zona Centro Norte” cita al tratadista chileno Duce Mauricio quien 
a su vez nos da la siguiente definición:  
 
Salida alternativa al proceso en virtud del cual se puede detener provisionalmente la 
persecución penal en favor de una persona procesada por un delito cuya pena probable no 
exceda de cinco años de privación de libertad, quedando ella sometida, dentro de un 
determinado plazo, al cumplimiento de un conjunto de condiciones impuestas por el juez de 
garantía, al término del cual si son cumplidas estas condiciones en forma satisfactoria se 
extingue la acción penal y, si no los son o se vuelve a imputar un nuevo delito, se revoca la 
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medida reiniciándose la persecución penal por el procedimiento ordinario (Gutiérrez, 2001) 
pág. 14.   
 
            Por otra parte el doctor Mario Houed, nos trae la siguiente definición:  
 
 La suspensión del procedimiento a prueba es un instrumento procesal que detiene el ejercicio 
de la acción penal en favor de un sujeto procesado por la comisión de un ilícito, quien se 
somete, durante un plazo, a una prueba en la cual deberá cumplir satisfactoriamente con ciertas 
y determinadas obligaciones legales e instrucciones que le imparta el juez de Garantías Penales 
para el caso concreto, a cuyo término se declara extinguida la acción penal, sin consecuencias 
jurídico-penales posteriores. Si se trasgrede o cumple insatisfactoriamente la prueba, el Juez de 
Garantías Penales previa audiencia en la que interviene el procesado, tiene la facultad de 
revocar la medida y retomar la persecución penal contra él. (Marino) pág. 29. 
 
El tratadista argentino Gustavo Vitale, nos da una definición acerca de la suspensión 
condicional del procedimiento manifestando que: 
 
  Es un supuesto de paralización temporal del ejercicio de la pretensión punitiva del Estado, 
que puede disponerse a pedido de la persona sometida a proceso penal, por el cual se impone 
a esta última el deber de cumplir con ciertas condiciones durante un periodo de tiempo, de 
modo tal que si el procesado cumple satisfactoriamente con ellas se extingue la acción penal, 
mientras que el trámite procesal continúa su curso en caso de serio e injustificado 
incumplimiento de esas condiciones. (Tribunal Primero de Control del Circuito Judicial Penal 
del Estado Falcón, 2010). 
 
Para Maier Julio tratadista argentino de connotada trayectoria en el campo del derecho penal nos da 
una definición de la suspensión condicional del procedimiento penal:  
 
Consiste en abrir un compás de espera, durante un plazo que fija la ley o Juez de Garantías 
Penales, dentro de una escala que permite la ley, para perseguir la aplicación de la ley penal, 
plazo durante el cual se suspenderá el trámite del procedimiento bajo la admonición de cumplir 
ciertas condiciones o indicaciones del Juez de Garantías Penales; una de esas instrucciones 
puede consistir en la reparación del delito, en la medida de lo posible, o, simplemente, en la 
conciliación con la víctima, procurada por el procesado; al vencimiento del plazo, pasible de 
prolongación dentro del máximo legal ante la inobservancia grave de una indicación del Juez 
de Garantías Penales, si él ha cumplido satisfactoriamente las instrucciones, la pretensión penal 
se extingue y el procedimiento se sobresee, a su favor, por esa causa; en caso contrario y, sobre 
todo, si el procesado comete un nuevo delito, la persecución penal continúa. 
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2.1.1.2.6. Definición de suspensión condicional 
 
 
Para llegar a definir que es suspensión condicional del procedimiento debemos tener claro 
que es una condición: El maestro Hernán Coello García, nos enseña que:  
 
La Condición es, desde luego, una necesidad jurídica para que las obligaciones puedan 
proyectarse hacía el porvenir, dependiendo, precisamente, de las circunstancias que solo en el 
porvenir puede saberse si fueron o no posibles, pero, respecto de las cuales, pudo llegar a 
convenirse como si hubieran sido una realidad. Por lo mismo esta modalidad hace eventuales 
los derechos, subordinándolos a un acontecimiento futuro. (Coello, 2003) pág. 136-137. 
 
Como antecedentes de la Suspensión Condicional del Procedimiento penal en materia de 
tránsito, se observan en el sistema de la probation americana e inglesa (suspensión condicional de 
la sentencia), y de todas sus derivaciones; tenemos otro antecedente inmediato que es la suspensión 
provisional del proceso contemplada en 1987 en el Código Procesal de Portugal además lo 
encontramos en el Código Procesal Penal Modelo para Iberoamérica, en su Art. 231 en el mismo 
que lo denominan como “suspensión del proceso a prueba”.  
  
En nuestra normativa procesal penal la institución de la suspensión condicional del procedimiento 
penal la encontramos en el Art.37.2 institución que se fundamenta en el principio de oportunidad 
de la persona que comete un delito de tránsito.  
 
 
2.1.1.2.7. Definición de proceso penal 
 
 
Para tener una idea más clara del significado de Derecho Procesal Penal  realizaremos un 
estudio de conceptualizaciones de algunos tratadistas internacionales. 
 
Para Claus Roxin en su obra de Derecho Procesal Penal dice que: “El Derecho Penal 
material, cuyas reglas fundamentales están contenidas en el Código Penal, establece  los elementos de la 
acción punible y amenaza con las consecuencias jurídicas (penas y medidas) que están conectadas a la 
comisión del hecho”. El tratadista sigue haciendo un análisis a lo largo de la obra en la cual indica 
que el cumplimiento de las normas depende de su aplicación que no se queden únicamente en el 
papel en el caso del cometimiento de un delito, la aplicación de la ley asegura la convivencia 
humana tranquila y pacífica en toda la sociedad. Para ello además de la norma punitiva se requiere 
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de una normativa procesal guie el camino a seguir para llegar a sancionar al delincuente, el 
procedimiento penal nos da las pautas y el camino más corto para llegar a la verdad de los hechos 
punible mientras que la normativa penal nos da las medidas del castigo para cada caso. 
 
Por otra parte y guardando esta cadena teórica, parafraseando al jurista Klaus Tiedemann en la 
obra “Introducción al Derecho Penal y al Derecho Penal Procesal”, señala que “sólo en el proceso penal se 
aplica verdaderamente el derecho penal material”, esto quiere decir que si se comete un delito la única 
forma de sancionar es aplicando la ley penal, con las sanciones establecidas en ella, sin 
perjuicio de que el procesado se defienda en todo el proceso, de encontrarlo culpable al 
individuo se le aplicara la pena correspondiente dependiendo de la gravedad del delito,  el 
objetivo que busca el proceso penal en materia de tránsito es investigar la circunstancia que ocasiono  
el accidente como un hecho punible y de esta forma castigar al autor del cometimiento de la infracción, 
por medio de la investigación realizada minuciosamente se esclarecen los hechos relacionados con 
el accidente que genero una lesión de la normativa penal vigente. 
 
El tratadista Roxin, manifiesta que  el fin del proceso penal está contemplado en una naturaleza 
complicada, ya que la normativa mantiene una condena para el culpable, protege a la persona inocente y 
demuestra que la formalidad del procedimiento penal está alejada de toda arbitrariedad y la estabilidad 
jurídica para administrar justicia. 
 
Evidentemente la mayoría de autores que han estudiado el Derecho Procesal Penal 
sostienen y manifiestan en sus obras este derecho forma parte del Derecho Público, por ser 
proteccionista de las sociedades. 
 
El Derecho procesal penal es:  
 
el conjunto de normas que regulan cualquier proceso de carácter penal desde su inicio hasta 
su fin: la actividad de los jueces y la ley de fondo en la sentencia. Tiene como función 
investigar, identificar y sancionar (en caso de que así sea requerido) las conductas que 
constituyen delitos, evaluando las circunstancias particulares en cada caso. (Wikipedia, 
2014) 
 
Para  Walter Guerrero Vivanco:  
 
 El Derecho Procesal Penal, es la ciencia que se encarga de orientar y disciplinar el amplio 
campo de la jurisdicción y de la competencia de los jueces; del ejercicio de la acción; de la 
pruebas que puedan introducirse en el proceso para comprobar la existencia del delito y la  
responsabilidad del infractor; del proceso que debe seguirse para hacer efectivo la pretensión 
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punitiva del Estado; y la formas como deben ejecutarse las penas impuestas a los infractores. 
(Guerrero Vivanco, 2004). 
 
Entonces es prescindible destacar que la finalidad sustancial del proceso penal es la 
imposición, previo el correspondiente debido proceso, de la pena al infractor de una norma penal, 
la violación de una norma penal implica la imposición de una sanción al infractor para su 
escarmiento.  
 
 
2.1.1.2.8. Definición de accidente de tránsito 
 
 
La definición de accidentes de tránsito es amplia que implica realizar un estudio exhaustivo  
para tener una mejor comprensión y para citare algunos conceptos de tratadistas que estudian esta 
institución.  
 
En el tránsito automotriz no sería posible la vida en las ciudades sin leyes y reglamentos que lo 
regulen, toda la gente estaría sometida a un constante peligro, es por esto que en el desarrollo 
de los pueblos se hace indispensable para la misma convivencia, coexistencia y supervivencia 
la seguridad que se consigue con el orden, en efecto lo contrario el desorden, la desatención, la 
imprudencia que siempre traen consigo resultados negativos. (Cárdenas, 1999) pág. 20,21. 
 
De lo dicho se desprende que es obligación individual y social actuar dentro de esas 
cualidades anotadas: orden, obediencia, atención y prudencia, en el ejemplo propuesto quien no 
atiende a las reglamentaciones y señales de tránsito causará un accidente porque la víctima tuvo la 
seguridad de que tenía libre que fue invadida. Tales cualidades son indudablemente de orden 
subjetivo y objetivo. De la falta de previsión dimana el peligro ante un hecho dañoso sin que el 
agente del hecho pueda objetar que le faltó prudencia, juicio reflexivo, porque en todo hombre 
existe un nivel medio de todas las facultades y en ello se basa la ley. 
 
Los accidentes de tránsito son un suceso que, por su naturaleza misma, es ajena a la 
intención convirtiéndose en un delito culposo alejado del dolo, así mismo es un hecho inesperado 
ocasionado en una superficie vial de circulación vehicular en el que participa uno o varios autores y 
víctimas de un accidente producto de la impericia o negligencia de un conductor o peatón, por lo 
que esta clase de accidentes produce daños personales y materiales. 
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Antiguamente la transportación, era un riesgo que era insignificante ya que el hombre no 
disponía de otro medio de circulación que sus propias piernas, este fue aumentando rápidamente a 
medida que el progreso de proporcionaba otros medios de transporte como son los semovientes y 
mecanizados, puede decirse que de un siglo a este, y sobre todo con el empleo el ferrocarril, del 
tranvía y del automóvil, el riesgo que representaba el tránsito ha adquirido proporciones 
alarmantes, hasta el punto que en nuestros días, la circulación urbana y rural constituye un grave 
problema principalmente derivado de las elevadas tasas de frecuencia y gravedad de los accidentes 
que lo producen, entonces se vio la necesidad de acudir al remedio y se buscaron teorías jurídicas 
resarcitorias del daño con independencia de los conceptos clásicos de la responsabilidad derivada 
de la culpa o de la negligencia. 
 
La responsabilidad en el caso de los accidentes adquirió carácter objetivo y se llevó así a la 
inversión de la prueba, hasta hace relativamente poco, la legislación se desenvolvía dentro del 
ámbito de la responsabilidad subjetiva, dolosa o culposa, es decir la intencionalidad o de la 
imprudencia del delito o cuasidelito, para que la víctima de un accidente de tránsito pudiera 
reclamar por el daño que se le hubiese causado, había de probar que el conductor del vehículo tuvo 
la culpa del accidente, bien por la temeridad con la que manejaba o bien por el incumplimiento de 
las disposiciones legales reguladoras de tránsito. De ahí esas enfadosas e interminables discusiones, 
en las que rara vez se llega al conocimiento de la verdad, acerca de si el automóvil iba o no por su 
mano, si llevaba las luces encendidas o apagadas, si marchaba a la velocidad moderada o excesiva, 
si uso o dejo de usar la bocina y por otros elementos necesarios para su buen transitar. 
 
Los accidentes de tránsito se deben mucho por los vehículos, quienes han aumentado los 
asuntos judiciales y han favorecido al crimen y las infracciones a los reglamentos de 
transporte por carreteras, y son a menudo el origen a los accidentes numerosos que 
plantean problemas de responsabilidad civil y penal, donde la intervención del médico 
legista es necesaria. (García, 1984) pág. 67. 
 
Su manifestación más habitual, es que se originan de un suceso de producción violenta y 
rápida, no es instantáneo, como todas las cosas tiene un proceso gradual que se desarrolla en un 
periodo de tiempo más o menos corto, esta evolución en el siniestro de un vehículo presenta una 
serie de posición coherente y sucesiva, correlativa en su presencia conflictiva. En tránsito los 
comportamientos son independientes y suceden ocasionalmente a la misma persona porque no son 
delitos conflictivos en la sociedad, sin embargo el quebrantamiento de la ley implica la 
perturbación y castigo del infractor, llegando a generar un conflicto no predecible entre el 
comportamiento del individuo con la normativa. 
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Los accidentes de tránsito no son premeditados si más bien son un suceso de producción 
violenta y rápida no es instantáneo porque pueden ser evitados por los conductores al mantener la 
prudencia y pericia del caso manejando a la defensiva. Por lo tanto el accidente se puede considerar 
como un proceso gradual en alguno de los casos, por ejemplo si un conductor se encuentra 
ingiriendo bebidas alcohólicas mientas conduce es posible que ocasione un accidente, la mayoría 
de los accidentes presentan graves consecuencias perjudícales para la vida o la salud de las 
personas. 
 
Para el Dr. Manuel Ossorio en su obra el Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y 
Sociales, define que los accidentes de tránsito es: “El que sufre una persona por el hecho de un tercero, 
cuando aquella transita por vías o parajes públicos, generalmente a causa de la intensidad, la complejidad y 
la  de tráfico de vehículos” (Ossorio, 1996.) pág. 33. 
 
En cambio para el Dr. Guillermo Cabanellas en su obra Diccionario Enciclopédico de 
Derecho Usual, indica que “los accidentes de tránsito o de circulación son los choques y los atropellos 
originados por vehículos: automóviles, camiones, motocicletas, bicicletas y también los coches y carros ya 
decadentes”. (Cabanellas, 1994) pág.174. 
 
En las vías y autopistas los accidentes de tránsito se dan como un acontecimiento 
inesperado, producto de fallas mecánicas o humanas que producen la muerte o lesiones a las 
personas y daños materiales  en el menor de los casos. 
  
Para el Dr. Manuel Ossorio, el delito “es el acto típicamente antijurídico culpable, sometido a 
veces a condiciones objetivas de penalidad, imputable a un hombre y sometido a una sanción penal”. 
(Ossorio, 1996.) 
 
De las definiciones indicadas se ve muy claramente que estas enfocan a los accidentes de 
tránsito como los choques entre dos o más vehículos que se encuentran circulando en las vías, que 
causan daños materiales y físicos en las personas que resultan afectadas. 
 
Su manifestación más habitual y frecuente es el choque de automotores y el atropello por 
ellos de los peatones, así como los volquees de los vehículos en vías, todo esto conlleva a que el 
dueño del vehículo o conductor responde por los daños causados a la víctima, así como afrontar su 
responsabilidad frente al delito cometido. 
 
Para un mejor conocimiento es necesario aclarar que un accidente de tránsito considerado 
como un acontecimiento proveniente de fallas mecánicas de un automotor o fallas humanas como 
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la imprudencia, impericia y negligencia de algunos conductores que no toman conciencia de las 
consecuencias que pueden ocasionar al cometerse un grave accidente de tránsito, accidentes en los 
cuales corren peligro muchas vidas humanas en los casos específicos de transporte masivo de 
pasajeros, algunos accidentes pasan por sucesos eventuales en los que no tiene la culpa el 
conductor si no la naturaleza o fallas imprevistas del automotor, en este caso no existen autores 
intelectuales en el cometimiento del delito porque ningún conductor sale con la intención de matar 
y mucho menos se le ordena que ocasione un accidente, sin embargo en estos casos si existen 
víctimas y los accidentes de tránsito son una de las principales causas de muerte en nuestro país.  
 
Es evidente que los accidentes de dan como un evento fortuito en contextos no esperados 
por un conductor o un peatón, ni el conductor ni la víctima del accidente tienen la intención de 
agredir a la otra persona, el daño ocasionado es producto de un suceso eventual y aislado de otra 
clase de delitos que pueden ser predecibles, por lo tanto en nuestra normativa de transito de 
acuerdo a la gravedad del accidente se ha desarrollado las sanciones, para evitar vulnerar el 
principio constitucional de la libertad de las personas, puesto que algunos accidentes solamente 
representan daños materiales que lógicamente deben ser resarcidos por la persona contraventora. 
 
 
2.1.1.2.9. Procesado 
 
 
Nuestro Código de Procedimiento Penal nos da una clara y precisa definición en lo que se 
refiere a la conceptualización de procesado: 
 
 Artículo 70.- “Se denomina procesado a la persona a quien la fiscal o el fiscal atribuye 
participación en un acto punible como autor, cómplice o encubridor; y acusado, la persona 
contra la que se ha dictado auto de llamamiento a juicio o en contra de la cual se ha 
presentado una querella. El procesado y acusado tienes los derechos y garantías previstos en 
la Constitución y demás leyes del país, desde la etapa preprocesal hasta la finalización del 
proceso. (Código de Procedimiento Penal, 2009) 
 
El tratadista Guillermo Cabanellas en su Diccionario Jurídico Elemental nos da una 
definición de lo que es un procesado:  
 
“Aquel contra el cual se ha dictado auto de procesamiento (v) por las pruebas o indicios 
existentes o supuestos contra él; y que, como presunto reo, comparecerá ante el juez o tribunal 
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que lo deberá absolver, de no declararlo culpable e imponerle la pena correspondiente”.  
(Cabanellas, 1994) pág. 332. 
 
  El procesado en todo momento está protegido por los derechos y garantías consagrados en 
la Constitución y demás leyes del país, si una persona comete un delito se debe seguir 
rigurosamente un procedimiento para llegar a una sentencia, este procedimiento comprende el 
inicio de una etapa procesal respetando las normas del debido proceso, en el caso específico de la 
suspensión condicional del procedimiento penal estatuido en el Código de Procedimiento Penal, su 
trámite es sencillo puesto el procesado debe solicitar por escrito someterse a esta medida 
alternativa, pero para ello el proceso debe llegar a un consenso con el fiscal encargado de investigar 
el caso y siempre debe ir acompañado de su abogado defensor, una vez que se ha concertado con el 
fiscal para llegar acogerse a los beneficios de esta media, el acuerdo tiene que obligatoriamente ser 
presentado ante el juez, para este resuelva si es viable o no la aplicación de esta medida en caso ser 
favorable para el procesado el juez deberá imponer en audiencia pública el cumplimiento de una de 
las condiciones establecidas en el Art. 37.3 el Código de Procedimiento Penal, en caso de 
incumplimiento de la condición se puede proseguir con el trámite de proceso para llegar a imponer 
una sanción de acuerdo a el delito cometido.  
 
En todo proceso penal la presencia del procesado es muy importante, en especial si este 
está de acuerdo en aceptar la responsabilidad de haber cometido tal hecho delictuoso para lo cual se 
requiere su intervención directa ante la autoridad competente, a la que expresara su voluntad y 
consentimiento libre y de acogerse a este tipo de mediadas permitidas por nuestra normativa penal, 
sin embargo esta medida no puede ser aplicado en caso de que el procesado sea reincidente en 
cualquier otro delito; pero el Código de Procedimiento Penal es una norma supletoria de la ley de 
tránsito y por este motivo nada dice al respecto de los delitos cometidos en materia de tránsito 
debiendo únicamente remitirnos al mandato establecido, además el procesado se compromete a 
cumplir cabalmente los plazos y las condiciones impuestas por el juez y aceptadas por el 
procesado. 
 
El procesado tiene que ser consciente de las consecuencias que conlleva someterse a este 
tipo de procedimientos, por eso es obligatorio y necesario la expresión de voluntad la cual tiene que 
ser libre de todo vicio o presión externa, porque nadie puede obligar a una persona a someterse a un 
procedimiento que no esté de acuerdo en hacerlo y para ello el fiscal como representante del Estado 
únicamente puede sugerir en ocasiones al procesado que se acoja a alguna medida alternativa 
determinada en la ley, quien decide si se somete o no a una de estas medias es el procesado porque 
el beneficio o perjuicio es personal, en los delitos de tránsito para que esta medida sea eficiente y 
aplicable el procesado debe estar dispuesto a pagar los daños y perjuicios ocasionados a terceras 
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personas además del cumplimiento de hacer o no hacer algo dependiendo de las condiciones ya que 
esta medida tiene la finalidad de garantizar la libertad personal de las personas que cometen un 
delito cuya pena no supere los cinco años de prisión.  
 
La Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial no establece normas al 
respecto a la Suspensión Condicional del Procedimiento, pero si nos remitimos al Código de 
Procedimiento Penal si encontramos estipulada esta figura jurídica, además nuestra Constitución en 
su artículo 77 numeral 11, dispone lo siguiente:  
 
La jueza o juez aplicara de forma prioritaria sanciones y medidas cautelares alternativas a la 
privación de la libertad contempladas en la ley. Las sanciones alternativas se aplicaran de 
acuerdo con las circunstancias, la personalidad de la persona infractora y las exigencias de 
reinserción social de la persona sentenciada. (Constitución de la República del Ecuador, 
2008) 
 
Nuestra norma suprema es clara es obligatorio que los jueces apliquen medidas alternativas 
a la prisión preventiva, por ello que la suspensión condicional del procedimiento es conocida como 
una medida alternativa de solucionar conflictos.  
 
 
2.1.1.2.10. Existencia de un delito de transito  
 
 
En nuestro país los legisladores han creído conveniente realizar una división de la ley de 
tránsito para su adecuada aplicación esta división consiste en saber distinguir un delitos de tránsito 
de las contravenciones, por lo que nuestro estudio en el desarrollo de la presente tesis está 
focalizado en los delitos y las formas como someterse a un procedimiento permitido por una ley 
supletoria como lo es el Código de Procedimiento Penal. 
 
Los delitos de tránsito es “consecuencia de la negligencia, imprudencia, impericia o por 
inobservancia de las leyes, reglamentos o de órdenes legítimas de las autoridades y agentes de tránsito a 
cargo de su control y vigilancia, por parte del conductor o chofer del mismo.” (Alvaro, 2005) pág. 98.  
 
El jurista Fernando Quincero, nos da una clara definición de delitos y contravenciones:  
 
a) son delitos los actos que ofenden la seguridad de los ciudadanos o de la sociedad, y por lo 
tanto, constituyen hechos reprochables. Las contravenciones violan solamente leyes destinadas 
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a promover el bien público;  b) son delitos los hechos que producen una lesión jurídica, y son 
contravenciones los hechos que, aunque pueden ser inocentes por sí mismos, presentan sin 
embargo un peligro para la utilidad pública o para un peligro ajeno; c) los delitos ofenden las 
condiciones primarias esenciales y, por consiguiente, permanentes de la vida social; las 
contravenciones, en cambio ofenden las condiciones secundarias, accesorias, por lo tanto, 
contingentes de la convivencia misma, o también las condiciones de ambiente, es decir, de 
integridad, de tranquilidad, de favorable desarrollo de los bienes jurídicos; d) (….); e) delitos 
son los actos dolosos o culposos; contravenciones son los actos para los cuales basta la 
voluntariedad de la acción o de la omisión. (Quincero, 2004). 
 
El tratadista Guillermo Cabanellas manifiesta que: 
 
 La infracción culposa, es la acción, y según algunos también la omisión, en que ocurre la 
culpa (imprudencia, negligencia) y que está penado por la Ley. El autor, aun obrando sin 
malicia o dolo, produce un resultado ilícito que lesiona la persona, los bienes o derechos de 
otros. (Cabanellas, 1994) pág. 124. 
 
Los delitos de tránsito se encuentran tipificados en la Ley Orgánica Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial, desde el artículo 126 hasta el artículo 137. 
 
Dentro de este articulado existe una gran variedad de delitos que pueden ser cometidos por 
conductores de vehículos o por peatones que hacen uso de las vías, y su conducta ilegal, o el acto 
jurídico imputable se verifica por acción u omisión del actor. 
 
Los procesos por delitos de tránsito en nuestro país se ventilan de acuerdo al sistema oral 
acusatorio conforme lo establece la Constitución, es necesario determinar y conocer en donde se 
ubica y como se desarrolla la acción penal de tránsito en lo atinente a los delitos, al efecto nos 
remitimos a la norma supletoria como lo es el Código de Procedimiento Penal que claramente 
dispone en su artículo 32, que: “La acción penal es de dos clases: Pública y Privada”. 
 
La Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial en los artículos 108 y 
109 disponen claramente que  la acción para perseguir los delitos de tránsito es pública de instancia 
oficial, y el ejercicio corresponde exclusivamente al Fiscal, mientras que en el nuevo Código 
Orgánico Integral Penal los delitos de tránsito se encuentran expresados desde el artículo 376 hasta 
el artículo 382 y para analizar más a profundidad los delitos de tránsito la doctrina nos enseña que 
existen tres elementos principales que producen un delito, como lo son; elemento humano, 
elemento mecánico y elemento vial. 
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Elemento humano: El hombre como creador de la máquina y por ende el encargado de su 
manejo y adecuado funcionamiento es talento humano las personas como seres racionales son los 
principales responsables de provocar accidentes de tránsito esto se da por no tomar las medias de 
seguridad adecuadas y necesarias para evitar el quebrantamiento de la ley hoy en día la 
imprudencia, la impericia y la negligencia de muchos conductores son las cusas más comunes en el 
cometimiento de la infracción, si los conductores hicieran conciencia y aplicaran los preceptos 
establecidos en los anuales de conducción los accidentes reducirían considerablemente, muchos 
funcionarios y analistas de la materia de tránsito atribuyen que los accidentes son ocasionados por 
el desconocimiento de la ley, a criterio personal pienso que los accidentes de tránsito son 
provocados por la irresponsabilidad de ciertos conductores  el hecho de haber seguido un curso de 
manejo o haber aprendido a conducir particularmente implica que quien se pone al frente de un 
automotor conoce de la consecuencias que ocasiona al chocarse, al atropellar a otra persona, no 
necesariamente tiene que conocer la ley hoy en día decir que el desconocimiento de la ley es un 
factor ocasionador de accidentes de tránsito es un paradigma erróneo y equivoco, los accidentes de 
tránsito son producto del comportamiento del conductor.  
             
Elemento máquina o mecánico: Los automotores, vehículos de transporte de pasajeros o 
carga, son máquinas  que deben ser manipuladas por el hombre para su circulación, y estas 
máquinas son susceptibles de fallas mecánicas que pueden llegar a ocasionar accidentes de tránsito 
accidentes que en el país ya han dejado trágicos saldos de personas fallecidas, los desperfectos 
mecánicos de los automotores se da por falta de mantenimiento adecuado pero esto no exime al 
conductor de responsabilidad porque la obligación de todo conductor es revisar su vehículo antes 
de ponerlos en circulación por lo general los desperfectos mecánicos son detectables, por lo tanto 
los accidentes ocasionados por este factor pueden ser evitados. 
 
Elemento vía: En nuestro país hoy en día la red vial gozan de una excelente calidad y 
mantenimiento por la creciente inversión del último gobierno en acercar más a los pueblos, este 
buen astado vial genera o provoca que los conductores quieran llegar más rápido a sus lugares de 
destino conduciendo de una forma imprudente a velocidades excesivas que no permiten controlar 
un vehículo en una circunstancia de riesgo, es por ello que el aumento de accidentes de tránsito en 
su mayor parte se dan en vías o autopistas que permiten velocidades de hasta cien kilómetros de 
velocidad, sin embargo el nuevo código Orgánico Integral Penal es muy drástico al momento de 
sancionar a las personas que infrinjan los límites de velocidad permitidos en el país.  
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2.1.1.2.11. Afectados en delitos de tránsito. 
 
 
En los delitos o accidentes de tránsito el principal afectado es la víctima y para ello 
debemos conceptualizar el significado de víctima: 
 
Para la doctora Hilda Marchiori, víctima es:  
 
La persona que padece la violencia a través del comportamiento del individuo-delincuente. 
Que transgrede las leyes de sociedad y cultura. De este modo la víctima está íntimamente 
vinculada al concepto de consecuencias del delito, que se refiere a los hechos o 
acontecimientos que resultan de la conducta antisocial, principalmente del daño, su extensión y 
el peligro causado individual y socialmente. El sufrimiento de la víctima es causado por la 
conducta violente a que fue sometida por otra persona. (Marchiori, 1998) 
 
Para Marco Antonio Díaz de León, en su diccionario de Derecho Procesal Penal, expone: 
“Víctima: Persona que sufre los efectos del delito. Quien padece el daño por culpa ajena o por caso 
fortuito”; según Mendelsohn víctima es  la “ personalidad del individuo o de la colectividad en la medida 
en que está afectada por las consecuencias sociales de su sufrimiento determinado por factores de origen 
muy diverso: físico, psíquico, económico, político o social así como el ámbito natural o técnico.” 
(Manzanera, 1996) Pág. 57. 
 
Para Van Dijk víctima “es aquella persona que conforma parte de una causa, dentro de una 
acción civil puesta en marcha contra el autor de un acto considerado por el derecho positivo como un 
delito.” (Soria Verde, 1993.), Pág. 25. 
 
Según Israel Drapkin, la palabra "víctima" tiene dos significados distintos;  
 
Por una parte, se refiere al ser vivo sacrificado a una deidad en cumplimiento de un mito 
religioso o dedicado como ofrenda a algún poder sobrenatural. Por otra parte, la misma palabra 
se relaciona con la persona que sufre o es lesionada por otra que actúa movida por una gran 
variedad de motivos o circunstancias. (Pérez Fernandéz, 1994) pág. 29. 
 
Por su parte la Organización de Naciones Unidas trata la conceptualización de la víctima 
refiriéndose a que la misma puede indicar que la persona ha sufrido una perdida, daño o lesión, sea 
en su persona propiamente dicha, su propiedad o sus derechos humanos, como resultado de una 
conducta que: 
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1. Constituya una violación a la legislación penal nacional. 2. Constituya un delito bajo el 
Derecho Internacional que constituya una violación a los principios sobre Derechos Humanos 
reconocidos internacionalmente. 3. Que de alguna forma implique un abuso de poder por parte 
de personas que ocupen posiciones de autoridad política o económica. (Manzanera, 1996) pág. 
57, 58. 
 
    Los delitos de tránsito son perseguidos por el fiscal como una acción pública para los cuales los 
Agentes de Tránsito y las victimas juegan un rol importante para el desarrollo de la investigación, 
son pocos los casos en los que interviene directamente la ciudadanía como denunciante en este tipo 
de delitos.  
 
La denuncia de un accidente de tránsito obligatoriamente llega por parte de los Agentes de 
Tránsito quienes presentan un informe detallado de lo ocurrido, y el fiscal es el encargado de 
realizar la investigación con el apoyo de la unidad especializada en la investigación de este tipo de 
delitos, por este motivo la persecución de un delito de tránsito es más sencillo y rápido, esto queda 
demostrado por la ágil administración de justicia de los funcionarios públicos en materia de tránsito 
y con la creación de nuevas unidades a lo largo y ancho del país los delitos y contravenciones 
tendrán un mejor tratamiento, las victimas en estos casos son los principales beneficiarios ya que 
los daños ocasionados serán resarcidos más rápido. 
 
En tránsito el delito es un suceso imprevisto de carácter violento que afecta a una o varias 
personas y bienes. La persona a la que se le imputa la comisión de un delito se encuentra protegida 
por un sistema de protección de derechos y libertades fundamentales establecidos en la constitución 
y en la normativa penal. Entonces cabe decir que la víctima o víctimas de un accidente de tránsito 
queda como un sujeto protagonista involuntario y también tiene un sinnúmero protecciones 
garantistas por la Constitución. 
 
Los accidentes de tránsito hoy en día es uno de los principales factores de mortalidad en el 
país, a diario existen muertes en la vías del Ecuador, es por ello que el endurecimiento de las 
sanciones penales, económicas y disciplinarias para los conductores se ha incrementado con la 
finalidad de reducir el alto indicie de mortalidad y accidentabilidad, con el crecimiento del parque 
automotor han crecido los accidentes de tránsito en el país.     
 
Existen casos en los que el conductor infractor lleva la peor parte en un accidente de 
tránsito es por ello que el legislador se ha visto en la necesidad de incluir un artículo que 
denominado pena natural o principio de oportunidad, este principio es aplicable cuando el 
conductor o sus familias resultan agraviadas en este caso no existen victimas más allá de su familia, 
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el hecho punible es perdonado por la ley. En este caso el Estado no despliega todo el andamiaje 
judicial para investigar las causas que ocasionaron el accidente porque aquí no va existir ninguna 
sanción penal para el infractor. 
 
La Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos 
y del Abuso de Poder de l985, sin duda marcó la pauta para la consagración de esos principios en 
rango constitucional, y en nuestro caso la Constitución en materia de protección de derechos de las 
víctimas, incluye por primera vez, avances dignos de resaltar, contenidos principalmente en el 
artículo siguiente: 
 
Artículo 78.- “Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se les 
garantizará su no revictimización, particularmente en la obtención y valoración de las pruebas, 
y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se adoptarán 
mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la 
verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y 
satisfacción del derecho violado (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
 
2.1.1.2.12. Daños personales y materiales 
 
 
La víctima de un accidente de tránsito, tiene derecho a la reparación del daño sufrido por 
parte del actor del delito, nuestra Constitución a diferencia de las anteriores dispone en el artículo 
78, que la reparación será integral incluyendo, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad y la 
restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho 
violado. 
 
Para asegurar el pago de los daños ocasionados en un accidente de tránsito en la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial en su artículo 156 expresa que: “Para 
fijar el monto de la caución, o indemnización de daños y perjuicios se considerará por regla general 
el daño emergente, el lucro cesante y el valor de los daños ocasionados a terceros a cargo del 
responsable de la infracción. (….).   
 
El Código de Procedimiento Penal, expresa en el art. 309, en los requisitos de la sentencia 
numeral 5. “La condena a pagar los daños y perjuicios ocasionados por la infracción en la 
determinación del monto económico a ser pagado por el sentenciado al ofendido haya o no 
presentado acusación particular”. (Código de Procedimiento Penal, 2009) 
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En cuanto al ejercicio de la -acción pública-, muchos analistas jurídicos consideran que es 
una determinación de amplio alcance y que debería especificar que se trata de -acción penal 
pública-; así mismo, se comenta que no es correcto el texto constitucional en el sentido de que la 
acción lo ejercerá -durante el proceso-, si es el Fiscal quien inicia la instrucción; la acción penal 
nace del delito y el ejercicio de ésta da inicio al proceso penal que dará lugar a que se cumpla el fin 
del derecho penal. 
 
El alcance del precepto constitucional está en directa relación con el interés real de la 
víctima que no es solamente la imposición de una pena, sino una reparación del daño causado por 
el delito, entendida ésta en sentido amplio como una meta u objetivo del derecho penal de tal forma 
que no perjudique sino que coopere con los fines de la pena y que no provoque una nueva 
expropiación de derechos de la víctima para resolver el conflicto. La reparación así entendida debe 
tratar de revertir la situación al estado anterior a la comisión del delito de tal manera que satisfaga a 
la víctima, no puede entonces, confundirse con un pago monetario únicamente, sino con otras 
alternativas, por ejemplo, la devolución de la cosa hurtada, disculpa pública, retribución con 
trabajo, en definitiva es inclinarse hacia un modelo de justicia reparatoria, no punitiva 
exclusivamente, que podría conducir incluso a una relación positiva entre víctima y victimario, la 
primera sentirá satisfechos sus intereses el segundo tendrá mayor opción de reintegración social. 
 
En el modelo de justicia punitiva como el nuestro, la persecución penal es pública en 
función del control social del Estado sobre sus integrantes, por tanto el conflicto generado entre dos 
sujetos, autor y víctima se resuelve entre uno de estos, el autor y el Estado; en el modelo de justicia 
reparatorio la persecución está en manos del individuo cuyos bienes e intereses fueron afectados, 
por ende el conflicto se da entre autor y víctima, quedando la posibilidad al autor de recurrir a 
mecanismos como la composición que permite la restitución simbólica de la situación a su estado 
anterior. Pensar en esta forma de reparación integral sin dilaciones como lo asume la Constitución, 
implica un reto para el ordenamiento penal sustantivo y adjetivo, partiendo del hecho de conceder 
mayor intervención y protagonismo a la víctima en el tratamiento de conflictos. 
 
El derecho al resarcimiento e indemnización, en la Declaración de Naciones Unidas de 
l985 sobre el derecho de justicia para las víctimas, establece que el resarcimiento que comprende la 
devolución de bienes, el pago de los daños sufridos, el reembolso de los gastos realizados como 
consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la restitución de derechos, es una 
obligación primaria del delincuente y de los terceros responsables, e insta a los Estados Miembros a 
revisar sus legislaciones de tal forma que el resarcimiento sea considerado como una posibilidad de 
sanción penal, además de que en caso de daños al medio ambiente se imponga como resarcimiento 
41 
 
la rehabilitación de éste, y en casos de daños causados por funcionarios públicos que actúan a título 
oficial debe existir una obligación del Estado de resarcir a las víctimas. 
 
La declaración va más allá, al señalar en el artículo 11:  
 
Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a título oficial o cuasi oficial hayan 
violado la legislación penal nacional, las víctimas serán resarcidas por el Estado cuyos 
funcionarios o agentes hayan sido responsables de los daños causados. En los casos en que ya 
no exista el gobierno bajo cuya autoridad se produjo la acción u omisión victimizadora, el 
Estado o gobierno sucesor deberá proveer al resarcimiento de la víctima. (Rozansky, 2014) 
 
En el artículo 12 de esta misma declaración señala que cuando no sea suficiente la 
indemnización que haga el delincuente o de otras fuentes, los Estados procurarán indemnizar 
financieramente a las víctimas de delitos que hayan sufrido lesiones graves, o a los familiares a 
cargo de las víctimas que hubieran muerto o resultaren incapacitadas. 
 
En síntesis podemos decir que, el reparación y resarcimiento contempla el pago que el 
actor o sentenciado o a su vez las empresas de trasporte solidariamente, cuando se trate de un 
accidente de tránsito de un automotor de transporte de pasajeros, estos pagos son realizados en 
favor de la víctima como consecuencia de los daños físicos, psíquicos, patrimoniales, culturales o 
ambientales producidos por la acción u omisión tipificada como delictiva y por los perjuicios 
provocados en el accidente. Por tanto, el resarcimiento o la indemnización deberá ser equitativo 
con la víctima o víctimas, familiares de la víctima fallecida, además el Estado está obligado a 
rehabilitar al contraventor en la medida de lo posible. 
 
 
2.1.1.2.13. Aplicación de la suspensión condicional en materia de tránsito 
 
 
El derecho constitucional a la libertad durante el proceso penal de tránsito, asegura el 
cumplimiento de los objetivos procesales sin sacrificar excesiva o innecesariamente el bien 
superior mencionado, en los nuevos sistemas procesales penales, se encuentran establecidas 
medidas alternativas a las cuales puede acogerse el procesado, aunque no procede en todos los 
delitos, por cuanto hace depender su aplicación de la gravedad del mismo, y no de circunstancias 
estrictamente procesales, relativas a la condición del procesado; como en el caso de la Suspensión 
Condicional del Procedimiento, que por expresa prohibición de la norma penal, no procede cuando 
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se trata de delitos de violencia sexual, intrafamiliar, de odio, muerte y de lesa humanidad, etc; a los 
cuales se refieren los artículos 80 y 81 de la Constitución de la República. 
 
Para velar que el debido proceso se cumpla, desde la fase de indagación previa, audiencia 
de formulación de cargos o de flagrancia, y en todo el juicio penal, el procesado debe debida y 
oportunamente ser informado, de sus garantías y derechos constitucionales y penales, 
especialmente cuando resuelva acogerse a esta salida alternativa que le ofrece la ley. 
 
El debido proceso.- exige una recta, pronta y cumplida administración de justicia; que se 
asegure la libertad y la seguridad jurídica al procesado; la racionalidad y fundamentación de la 
resolución judicial, aplicando principios de no autoincriminación, el derecho a presunción de 
inocencia, a la defensa, a un proceso sin dilaciones indebidas y la prohibición de compeler a 
declarar o reconocer la culpabilidad al procesado. Para lo cual el procesado debe demostrar bajo su 
consentimiento la culpabilidad de haber cometido la infracción o delito y para el consentimiento 
debe ser expresado en dos momentos: Primero; cuando el procesado acuerda negociar con el fiscal 
las condiciones y el plazo a someterse a las mismas, poniendo a consideración del juzgador en 
audiencia pedida para el efecto. Segundo; y el más trascendental se produce cuando el procesado 
comparece ante la Jueza o Juez de Tránsito para en audiencia pública, oral y contradictoria, 
conozca y resuelva sobre la petición de acogerse a esta medida alternativa; y para que le determine 
las condiciones y el plazo a cumplir, previo a declarar la extinción de la acción penal o la 
revocatoria de la suspensión condicional. 
 
En esta audiencia, el procesado puede retractarse del consentimiento prestado en la fiscalía, 
por haberse producido a su juicio, una agravación de las condiciones impuestas o por estimar que 
no le será posible cumplir con las condiciones acordadas en el plazo a ser fijado por la jueza o juez 
de Tránsito; quien debe realizar todos los controles sobre procedencia y cumplimiento de los 
presupuestos de la Suspensión Condicional del Procedimiento, previo a resolver la petición del 
procesado; advertirle del conocimiento que debe tener del derecho que la ley le confiere de llevar el 
caso a un juicio oral y contradictorio; de informarle del derecho que tiene para retractarse de la 
admisión del hecho que se investiga en cualquier momento durante el transcurso de la audiencia; y 
estar plenamente convencido que el procesado ha prestado su consentimiento de forma libre, y que 
voluntariamente se somete a la aplicación de esta salida alternativa; haciéndole conocer de las 
consecuencias que de ello se derivan en caso de incumplimiento de las condiciones fijadas . 
 
El procesado o acusado, durante las fases procesales correspondientes, siempre se va a 
encontrar protegido por la garantía de no autoincriminación o nemo tenetur y sólo cuando haya 
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aceptado su incriminación en el hecho que se investiga, para obtener su libertad, conociendo de sus 
efectos legales, en el acuerdo negociado y presentado para su aceptación al juzgador. 
 
El juzgador debe permitir al fiscal y al defensor del procesado argumentar sobre el 
cumplimiento de los requisitos exigidos para la procedencia del acuerdo, especialmente que la 
aceptación de su participación en el hecho ha sido tomada conociendo de sus derechos y garantías 
constitucionales y legales, que no existe violación de los mismo por parte del fiscal o del juzgador; 
y de las condiciones a ser cumplidas durante el plazo que debe transcurrir previo a declarar la 
extinción de la acción penal. 
 
Igualmente el juez o jueza de tránsito, respetando y manteniendo los términos del acuerdo 
propuesto, por el fiscal y el procesado, debe aceptar y sólo cuando el mismo no respete el principio 
de proporcionalidad entre el hecho investigado y la entidad de las condiciones pactadas o su plazo 
de observación; o cuando objetivamente no sean posibles de ser cumplidas por el procesado, el 
juzgador debe modificarlas. 
 
La jueza o juez que avoca conocimiento de una causa penal de trásito debe tener presente el 
derecho a la libertad personal, ya como una medida cautelar de carácter personal dictada en su 
contra por la jueza o el juez, y aplicando el principio de necesidad procesal, puede negar el acuerdo 
propuesto, con el fin de asegurar la comparecencia al juicio o asegurar el cumplimiento de la pena 
por parte del procesado. 
 
La presunción de Inocencia, es un principio que el administrador de justicia (juez) debe 
tener presente en la audiencia oral pública, por cuanto toda persona tiene derecho a que se presuma 
su inocencia, que se extiende hasta que el proceso culmina con sentencia ejecutoriada; cuanto más 
que es una presunción que no admite demostración en contrario, aunque la evidencia sea 
incontrovertible debe ser reiteradamente informada al procesado, aplicando lo que el tratadista 
Héctor Faúndez Ledesma, nos enseña, que existen cuatro efectos o consecuencias trascendentales 
de este principio, que se debe analizar antes de acogerse a la suspensión condicional del 
procedimiento: 
 
a. La carga de la prueba le corresponde a la acusación. El imputado o procesado no está 
obligado a demostrar su inocencia, sino que ésta se impone en virtud de la presunción; 
b. La calidad de la prueba debe ser tal que permita sustentar la condena más allá de toda duda 
razonable. Es la aplicación a la apreciación de la prueba del viejo principio in dubio pro reo. 
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c. La actitud del tribunal o Juzgador, llamado a garantizar los derechos del procesado, 
evitando que en virtud de la imputación reciba un tratamiento incompatible con su condición 
de persona inocente; y, 
d. La exclusión de consecuencias negativas antes de que se dicte sentencia definitiva y, por 
consiguiente, el derecho a la libertad durante el proceso. (Faundez Ledesma) pág. 18. 
 
Cuando el procesado, se acoge a esta salida, lo hace voluntariamente, conociendo los 
efectos legales, acepta autoincriminarse en el hecho, para negociar las condiciones y plazo con el 
fiscal, conociendo una vez cumpla con las mismas, va a operar a su favor la extinción de la acción 
penal; por lo cual consideramos la admisión de participación, no viola el principio de presunción de 
inocencia; y por cuanto se cumplen con todos los presupuestos del debido proceso en cada una de 
las actuaciones de los sujetos procesales.  
 
El procesado debe presentar la solicitud de acogerse a la Suspensión Condicional del 
Procedimiento, debe ser planteada por escrito por el procesado, para entrar a negociar con la 
fiscalía, en forma directa y personal, contando con el asesoramiento de su Abogado defensor, sea 
público o privado, petición formulada a la fiscalía, que este ejerciendo la acción penal pública en la 
instrucción fiscal, e incluso antes de la audiencia de formulación de cargos o flagrancia, y hasta la 
audiencia de preparación de juicio oral. Puede ser negociada dentro de otras audiencias celebradas 
ante la jueza o juez de garantías penales, que por otros motivos se celebren, pudiendo solicitarse un 
receso para discutir la posibilidad de proceder, de acuerdo con las reglas de esta Institución. 
 
El procesado al admitir su participación en el hecho que se investiga, obtiene la certeza de 
que cumplido el plazo y condiciones impuestas, la acción penal en su contra se extingue, 
recompensa que la ley otorga al procesado a su autoincriminación; a renunciar al principio de 
presunción de inocencia; a la renuncia que hace a su derecho a que la culpabilidad sea aprobada por 
el fiscal en juicio oral y público; y la renuncia a cuestionar la sustancia de los hechos proclamados 
en la acusación fiscal. 
 
Concurrir personalmente a la audiencia pública, para formular el acuerdo llegado con la 
fiscalía, justificando previamente no ser reincidente y comprometerse a cumplir con las 
condiciones y plazo impuesto en la audiencia previo a obtener la extinción de la acción penal. 
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2.1.1.2.14. Tipos de condiciones. 
 
 
Considerando lo expresamente estipulado el Código de Procedimiento Penal en el Art. 
37.3, el Juez de Garantías Penales, puede imponer durante el periodo que dure la suspensión, una o 
más de las siguientes condiciones al procesado: 
 
  a)    Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas; 
  b)    Someterse a un tratamiento médico o psicológico; 
  c)    Tener o ejercer un trabajo o profesión, oficio, empleo, o someterse a realizar trabajos 
comunitarios; 
  d)    Asistir a programas educacionales o de capacitación; 
  e)     Reparar los daños o pagar una determinada suma al ofendido a título de indemnización 
de perjuicios o garantizar debidamente su pago; 
  f)    Fijar domicilio e informar a la fiscalía de cualquier modificación del mismo; 
  g)   Presentarse periódicamente ante la fiscalía u otra autoridad designada por el Juez de 
Garantías Penales, y en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas; e, 
  h)     No tener instrucción fiscal por nuevo delito. 
 
No se tomaría en cuenta la condición de residir o no en un lugar determinado puesto que 
como son delitos culposos y de tránsito no influiría mayormente en la situación de rehabilitación 
del procesado, ya que para poder supervisar el domicilio del mismo, bastaría con la demostración 
de los arraigos domiciliarios.  
 
El Juez de Tránsito en la misma audiencia debe resolver la suspensión del procedimiento, 
determinando la condición o condiciones y el tiempo durante el cual deben cumplirse. La víctima o 
un interesado de ser el caso tiene la potestad de sacar copia de la resolución con el fin de estar 
vigilantes del cumplimiento de la condición impuesta por el juez, en caso de incumplimiento, el 
portador de la resolución puede pedir ayuda a la fuerza pública para que dicha resolución no sea 
violentada. 
  
El fiscal como titular de la acción pública, puede solicitar una o más de estas condiciones 
siempre y cuando cuente con el acuerdo y consentimiento del procesado, pero debe argumentar el 
sentido y el fin de ellas frente al caso particular. Es por ello que a las condiciones las debe el 
procesado conjuntamente con el fiscal ante el juez previo a un acuerdo muchas de las veces estas 
condiciones son propuestas por el fiscal, es por ello que los administradores de justicia deben 
actuar de manera sensata frente a estas solicitudes, teniendo el caso concreto y las posibilidades de 
cumplimiento por parte del procesado para que esta medida resulte eficaz. Es por ello que en la 
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actualidad para que funcionen estas medidas alternativas y se cumpla con las condiciones quien las 
propone debe ser el procesado frente al ofendido es por ello que el fiscal ni el juez las cambian a las 
condiciones respetando el acuerdo al que han llegado las partes, es aquí donde se puede decir que, 
para que, la suspensión condicional del procedimiento sea eficaz, debe ser aceptada por el 
procesado, ordenada por el juez, autorizada por el fiscal para que luego sea considerada como 
asunto juzgado. 
 
Y para entender de mejor manera las condiciones que expresa el Artículo  innumerado 37.3 
del Código de Procedimiento Penal. Realizaremos un análisis de cada una de ellas. 
 
Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas.- Esta medida es solicitada por 
el juez cuando requiere que el procesado se prive de ir frecuentemente a cierto lugar, o tratar con 
alguien en este caso sería el lugar donde vive la víctima, donde esta trabaja, o donde pasa el mayor 
de su tiempo, o dejar de conducir por cierto tiempo. Muchas de las veces los jueces no prohíben 
que el procesado siga conduciendo en vista que el procesado trabajo como chofer o su vehículo es 
su medio de sustento en su hogar y con la finalidad de que cumpla con la condición debe seguir 
trabajando.  
 
  Someterse a un tratamiento médico o psicológico.- Existen casos particulares en que se 
puede atribuir la comisión del delito de tránsito a problemas de alcoholismo o drogadicción 
considerables como enfermedades del individuo causante del accidente o delito de tránsito. Si el 
Juez de Tránsito, con el debido fundamento técnico y legal considera que mediante alguno de los 
tratamientos indicados el individuo pueda superar su padecimiento y rehacer su vida de una manera 
más sana y llevadera ante la sociedad y sus semejantes, entonces podrá imponerle la obligación de 
someterse a programas curativos y de reinserción social.   
 
Tener o ejercer un trabajo o profesión, oficio, empleo, o someterse a realizar trabajos 
comunitarios.- Lo que se busca mediante la imposición de esta condición es inducir a los 
individuos a encaminarse mediante su propios esfuerzo y aprovechando sus propias capacidades 
como un medio de subsistencia que sea conforme a derecho sin vulnerar sus principios 
profesionales, exigiéndole adoptar medidas y hábitos auto disciplinarios de tal modo que pueda 
conservar y mantener su empleo. En nuestro medio son varios casos que se presentan ante el juez 
para acogerse a medidas con la finalidad de prestar un servicio a la colectividad y con ello se llega 
al bienestar colectivo. El legislador ha decidido conceder al juez la facultad de facilitar a un 
individuo la posibilidad de ayudar a la colectividad mediante la imposición de servicios o trabajos 
comunitarios, y de esta manera el procesado repara el daño causado de una forma más provechosa, 
ejemplarizadora para el procesado y beneficiosa para la sociedad.  
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     Asistir a programas educacionales o de capacitación.- Con esta regla se pretende inducir al 
procesado adquirir él mismo los medios adecuados para desarrollar sus propias habilidades y 
destrezas, mediante la puesta en práctica de actividades que le permitan mejorar su condición de 
vida si está interesado en obtener una capacitación actualizada, o quizá mejor alguna habilidad 
adquirida previamente, esto es con la visión de que no vuelva a ser sometido a un proceso penal 
que termine sentenciándolo. Estos programas deberían estar financiados y auspiciados por el 
gobierno nacional en las distintas instituciones públicas como una política de gobierno para no 
criminalizar en exceso a los procesados. 
      
  Reparar los daños o pagar una determinada suma al ofendido a título de indemnización de 
perjuicios o garantizar debidamente su pago.- La reparación puede consistir en una indemnización 
equivalente al daño causado por el delito, cumplirse de forma inmediata o a plazos y ser económica 
o efectuarse mediante la prestación de un servicio al ofendido. Es decir, no debe ser estrictamente 
idéntica al daño causado si no que únicamente debe reparar los daños personales y materiales que 
hubiesen sido causados producto del accidente de tránsito, el juez debe efectuar un control del 
cumplimiento de la condición impuesta y aceptada por el procesado viendo que las exigencias de la 
víctima sean satisfactorias, en ningún caso se puede negar la aplicación de la suspensión 
condicional del procedimiento por el simple hecho de que el procesado no tenga los recursos 
económicos para cubrir la reparación del daño de manera inmediata ya que en la misma condición 
se establece que se podrá garantizar debidamente su pago, es por ello que el procesado podrá 
comprometerse a encontrar un trabajo rentable o inclusive valerse de un tercero si la condición es 
onerosa, si tal negativa se diera se estaría excluyendo a una persona por el hecho de sus 
condiciones económicas vulnerando el principio constitucional de igualdad. Por ello, hay que tomar 
en consideración las condiciones económicas del procesado y tratar de llegar a un acuerdo que 
permita a este cubrir o pagar la reparación del daño de acuerdo con sus posibilidades y si en 
definitiva no hay la posibilidad de pagar el daño con dinero, se debe buscar y promover otra forma 
de reparación integral del daño causado.   
          
Fijar domicilio e informar a la fiscalía de cualquier modificación del mismo.- Esta 
condición de fijar domicilio e informar de algún cambio o alteración en lo que respecta a su 
residencia habitual y de los lugares a los que frecuenta sea por diversión o trabajo, es con la 
finalidad de poder localizarlo en caso de que su presencia sea requerida por la justicia, en el caso de 
existir algún impedimento con el cumplimiento de la condición impuesta por la aplicación de la 
suspensión condicional del procedimiento que estamos estudiando en el desarrollo de la presente 
tesis, resulta entonces que para ausentarse del domicilio o cambiarse del mismo debe notificar a la 
fiscalía sin su previa autorización no será posible esto todo va en miras de seguridad y una correcta 
administración de justicia.  
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Presentarse periódicamente ante la fiscalía u otra autoridad designada por el Juez de 
Garantías Penales, y en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas.- En 
algunas ocasiones se requerirá al procesado someterse a algún tipo de vigilancia particular, con el 
ánimo de que se verifique, que el procesado no ha incurrido nuevamente en situaciones como la 
que dio lugar a mantener un proceso en su contra, y que en ese instante se encuentra suspendido, 
para ello puede comparecer periódicamente ante el fiscal u otra dependencia oficial que pudiera ser 
indicada, a fin de poder efectivizar un correcto seguimiento de la conducta personal del procesado, 
incluso justificar que está cumpliendo con las demás condiciones en caso de haberlas, es decir 
puede tener otra condición, por ejemplo que le obligue a pagar una cierta cantidad de dinero por 
mes como pago de daños y perjuicios ocasionados a la víctima.    
   
No tener instrucción fiscal por nuevo delito.- Esta condición es bastante interesante y 
objetiva, pues si el procesado obtuvo los beneficios de esta medida alternativa, es porque estaba 
arrepentido del delito cometido y quería repara el mal o daño causado y se presumía que tenía la 
intención de reintegrarse a la sociedad como un buen ciudadano y profesional del volante, dicha 
presunción desaparece cuando este comete o se le atribuye la comisión de otra infracción o delito 
de tránsito, puesto que el fiscal para solicitar la instrucción fiscal  cuenta con información necesaria 
y fundamentos suficientes para deducir una imputación.  
 
Como podemos darnos cuenta estas condiciones son de características particulares unas 
están dirigidas al procesado en sí y otras a la satisfacción de los intereses de la víctima.     
 
 
2.1.1.2.15. Normatividad de la Responsabilidad del Estado Frente a la víctima de un 
accidente. 
 
 
La responsabilidad suprema del Estado moderno se centra en normar la convivencia y 
proteger a las personas y los bienes, es decir brindar seguridad a sus asociados; el Estado tiene 
sentido y razón legítimos de ser, en la medida en que cumple estos propósitos que se resumen en la 
noción del bien común y del buen vivir: esa es su responsabilidad. 
 
La responsabilidad del Estado en el caso de un accidente de tránsito es buscar la forma de 
hacer resarcir los daños ocasionados por parte del procesado a la víctima, lo cual tiene que ser  
eficaz y eficiente al momento de administrar justicia, el incumplimiento del pago para resarcir 
daños y perjuicios significa revelarse contra el poder judicial del Estado.  
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Hernán García Mendoza señala:“…es preciso superar todo resabio de impunidad del poder 
público. El perjuicio sufrido por los particulares como consecuencia de la actividad estatal, en ninguna 
medida constituye una carga constitucional que la víctima deba soportar en la indefensión”. (García 
Mendoza) Pag. 462. 
 
El Estado como ente regulador de la conducta delictiva de la sociedad tiene una gran 
responsabilidad para determinar la responsabilidad del procesado en el cometimiento de un delito 
de tránsito, además tiene como fin castigar la conducta delictuosa, para que tercero no se vean 
inmersos en otros delitos de las similares características. 
 
El segundo fundamento de la responsabilidad estatal, constituye la obligación de respetar, 
hacer respetar y promover los derechos humanos, adquirida por el Estado ante la comunidad 
internacional mediante la suscripción y ratificación de instrumentos internacionales vinculantes en 
materia de derechos humanos. 
 
Desde la perspectiva del ius cogens, el derecho internacional de los derechos humanos, 
alude al conjunto de derechos y obligaciones que se establecen entre los estados partes de la 
Declaración de los Derechos Humanos hacer respetar las garantías y derechos de las personas que 
habitan en su territorio y jurisdicción. Siendo obligatorio para los estados  exigible el cumplimiento 
y respeto del ordenamiento jurídico nacional e internacional. 
 
 
Para ello es menester definir lo que es un estado social y el tratadista Garronea lo define 
como:  
 
Ante todo la calificación “Estado social” se configura como una cláusula de neto valor 
hermenéutico y como tal, dirigida a vincular a las autoridades y a ciudadanos en la 
interpretación de la totalidad del ordenamiento jurídico, tanto a la hora de indagar el 
sentido del derecho que ya existe cuanto en el momento de la determinación del sentido 
que debe informar el derecho que se produce…; obviamente, la obligación constitucional 
de tales autoridades, les vincula a optar siempre, en las alternativas que se enfrenten, por 
la solución que comporte un mayor grado de solidaridad social”… Ekkehart Stein ha 
recordado que la interpretación alemana de la cláusula “Estado Social” ha permitido 
esclarecer, al menos dos aspectos básicos de la dimensión hermeneútica de dicha fórmula 
a) la posibilidad de acogerse en la interpretación del ordenamiento al principio de la 
obligación social del Estado, es decir a la presunción de responsabilidad pública en 
materia de prestaciones sociales y b) la inclinación a establecer una conexión o 
modulación social de los derechos fundamentales. (Garrorena, 1991) pág.101. 
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Salvando la especificidad de aquellos Estados que se declaran como sociales, cada diseño 
constitucional revisado integra los presupuestos del pacto social para la realización del bien común 
y en nuestro país del buen vivir de la colectividad ecuatoriana y los compromisos internacionales 
vinculantes en materia de derechos humanos, para fundamentar su responsabilidad frente a los 
particulares. 
 
 
2.1.1.2.16. Concepto de Responsabilidad 
 
 
De acuerdo al Diccionario Jurídico elemental de Guillermo Cabanellas la responsabilidad 
es definida como: “Obligación de reparar y satisfacer por uno mismo o, en ocasiones especiales, por otro 
la pérdida causada, el mal inferido o el daño originado”. 
 
Planiol y Ripert señalan que hay responsabilidad civil: “En todos los casos en que una persona queda 
obligada a reparar un daño sufrido por otra”. 
 
La responsabilidad del Estado tiene analogía con la necesidad de reparar los daños y 
perjuicios que ocasiona a un conductor por su irresponsabilidad frente a  terceros. 
 
La doctrina ha distinguido la responsabilidad contractual y extracontractual del Estado. La 
primera alude a todas las obligaciones legalmente adquiridas por el Estado con terceros 
mediante la suscripción de todo tipo de acto, convenio o contrato recíprocamente vinculante; 
así como a la posibilidad de terceros de exigir judicialmente el cumplimiento de lo acordado 
y de ser el caso el resarcimiento por el incumplimiento del Estado. (Fundación Regional de 
Asesoría en Derechos Humanos, 2000)  
 
Razonablemente, si por el ejercicio del poder del Estado se llega a cometer un accidente de 
tránsito en la prestación de un servicio público de transporte, este tiene que reparar y resarcir los 
daños ocasionados  a todas las víctimas y sus familiares en cao de muerte. 
 
La responsabilidad del Estado en materia de tránsito únicamente está obligada a velar por 
el cumplimiento de la normativa legar y a la imposición de una sanción al infractor, dicha 
responsabilidad se caracteriza por ser objetiva o subjetiva.  
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2.1.1.2.17. Responsabilidad Subjetiva y Objetiva 
 
 
La Responsabilidad Subjetiva.- Es considerada como aquella que asume el Estado sobre 
los actos u omisiones de sus agentes que hubieren ocasionado un daño o perjuicio ilegítimo a los 
particulares. Para establecer la responsabilidad subjetiva se requiere probar obligatoriamente que el 
perjuicio fue ocasionado por el dolo o culpa del funcionario público. 
 
La concepción de la responsabilidad subjetiva deja por fuera aquellos daños causados por la 
acción u omisión estatal en los que no haya mediado el dolo o la culpa de un funcionario 
público, esto es, aquellos daños que se pueden producir en el “normal” desempeño de los 
funcionarios públicos, esto implica que el Estado no se responsabilizará por el daño 
ocasionado y que consecuentemente se excluye toda posibilidad de reparación. (Fundación 
Regional de Asesoría en Derechos Humanos, 2000) 
 
La forma más práctica y sencilla de ilustrar el enfoque planteado en cuanto a la 
responsabilidad subjetiva del Estado, es ejemplarizando  en el caso de los accidentes de tránsito el 
Estado está representado por la fiscalía, los juzgados de tránsito y los agentes de policía que 
intervienen tanto al momento del accidente como a lo largo de la investigación, en estos casos el 
juez está facultado para ordenar la retención del vehículo para realizar peritajes que determinen la 
causa del accidente, de imponer la prohibición de salir del país de un ciudadano que haya cometido 
un accidente de tránsito y que esta con libertad condicional  bajo medidas de cautelares. La víctima 
de un accidente de tránsito la ley le faculta que puede pedir que se haga la reconstrucción del lugar 
del accidente y la facultad legal la tiene el juez de autorizar de que se hago o no estos 
procedimientos. 
 
Responsabilidad objetiva.- Es aquella que asume el Estado sobre los hechos u descuidos 
de sus funcionarios cuando estos no hayan hecho cumplir la ley o no hayan aplicado 
adecuadamente la normativa para que se resarzan los daños a las víctimas de un accidente de 
tránsito o no se hubiese sancionado al responsable por negligencia de los investigadores al no 
recabar adecuadamente los indicios de responsabilidad del actor. 
 
Tomando en cuenta el ejemplo planteado para demostrar la restringida protección de la 
responsabilidad subjetiva del Estado, por compensación, es justo manifestar que la responsabilidad 
objetiva si ampara a aquellos supuestos en que el daño se ha producido a consecuencia del obrar de 
un funcionario del Estado sin que tal actuación pueda ser calificada de ilegal ya sea por culpa en el 
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caso de que no se hubiese realizado adecuadamente la investigación o dolo cuando los funcionarios 
pasan a formar parte de un estado de corrupción. 
 
 Para Leguina esto es: “hablar del giro copernicano para referirse a la situación de la teoría de la 
responsabilidad que pone sus ojos sobre la víctima, y replantea la institución considerando como sujeto 
básico de esta no al autor material del daño, sino a la víctima que lo ha soportado”. (Hoyos Duque, 
1984), Pág. 20. 
 
Para determinar la responsabilidad objetiva la única prueba válida es la existencia del daño 
personal o material, si el funcionario público no investiga bien es lo de menos lo que importa es el 
resarcimiento integral a la víctima de los danos ocasionados por el procesado. El jurista 
colombiano dice que en la responsabilidad objetiva:  
 
No interesa averiguar si en la actuación hubo culpa, negligencia o cualquier otro factor 
subjetivo. La única prueba evidente que se ofrece es el daño sufrido, dato objetivo. (De ahí el 
nombre con que también se conoce a esta teoría). Probado el daño y la relación de causalidad, 
el juicio de responsabilidad surge automáticamente. El deber de indemnizar dimana 
directamente del daño sin más consideraciones. (Hoyos Duque, 1984)pág. 22. 
 
 
2.1.1.3. Fundamentación Legal. 
 
 
2.1.1.3.1. La Responsabilidad del Fiscal y del Juez 
 
 
EL FISCAL 
 
 
El Fiscal cumple un papel muy importante dentro del proceso penal de tránsito en vista que 
nuestra Constitución en su artículo 195 manifiesta que: “ 
 
La Fiscalía General del Estado dirigirá de oficio o a petición de parte la 
investigación preprocesal y procesal penal, ejerciendo la acción pública, con sujeción 
a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al 
interés público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los 
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presuntos infractores ante el juez competente e impulsará la acusación en la 
sustanciación del juicio penal….” (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Mientras que en nuestro Código de Procedimiento Penal en el Art.-35, se expresa lo 
siguiente:  
“El ejercicio de la acción penal pública corresponde exclusivamente a la fiscal o al fiscal…(..). 
Artículo 65.- “Corresponde a la fiscal o al fiscal el ejercicio de la acción penal en los delitos de 
acción penal pública. Además la fiscal o el fiscal intervendrá como parte durante todas las 
etapas del proceso penal de acción pública. Es obligación de la fiscal o del fiscal, actuar con 
absoluta objetividad, extendiendo la investigación no sólo a las circunstancias de cargo, sino 
también a las que sirvan para descargo del imputado.” (Código de Procedimiento Penal, 2009) 
 
Los jueces deben vigilar que la fiscalía,  actué con sujeción a los principios de oportunidad 
y de mínima intervención penal, con apego a la protección de los derechos y garantías en el proceso 
penal de tránsito. Y debe proceder oralmente desde la indagación previa, como en todas las etapas 
procesales; informar al ofendido u ofendidos del estado de la indagación preprocesal y de la 
instrucción fiscal. 
 
La fiscal o el fiscal por su experiencia deben reconocer rápidamente las características de 
cada caso, para alcanzar esta salida alternativa, para lo cual desarrollar las habilidades negociadoras 
es fundamental. Tomar contacto informal con el procesado o con su defensor para explorar esta 
posibilidad, una vez que conoce los pormenores del caso y los resultados de las primeras 
diligencias, sabiendo que prolongar indebidamente el proceso, llegar a un acuerdo razonable, 
verificable y oportuno, con el procesado, y que sean producto de negociaciones en las cuales se han 
determinado condiciones y plazo, para someterlo a la Institución Suspensión Condicional del 
Procedimiento, debe ser una cualidad de la fiscal o el fiscal que está ejerciendo la acción penal 
pública y aplicando los principios de la justicia restaurativa, tomando en cuenta que el sistema 
respete el principio acusatorio, para que el fiscal encargado de la tareas persecutoria tenga una 
disposición total sobre la acción penal de tránsito. 
 
El acuerdo alcanzado, debe ser presentado ante el juzgador de garantías penales, por la 
fiscalía, mediante la respectiva solicitud, conforme faculta el artículo 205.2 innumerado del Código 
de Procedimiento Penal. 
 
La fiscalía, al estar facultada para ejercer la acción penal pública debe concurrir a audiencia 
oral, pública y contradictoria, para solicitar al juzgador la suspensión condicional del 
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procedimiento, en base del acuerdo alcanzado con el procesado, exponiendo o exhibiendo al juez 
los antecedentes y evidencias que estime necesarios para que resuelva a favor del mismo. 
 
 
EL JUEZ 
 
 
La Jueza o Juez Competente tiene la facultad de administrar justicia conforme lo manda 
la Constitución en el artículo 167, que claramente manifiesta; “La potestad de administrar justicia 
emana del pueblo y se ejercerá por los órganos de la función judicial y por los demás órganos y funciones 
establecidos en la Constitución.” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
Mientras que la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial define las 
competencias de los jueces de Tránsito en el artículo 147, que claramente dice; “El juzgamiento de 
los delitos de tránsito, corresponde en forma privativa a los Jueces de Tránsito dentro de sus respectivas 
jurisdicciones territoriales,……). (Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, 2011). 
 
Y nuestro Código de Procedimiento Penal siendo una norma supletoria de la Ley Orgánica 
de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, en su Artículo 27, numeral 3, manifiesta que 
los jueces de garantías penales son competentes para: “Tramitar y resolver en audiencia las solicitudes 
de archivo procesal, desestimaciones, acuerdos reparatorios, suspensiones condicionales al procedimiento y 
conversiones.” (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
En materia de tránsito la suspensión condicional del procedimiento no cabe en los delitos 
con muerte, aunque no se encuentre expresamente tipificado en nuestra Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial. 
 
La jueza o juez de tránsito en audiencia, convocada y dirigida conforme ordenan los Arts.- 
205.3 y 205-4 del Código de Procedimiento Penal, el juzgador debe conceder la palabra al fiscal 
para que formule la solicitud de Suspensión Condicional del Procedimiento. 
 
Una vez que conoce la solicitud, previniendo y precautelando el cumplimiento del debido 
proceso, para garantizar que se cumplan con las garantías constitucionales y penales y derechos del 
procesado, constantes en el acuerdo que somete el fiscal para su resolución, aplicando el sistema 
acusatorio oral, en este momento el juzgador tiene contacto con el procesado y debe realizar los 
controles sobre procedencia y cumplimiento de los presupuestos de esta Institución. Especialmente 
corroborar si el procesado ha consentido libre, y voluntariamente someterse a esta salida; y que 
55 
 
conoce de las consecuencias que de ello se derivan. El juzgador para corroborar si el procesado esta 
consiente de someterse al procedimiento de suspensión condicional del procedimiento debe realizar 
preguntas para ver si el procesado tiene pleno conocimiento de sus derechos y garantías 
constitucionales. 
 
Verificadas las condiciones y el plazo negociados en el acuerdo, y presentadas a modo de 
recomendación, se encuentran enmarcadas en derecho el juzgador debe cuidando en todo momento 
el cumplimiento del debido proceso proceder a resolver motivadamente la suspensión e imponer las 
condiciones y el plazo de tiempo durante el cual debe cumplir el procesado; las mismas que no 
pueden pasar de un período de dos años, por expresa prohibición de la ley. 
    
 
2.1.1.3.2. Responsabilidad Civil del Procesado 
 
 
Cada vez que ocurre un accidente de tránsito fatal en nuestro país, las imágenes nos 
conmueven, dos días después, todo pasa y todo queda, las víctimas recluidas en los hospitales 
soportan su infortunio, muchas serán paralíticas para toda su vida o vivirán con una dolencia 
permanente que les afecten en su desenvolviendo como tal. Ante esa realidad, todavía la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial en la actualidad incorporada en el 
(Código Orgánico Integral Penal) es insuficiente para prevenir y castigar a los responsables, y que 
las víctimas de los accidentes provocados por los conductores irresponsables tengan su reparación 
integral de daños y perjuicios ocasionados en dicho accidente. 
 
Las personas que han sido heridas en un accidente de tránsito pueden tener el derecho de 
recuperar los daños económicos, que incluyen compensación, gastos médicos, pérdida de sueldo 
pasado y de otros gastos que puedan haber disminuido su capacidad de ganar dinero u otros gastos 
cubiertos el mismo, también puede recuperar los daños no-económicos, que incluyen dificultades, 
pérdida de la calidad de vida, dolor y sufrimiento, cuando existe desfiguración física, puede 
recuperar compensación por las cicatrices o la incapacidad física como resultado de las heridas en 
los accidentes.  
 
Es la reparación integral de orden económico del mal causado, por medio de los tramitas 
pertinentes. La Indemnización por daños y perjuicios:  
 
Consiste en la acción que tiene el acreedor o la víctima para exigir del deudor o causante del 
daño una cantidad de dinero equivalente a la utilidad o beneficio que a aquél le hubiese 
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reportado el cumplimento efectivo, íntegro y oportuno de la obligación o a la reparación del 
mal causado. (Cabanellas, 1994). 
 
Entonces la indemnización de daños y perjuicios radica en pagar el valor que resulte de los 
peritajes y exámenes médicos a estos rubros se suma el lucro cesante y el daño emergente  de la 
víctima porque se debe tomar en cuenta que una persona cuando resulta lesionada no puede trabajar 
por ende deja de producir recursos para sí y para sus semejantes, con esta indemnización se 
pretende cubrir todos los gastos emanados de la curación de la víctima y de su manutención 
mientras no pueda trabajar, en el caso de daños materiales la indemnización tiene que cubrir todos 
los gastos de reparación del bien hasta el punto de quedar en el estado anterior del accidente. 
 
Con el acontecimiento de un accidente de tránsito el actor del mismos está en la obligación 
de indemnizar los daños ocasionados en el siniestro como los son el fallecimiento de una o más 
personas, las lesiones imborrables, incapacidad para llevar una vida normal, y las lesiones 
temporales. Estas indemnizaciones deben cubrir gastos funerales, asistencia hospitalaria. Los 
jueces de tránsito están facultados para imponer rentas vitalicias en el caso de incapacidad laboral 
de la víctima, en nuestro país contamos con una ventaja en cuanto al trasporte porque desde hace 
pocos años atrás se viene pagando un rubro vehicular denominado SOAT, que tiene la finalidad de 
cubrir gastos ocasionados por accidentes de tránsito, este seguro cubre hasta el valor de cinco mil 
dólares americanos en caso de accidentes. 
 
La víctima tiene la obligación de reclamar la indemnización de los daños a él ocasionados  
por algún conductor imprudente esto con el ánimo de resarcir los perjuicios, para ello la cuantía del 
pago debe ser analizado por el juez con el fin de que no se estén vulnerando derechos o que no 
haya coerción al momento que las partes lleguen a acuerdos reparatorios, no obstante el procesado 
al momento de ser sentenciado si son cuenta con los medios necesarios nuestra Ley de Trasporte 
Terrestre, Transito y Seguridad Vial determina que los propietarios de los vehículos son 
responsable solidarios por los daños materiales ocasionados en un accidente de tránsito. 
 
 
2.2.1.3.3. Responsabilidad Penal del Procesado 
 
 
La responsabilidad penal se configura cuando se ha cometido el delito contraviniendo a la 
ley de tránsito y su reglamento (Código Orgánico Integral Penal), de aquí que podemos analizar 
que entre el delito culposo o inintencional y a pesar que muchos se podrán confundir sin embargo 
hay sus diferencias, hay culpa cuando hay negligencia, descuido, se ha omitido la precaución y el 
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cuidado, la conducta culposa y la omisión son dos formas distintas de la actuación humana, en los 
delitos culposos hay una omisión intelectual sobre el daño. 
 
En la omisión propiamente tal hay conocimiento del daño que va a causarse y se omite 
actuar, en el delito culposo hay un hecho real, en el otro no hay actuación pero si conocimiento 
cercano, cebe considerar ahora si hay delito de omisión cuando la persona realiza un hecho a que 
tenía prohibición de realizar tal o cual labor en forma definitiva o transitoria; por ejemplo: se 
prohíbe el manejo del vehículo a X porque tiene falta de visión o porque tiene daños materiales el 
vehículo. 
 
Las infracciones de tránsito no serán punibles cuando fueren el resultado de caso fortuito o 
fuerza mayor debidamente comprobados, en este caso el caso fortuito más allá de la culpa y fuera 
de la culpabilidad y al margen por tanto de toda represión penal, se encuentra los hechos 
provenientes del caso fortuito y de fuerza mayor. 
 
Por caso fortuito entiende la doctrina todo acontecimiento o fenómeno que obra en el mundo 
físico y escapa a la pervisibilidad normal o común, en cambio la fuerza mayor es un suceso 
inevitable, contra el cual no se puede oponer ninguna defensa aunque fuera previsible e incluso 
se hubiera previsto, como ocurre con la insuperable coacción ajena, en el cual el coaccionado 
prevé el efecto dañino cuya ejecución se le exige, sin poder oponerse para evitarlo. El caso 
fortuito, pues obra fuera de la voluntad humana y la fuerza mayor la domina, en ambos casos el 
daño irresistible”. (Torres, 1986). 
 
 
2.1.1.3.4. Suspensión Condicional del Procedimiento en nuestro Código de 
Procedimiento Penal. 
 
 
Nuestra normativa procesal penal en Art. 37.2, nos da una clara precisión en que 
procesos o cuando procede la Suspensión condicional del procedimiento:   
 
En todos los delitos sancionados con prisión y en los delitos sancionados con reclusión de 
hasta cinco años, excepto en los delitos sexuales, crímenes de odio, violencia intrafamiliar y 
delitos de lesa humanidad; el fiscal, con el acuerdo del procesado, podrá solicitar al juez de 
garantías penales la suspensión condicional del procedimiento, siempre que el procesado 
admita su participación.  
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La suspensión se pedirá y resolverá en audiencia pública a la cual asistirán el fiscal, el 
defensor y el procesado. El ofendido podrá asistir a la audiencia y si quisiera manifestarse 
será escuchado por el juez de garantías penales. 
 
Al disponer la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantías penales 
establecerá como condición una o más de las medidas contempladas en el artículo 
siguiente. Las condiciones impuestas no podrán exceder de dos años. 
 
Durante el plazo fijado por el juez de garantías penales se suspende el tiempo imputable a la 
prescripción de la acción penal y a los plazos de duración de la etapa procesal correspondiente. 
Cumplidas las condiciones impuestas, el juez de garantías penales declarará la extinción de la 
acción penal. (Código de Procedimiento Penal, 2009) 
 
Es claro que la suspensión condicional únicamente puede ser solicitada por el procesado 
bajo su consentimiento y voluntad expresa ante el juez que avoca conocimiento de la causa y para 
el cumplimiento de las condiciones impuestas por lo general quedan a vista del fiscal que lleva el 
caso, una vez cumplidas las condiciones a cabalidad se procede al archivo definitivo del proceso.  
 
CUADRO 1.- PROCEDENCIA 
 
 
 
 
 
PROCEDE 
PRISIÓN 
EXCEPTO ART. 170 Y 
171 LOTTTSV 
ART. 127 Y ART. 137 
LIT. A Y B 
RECLUSION HASTA 5 
AÑOS 
EXCEPTO ART. 126 
LOTTSV. 
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CUADRO 2.- NO PROCEDENCIA 
 
 
 
CUADRO 3.- PROCEDIMIENTO PROCESADO 
 
 
NO 
PROCEDE 
DELITOS 
SEXUALES 
CRIMENES 
DE ODIO 
VIOLENCIA 
INTRAFAMI-
LIAR 
DELITOS DE 
LESA 
HUMANIDAD 
PROCESADO 
DIRIGIDO AL FISCAL 
ADMITA LA 
PARTICIPACIÓN EN EL 
ACTO 
DISPOSICIÓN PARA 
CUMPLIR 
ESCRITO 
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CUADRO 4.- PROCEDIMIENTO FISCAL 
 
 
 
 
CUADRO 5.- PROCEDIMIENTO JUEZ 
 
 
 
 
 
 
FISCAL 
DIRIGIDO AL JUEZ 
SOLICITA AUDIENCIA  DE 
S.C.P. 
ESCRITO 
CONVOCAR 
AUDIENCIA 
DEFENSOR 
PROCESADO 
FISCAL OFENDIDO 
FACULTATIVO 
ESCUCHAR A 
LAS PARTES 
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CUADRO 6.- RESOLUCIÓN JUEZ 
 
 
CUADRO 7.- REVOCATORIA JUEZ  
 
 
 
 
 
 
PROCESADO 
INCUMPLE 
CONDICIÓN 
TRANSGREDE 
PLAZO 
QUIENES SOLICITAN 
FISCAL * 
(ANTECEDENTE) 
ESCRITO AL JUEZ 
OFENDIDO 
(ANTECEDENTE) 
ESCRITO AL JUEZ 
DISPONER 
CONDICIÓN A 
CUMPLIR 
SUSPENCIÓN DEL 
TIEMPO DE 
PRESCRICIÓN 
SUSPENCIÓN DE 
PLAZO DE LA 
ETAPA PROCESAL 
AUTO 
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CUADRO 8.- RESOLUCIÓN DE JUEZ ANTE REVOCATORIA 
 
 
 
 
 
 
 
2.1.1.3.5 Análisis de los Principios Fundamentales en el Proceso Penal.  
  
 
En nuestro Código de Procedimiento Penal vigente determina claramente los principios 
fundamentes y estos son los siguientes: 
 
Art. 1.- Juicio previo.- Nadie puede ser penado si no mediante una sentencia ejecutoriada, 
dictada luego de haberse probado los hechos y declarado la responsabilidad del procesado en 
un juicio, sustanciado conforme a los principios establecidos en la Constitución de la República 
los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos y en este Código, con 
observancia estricta de las garantías previstas para las personas y de los derechos del procesado 
y de las víctimas. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
Este artículo es de gran relevancia porque en la actualidad ninguna persona puede ser 
privada de su libertad sin no es por orden del juez para fines investigativos o mediante una 
sentencia ejecutoriada que contenga con sanción el pago de una condena, condena que se la debe 
pagar en los centros carcelarios habilitados para cada caso.   
AUDIENCIA 
INCUMPLIMIENTO 
REVOCATORIA 
DEJAR SIN EFECTO 
REVOCAR 
SUSTANCIAR 
PROCEDIMIENTO 
ORDINARIO 
AUTOCONVICCIÓN 
INCUMPLIMIENTO 
INJUSTIFICADO 
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El “Art. 2.- Legalidad.- Nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle expresamente 
declarado como infracción por la Ley Penal, ni sufrir una pena que no esté en ella establecida”. (Código 
de Procedimiento Penal, 2009). La infracción debe estar como tal en la normativa vigente porque 
debeos recordar que no es delito el acto realizado por una persona que no se encuentre penalizado 
en la ley. En este caso si se comete un delito el cual es derogado o reformado en cuanto a su pena 
luego de habérselo cometido nuestra legislación garantiza y permite la aplicación de la ley más 
favorable al procesado.  
 
El Art. 3.- Juez natural.- Nadie puede ser juzgado sino por los jueces competentes determinados por 
la ley. (Código de Procedimiento Penal, 2009). En materia de tránsito en nuestro país existen jueces 
de tránsito que se dedican a administrar justicia en caso de cometimiento de un delito o una 
infracción, es por ello que los únicos competentes para conocer esta clase de casos son ellos tanto 
por la jurisdicción y la competencia emanadas de la ley.   
 
El “Art. 4.-Presunción de inocencia.-Todo procesado es inocente, hasta que en la sentencia 
ejecutoriada se lo declare culpable”. (Código de Procedimiento Penal, 2009). Es una de las garantías 
constitucionales básicas porque no se puede declarar culpable a una persona mientras no se haya 
dictado sentencia condenatoria en su contra, por lo tanto si aún se encuentra en proceso y 
cumpliendo con una medida preventiva como la prisión para asegurar su comparecencia a juico no 
significa que sea culpable, el juicio mientras se encuentre en proceso el procesado mantiene la 
presunción de inocente. 
 
El “Art. 5.- Único proceso.- Ninguna persona será procesada ni penada, más de una vez, por un 
mismo hecho.”.- (Código de Procedimiento Penal, 2009). No puede seguirse dos procesos por un mismo 
delito a una persona el delito debe ser reprimido con una sola sentencia la cual debe estar bien 
fundamentada en derecho.  
 
Art. (5.1).- Debido proceso.- Se aplicarán las normas que garanticen el debido proceso en todas 
las etapas o fases hasta la culminación del trámite; y se respetarán los principios de presunción 
de inocencia, inmediación, contradicción, derecho a la defensa, igualdad de oportunidades de 
las partes procesales, imparcialidad del juzgador y fundamentación de los fallos. (Código de 
Procedimiento Penal, 2009). 
 
Esta garantía del debido proceso está contemplada en el artículo 76, numeral 7, literal k) de 
la Constitución así: “Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie será 
juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para el efecto”. (Constitución de 
la República del Ecuador, 2008) 
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Cuando la Constitución establece que los jueces deben actuar con independencia significa 
que ningún otro poder del estado puede influir en la decisión tomada por el juez para el 
juzgamiento de los delitos, sin embargo a lo largo de la historia de ha visto que el poder del Estado 
si influye en las decisiones ya que los jueces deben resolver a lo que digan algunos superiores esto 
es hecho bajo presión, mecanismo utilizado por funcionarios corruptos o prepotentes. 
 
Art. … (5.2).- Contradictorio.- Las partes tendrán derecho a conocer y controvertir las pruebas, así 
como a intervenir en su formación. El juez resolverá con base a los argumentos y elementos de convicción 
aportados. El juez carecerá de iniciativa procesal. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
La contradicción contempla el conocimiento y revisión de las pruebas presentadas por las 
el juez no puede dar paso a una prueba que no esté enunciada o que no se le haya hecho conocer a 
la otra parte.  
 
Art.….(5.3).- Oralidad.- En todas las etapas, las actuaciones y resoluciones judiciales que 
afecten los derechos de los intervinientes se adoptarán en audiencias donde la información se 
produzca por las partes de manera oral. No se excluye el uso de documentos, siempre que estos 
no reemplacen a los peritos y testigos, ni afecten a las reglas del debido proceso y del principio 
contradictorio. Queda prohibida la utilización por parte de los juzgadores de elementos de 
convicción producidos fuera de la audiencia o contenidos en documentos distintos a los 
anotados en el inciso anterior, salvo las excepciones establecidas en este Código. (Código de 
Procedimiento Penal, 2009). 
 
En el sistema penal acusatorio la forma de desarrollarse es oral, a pesar que en nuestro país 
la oralidad recién está comenzando a aplicarse es un sistema eficiente que permite la contradicción 
entre el procesado, la víctima y el fiscal como representante del Estado, sistema que cada día va 
acentuándose más y más, brindando a la administración de justicia una mayor agilidad y eficiencia 
aunque aún se sigan utilizando viejas costumbres de escritorio. 
 
“Art.….(5.4).- Mínima intervención.- En la investigación penal, el Estado se sujetará al principio de 
mínima intervención. En el ejercicio de la acción penal se prestará especial atención a los derechos de los 
procesados y ofendidos”. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
Este principio ha tenido una creciente evolución en las distintas legislaciones en 
Latinoamérica en nuestro país fue incorporado recientemente, y tal como lo menciona Luis Antonio 
Chang Pizarro, citado por Azucena Macías Cano:  
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Hay que apuntar que la evolución de este instituto no se ha detenido y más bien se vislumbra, 
como es de esperar, su aplicación a varias figuras delictivas que en la actualidad no justifican el 
desgaste del sistema penal y que incluso deberían despenalizarse formalmente, sin olvidar otras 
que, aun cuando no constituyan bagatela, resulta conveniente dejar de perseguir en aras de la 
persecución de otras de mayor lesividad, que por su naturaleza y características gozan 
generalmente de la impunidad. (Macías). 
 
El principio de oportunidad es incorporado en nuestro Código de Procedimiento Penal en el 
artículo innumerado 39.4, principio que deja claro los derechos del procesado y victima 
respectivamente, con la creación del nuevo Código Orgánico Integral Penal se le da un mayor 
énfasis a este principio y se crea otros de similar característica, como lo es libertad probatoria, 
pertinencia, exclusión, principios que versan en la legalidad de un proceso penal. 
 
“Art. 6.- Celeridad.- Para el trámite de los procesos penales y la práctica de los actos 
procesales son hábiles todos los días y horas: excepto en lo que se refiere a la interposición y 
fundamentación de recursos, en cuyo caso correrán solo los días hábiles.” (Código de 
Procedimiento Penal, 2009). 
 
En derecho penal y de tránsito la celeridad es uno de los principios más utilizados con el 
objetivo de evitar la violación de derechos fundamentales como el de la libertad personal, en los 
últimos años los procesos deben ser resueltos lo antes posible para que no caduque la prisión 
preventiva, recordemos que hasta hace pocos años en nuestro país la justicia era demasiado lenta y 
no resolvía con celeridad los procesos penales hoy en día son resueltos antes del año, en los casos 
que toque realizar una investigación larga, cuando el delincuente o contraventor ha sido detenido 
en el cometimiento del delito infraganti los procesos son resueltos antes de los seis meses. 
 
“Art. 7.- Extradición.- Es obligación del juez solicitar en la forma prevista por la ley y los 
convenios internacionales, la extradición del prófugo en los casos de prisión preventiva o de 
sentencia condenatoria ejecutoriada. 
 
Art. 8.- Conclusión del proceso.- El proceso penal sólo puede suspenderse o concluir en los 
casos y formas establecidos expresamente en este Código.”. (Código de Procedimiento Penal, 
2009). 
 
En el institución específica que estamos estudiando el proceso concluye con el 
cumplimiento de las condiciones impuestas por el juez caso contrario no se puede hablar de la 
conclusión del proceso.  
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“Art. 9.- Notificaciones.- Toda providencia debe ser notificada a las partes procesales. La 
notificación se hará mediante una boleta dejada en el domicilio judicial o en la casilla judicial 
señalada para el efecto.” (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
Este principio es primordial en la administración de justicia por el procesado al no ser 
notificado debidamente en el casillero judicial o correo electrónico como determina la ley es hasta 
causal de nulidad del proceso penal y los funcionarios responsables de no notificar deben ser 
sancionados por quitarle el derecho a la defensa al procesado.  
 
“Art. 10.- Impulso oficial.- El proceso penal será impulsado por el Fiscal y el juez, sin perjuicio de 
gestión de parte.” (Código de Procedimiento Penal, 2009).  
 
Como lo determina nuestro Código de Procedimiento Penal, las acciones donde se haya 
cometido un delito de acción pública son seguidos por el fiscal aunque no exista acusación 
particular es por ello que los fiscales son los llamados a intervenir como representantes del Estado 
en esta clase de delitos y los jueces a administrar justicia conforme a derecho.   
 
Art. 11.- Inviolabilidad de la defensa.- La defensa del procesado es inviolable.  El procesado 
tiene derecho a intervenir en todos los actos del proceso que incorporen elementos de prueba y 
a formular todas las peticiones y observaciones que considere oportunas. 
 
Si el procesado está privado de la libertad, el encargado de su custodia debe transmitir acto 
seguido al juez de garantías penales, al tribunal de garantías penales de la causa o a la Fiscalía 
las peticiones u observaciones que formule. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
Este principio fundamental también es reconocido en la Constitución extendida a todo tipo 
de procedimiento y en todos los estados y grados del proceso, artículo 76, numeral 7, por lo que no 
es tolerable vacilaciones sobre el acatamiento a este principio. El artículo 77, numeral 7, le 
reconoce como garantía del proceso penal. 
 
El derecho a la defensa, que ampara al procesado, nace desde el mismo momento que so lo 
relaciona con el cometimiento de un delito hasta llegar a la sentencia del mismo sea esta 
condenatoria o absolutoria.  
 
Art. 12.- Información de los derechos del procesado.- Toda autoridad que intervenga en el 
proceso debe velar para que el procesado conozca inmediatamente los derechos que la 
Constitución de la República los instrumentos internacionales de protección de derechos 
humanos y este Código le reconocen. El procesado tiene derecho a designar un defensor. Si no 
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lo hace, el juez de garantías penales debe designarlo de oficio un Defensor Público, antes de 
que se produzca su primera declaración. El juez de garantías penales o tribunal de garantías 
penales pueden autorizar que el procesado se defienda por sí mismo. En ese caso el defensor se 
debe limitar a controlar la eficacia de la defensa técnica. (Código de Procedimiento Penal, 
2009). 
 
Este principio es fundamental ya que la persona que comete un delito al momento de ser 
detenida debe ser informado de los derechos que le otorgan tanto en la Constitución como el la ley 
penal, es así que los agentes  cuando realizan una detención deben informar al infractor del derecho 
a realizar una llamada, a  contar con un abogado defensor y en caso de no contar con los recursos 
suficientes será defendido por un defensor público, etc., en caso de que los funcionarios que 
aprendieron al infractor no cumplan con esta disposición están violando la ley y quitándole el 
derecho a defenderse del procesado.  
 
“Art. 13.- Traductor.- Si el procesado no entendiera el idioma español, podrá designar un 
traductor. Si no lo hiciere, el Fiscal o el tribunal lo designará de oficio. El Estado cubrirá los costos de las 
traducciones.”. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
Este artículo  se refiere básicamente cuando el infractor es una persona extranjera y no 
entiende y no habla el español, es en estos casos que el Estado está obligado de proporcionar un 
traductor que hable el idioma originario del procesado con la finalidad de garantizar el derecho a la 
defensa.  
 
“Art. 14.- Igualdad de derechos.- Se garantiza al Fiscal, al procesado, a su defensor al acusador 
particular y sus representantes y las víctimas el ejercicio de las facultades y derechos previstos en la 
Constitución de la República y este Código”. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
 
La igualdad de derechos debe ser aplicada a todos los procesos independientemente de que 
sea penal o no, un ejemplo claro no puede ser impuesta una pena mayor a una persona extranjera 
que ha cometido un delito en territorio ecuatoriano, por el hecho de haber cometido el delito en otra 
ciudad no debes ser sometido a penas más drásticas la igualdad corresponde a la frase a igual delito 
igual pena. 
 
“Art. 15.- Interpretación restrictiva.- Todas las disposiciones de esta ley que restringen la libertad o 
los derechos del procesado o limitan el ejercicio de las facultades conferidas a quienes intervienen en el 
proceso, deben ser interpretadas restrictivamente.” (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
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En materia penal la interpretación es una de las herramientas básicas de los administradores 
de justicia que para poder sancionar a un infractor se debe tomar en cuenta muchos factores tanto 
humanos como legales que hayan coadyuvado al cometimiento del delito, es por ello que la ley no 
es aplicada conforme se encuentra estipulada sino más bien que se realiza un análisis tanto de 
pruebas materiales como documentales para aplicar la pena que favorezca siempre al procesado.   
 
Estos principios básicos constitucionales en relación al proceso penal en materia de 
tránsito, garantizan la aplicación y respeto de los derechos fundamentales que en la mayoría de 
casos se centra en el actor o procesado, pero no se puede negar el avance constitucional en lo 
referente a la protección de los derechos de la víctima en franca concordancia con el nuevo 
paradigma del sistema penal; corresponde entonces, en nuestro caso, desarrollar el tema de los 
derechos de las víctimas de infracciones de tránsito, su protección y asistencia, adecuando como lo 
dispone el artículo 78 de la Constitución, formal y materialmente las leyes y demás normas 
jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los tratados internacionales, y los que sean 
necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y 
nacionalidades. En ningún caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni 
los actos del poder público atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución. 
 
En este cometido, a los jueces de transito les concierne realizar un papel protagónico 
importantísimo, ya que ellos son los encargados de garantizar los derechos de libertad establecidos 
en la Constitución, para ello están obligados a actualizarse a diario por el cambio constante de las 
leyes, para resolver responsablemente sin afectar las garantías constitucionales de los ciudadanos. 
 
 
2.1.1.3.6. La Constitución del 2008 
 
 
El Estado es una Sociedad Jurídica y Políticamente organizada, la cual se rige por el 
imperio de la Ley, y los integrantes de esta agrupación están subordinados al ordenamiento 
jurídico. En este marco como bien lo manifiesta Kelsien existe jerarquía entre las normas que 
componen la legislación de cada Estado, pero a nivel Universal, la que encabeza ese orden y como 
acertadamente kelsien explica en su pirámide la Constitución se encuentra en esta cima. 
 
La Constitución de la República, llamada también Ley Madre, Ley Suprema o en ocasiones 
erróneamente Carta Magna, estipula una larga gama de preceptos de los cuales se derivan las 
demás leyes subordinadas a su poder, entre sus normas podemos encontrar regulaciones de la 
organización estatal y sus instituciones hasta deberes, derechos y obligaciones ciudadanas. 
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Mediante las garantías consagradas en nuestra Constitución, la ciudadanía hace valer sus 
derechos elementales frente a la vulneración de particulares y del poder del Estado, delineando los 
límites de actuación de éste frente a los particulares.  
 
Así mismo la Constitución está conformado por un sin número de normas en beneficio de 
las personas que conformamos el Estado, estas normas como anteriormente manifestamos están 
orientadas a salvaguardar nuestros derechos, es así que en el Art. 82 establece el derecho a la 
seguridad jurídica que se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicables por las autoridades competentes, en su art. 169 nos 
dice que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. El deber primordial de la 
Constitución de la República es proteger a las personas en general cuando sus derechos se vean 
afectados por el cometimiento de hechos delictivos no previstos en la ley, es así que su accionar 
estará orientado a no desamparar a la personas víctimas de este tipo de hechos antijurídicos. 
 
El Art. 76 de la Constitución de la República, que determina las reglas del debido proceso, 
entre las garantías fundamentales, establece en su numeral dos que: “se presumirá la inocencia de 
toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme 
o sentencia ejecutoriada.”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
Es decir que, en la suspensión condicional del procedimiento, pese a que el procesado 
acepta su participación, esta condición no significa que es culpable, porque no se llega a la 
sentencia firme o ejecutoriada, por lo tanto, la presunción de inocencia se mantiene intacta y no es 
trastocada mediante este procedimiento. Lo único que destruye la presunción de inocencia es la 
sentencia ejecutoriada. 
 
Mientras que el Art. 37.2 del Código de Procedimiento Penal ecuatoriano, la suspensión 
condicional del procedimiento, procede cuando: 
 
- Se trate de delitos sancionados con prisión; 
- Delitos sancionados con reclusión de hasta cinco años; 
- Cuando el procesado admite su participación 
 
No procede en delitos sexuales, crímenes de odio, violencia intrafamiliar y delitos de lesa 
humanidad. (Código de Procedimiento Penal, 2009). 
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SIMILITUDES ENTRE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL 
PROCEDIMIENTO Y LA SUSPENCIÓN CONDICIONAL DE LA PENA. 
 
 Ambos tienen su origen en la necesidad de diversificar las respuestas penales, para evitar 
los efectos y costos de la desocialización para el infractor.  
 
 También obedecen al reciente reconocimiento de la posición y derechos de las víctimas en 
el proceso penal, que contempla como una de las posibles condiciones a imponer al 
imputado la de indemnizar a la víctima mediante el pago de una suma de dinero. 
 
 Son admisibles en las penas que no excedan los cinco años de privación de libertad.  
 
 No proceden en delitos sexuales y violencia intrafamiliar, lo cual es importante por cuanto 
estos delitos se podría tratar de personas que incurran en un peligro para la sociedad.  
 
  El procedimiento de las dos medidas concurren mediante audiencia oral donde intervienen 
el Fiscal correspondiente y la víctima. 
 
 El cumplimiento de las dos medidas se realiza mediante condiciones, algunas de ellas 
similares como por ejemplo:  
 
 Residir o no en un lugar o domicilio determinado e informar cualquier 
cambio de1 mismo a la autoridad competente que establezca la o el 
juzgador. (Con esto se exige demostrar los arraigos.) 
 
 Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas. 
 
 Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza. 
 
 Tener o ejercer un trabajo o profesión, oficio, empleo, o realizar trabajos 
comunitarios. 
 
 Asistir a programas educacionales o de capacitación.  
 
 Reparar los daños o pagar una determinada suma a la víctima a título de 
reparación integral  o garantizar debidamente su pago. 
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 Presentarse periódicamente ante la autoridad designada por el juzgador y 
en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas. 
 
 No tener instrucción fiscal por nuevo delito. 
 
 La revocatoria de estas medidas se dan por el incumplimiento de las condiciones o por 
exceder el plazo pactado. 
 
 
DIFERENCIAS ENTRE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL 
PROCEDIMIENTO Y LA SUSPENCIÓN CONDICIONAL DE LA PENA. 
 
 
Entre las más relevantes encontramos:  
 
 El cumplimiento de las condiciones dentro la suspensión condicional del procedimiento 
suspende el proceso y extingue la acción entregando respuestas más rápidas, mientras que 
la suspensión condicional de la pena suspende la pena lo que hace agotar todas las etapas 
del proceso y el desgaste de los sujetos procesales y el Estado.  
 
 La suspensión condicional del procedimiento no vulnera el principio de inocencia 
contemplado en la Constitución de la República en su Art. 76 numeral dos, como una 
garantía fundamental dentro del debido proceso, como se relata: “se presumirá la inocencia 
de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad 
mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”.  Es decir que pese a que el procesado 
acepta su participación no se determina la responsabilidad  del mismo, esto no significa 
que es culpable, puesto que no llega al final de las etapas, no llega a la sentencia firme o 
ejecutoriada, por lo que el principio de inocencia se mantiene intacto, mientras que la 
suspensión condicional de la pena si vulnera este principio ya que es necesario llegar a la 
ejecución de la pena privativa de libertad en sentencia de primera instancia, para 
solicitarlo, lo que influye en los antecedentes judiciales de los procesados y la 
estigmatización que conlleva los mismos. 
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 La suspensión condicional de la pena contempla como una de sus condiciones el no ser 
reincidente, lo que a mi parecer deja la inquietud de que no se especifica si en delitos o 
contravenciones, incurriendo así en que el no ser reincidente es de manera general.  
 
  La suspensión condicional de la pena tiene como una de sus condiciones el no salir del 
país sin previa autorización de la o el juez de garantías penitenciarias, condición que no 
establece la suspensión del procedimiento.   
 
 Dentro de la suspensión condicional del procedimiento, la víctima puede solicitar copia de 
la resolución de las condiciones impuestas lo cual operará como orden directa a la Policía, 
en caso de que sea violada cualquier condición y a petición de la o el fiscal o la víctima, el 
Juez garantista convocará a una audiencia donde se expondrá el incumplimiento y la 
revocatoria de la suspensión condicional, lo que amerita el análisis del Juez 
correspondiente y la convicción de que hubo incumplimiento injustificado, mientras que 
dentro de la suspensión condicional de la pena quien es el encargado del control del 
incumplimiento de las condiciones es el Juzgador de garantías penitenciarias, quien sin 
escuchar explicación alguna inmediatamente ordenará la ejecución de la pena privativa de 
libertad.   
 
 Dentro de la suspensión condicional del procedimiento se aclara que no corre el plazo para 
la prescripción de la acción penal mientras que en la  suspensión condicional de la pena no 
se especifica el plazo máximo para el cumplimiento de las condiciones y si este incurre en 
la prescripción de la pena. 
 
 Y por último, dentro de la suspensión condicional de la pena encontramos en uno de sus 
requisitos que la persona sentenciada que desee someterse a esta medida, no haya sido 
beneficiada por una salida alternativa en otra causa, lo cual, a mi criterio, perjudica al 
procesado, por lo menos, si nos referimos en los delitos culposos de tránsito, puesto que en 
la mayoría de las causas existentes, se extingue la acción penal mediante la audiencia de 
acuerdo reparatorio, hoy llamada audiencia de conciliación, lo que nos hace pensar que las 
personas que incurran en un accidente de tránsito que haya sido beneficiada con un acuerdo 
reparatorio u otra medida alternativa anteriormente, puesto que no se especifica el tiempo, 
no puede someterse a la suspensión condicional de la pena, lo cual es una restricción que 
acarrea a la pena estatal tradicional.   
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2.1.1.3.7. Derecho Comparado. 
 
VENEZUELA  
 
 
Código Procesal Penal de la República Bolivariana de Venezuela en su Sección Tercera 
tiene incorporada la figura jurídica de la Suspensión Condicional del Proceso desde el artículo 42 
hasta el 46. 
  
Artículo 42.  Requisitos. En los casos de delitos leves, cuya pena no exceda de tres años en su 
límite máximo, el imputado podrá solicitar al Juez de control, o al Juez de juicio si se trata del 
procedimiento abreviado, la suspensión condicional del proceso, siempre que admita 
plenamente el hecho que se le atribuye, aceptando formalmente su responsabilidad en el 
mismo; se demuestre que ha tenido buena conducta predelictual y no se encuentre sujeto a esta 
medida por otro hecho. A tal efecto, el Tribunal Supremo de Justicia, a través del órgano del 
Poder Judicial que designe, llevará un registro automatizado de los ciudadanos a quienes les 
haya sido suspendido el proceso por otro hecho. La solicitud deberá contener una oferta de 
reparación del daño causado por el delito y el compromiso del imputado de someterse a las 
condiciones que le fueren impuestas por el tribunal conforme a lo dispuesto en el artículo 44 de 
este Código. La oferta podrá consistir en la conciliación con la víctima o en la reparación 
natural o simbólica del daño causado.  
 
Artículo 43. Procedimiento. A los efectos del otorgamiento o no de la medida, el Juez oirá 
al fiscal, al imputado y a la víctima, haya participado o no en el proceso, y resolverá, en la 
misma audiencia, o a más tardar, dentro de los tres días siguientes, salvo que el imputado 
estuviere privado de su libertad, en cuyo caso la decisión será dictada en un plazo no mayor 
de veinticuatro horas. La resolución fijará las condiciones bajo las cuales se suspende el 
proceso, y aprobará, negará o modificará la oferta de reparación presentada por el imputado, 
conforme a criterios de razonabilidad.  
 
En caso de existir oposición de la víctima y del Ministerio Público, el Juez deberá negar la 
petición. Esta decisión no tendrá apelación y se ordenará la apertura del juicio oral y público.  
La suspensión del proceso podrá solicitarse, en cualquier momento, luego de admitida la 
acusación presentada por el Ministerio Público y hasta antes de acordarse la apertura del 
juicio oral y público, o, en caso de procedimiento abreviado, una vez presentada la acusación 
y antes de la apertura del debate.  
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Artículo 44.  Condiciones. El Juez fijará el plazo del régimen de prueba, que no podrá ser 
inferior a un año ni superior a dos, y determinará las condiciones que deberá cumplir el 
imputado, entre las siguientes:  
 
1. Residir en un lugar determinado;  
2. Prohibición de visitar determinados lugares o personas;  
3. Abstenerse de consumir drogas o sustancias estupefacientes o psicotrópicas y de abusar de 
las bebidas alcohólicas;  
4. Participar en programas especiales de tratamiento, con el fin de abstenerse de consumir 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas o bebidas alcohólicas;  
5. Comenzar o finalizar la escolaridad básica si no la tiene cumplida, aprender una profesión 
u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la institución que determine el Juez;  
6. Prestar servicios o labores a favor del Estado o instituciones de beneficio público;  
7. Someterse a tratamiento médico o psicológico;  
8. Permanecer en un trabajo o empleo, o adoptar, en el plazo que el tribunal determine, un 
oficio, arte o profesión, si no tiene medios propios de subsistencia;  
9. No poseer o portar armas;  
10. No conducir vehículos, si éste hubiere sido el medio de comisión del delito.  
A proposición del Ministerio Público, de la víctima o del imputado, el Juez podrá acordar 
otras condiciones de conducta similares, cuando estime que resulten convenientes. 
En todo caso, el imputado deberá cumplir con la oferta de reparación acordada por el Juez, y 
someterse a la vigilancia que determine éste. El régimen de prueba estará sujeto a control y 
vigilancia por parte del delegado de prueba que designe el Juez, y en ningún caso, el plazo 
fijado podrá exceder del término medio de la pena aplicable.  
 
Artículo 45. Efectos. Finalizado el plazo o régimen de prueba, el Juez convocará a una 
audiencia, notificando de la realización de la misma al Ministerio Público, al imputado y a la 
víctima, y, luego de verificado el total y cabal cumplimiento de todas las obligaciones 
impuestas, decretará el sobreseimiento de la causa.  
 
Artículo 46. Revocatoria. Si el imputado incumple en forma injustificada alguna de las 
condiciones que se le impusieron, o de la investigación que continúe realizando el Ministerio 
Público, surgen nuevos elementos de convicción que relacionen al imputado con otro u otros 
delitos, el Juez oirá al Ministerio Público, a la víctima y al imputado, y decidirá mediante 
auto razonado acerca de las siguientes posibilidades:  
 
1. La revocación de la medida de suspensión del proceso, y en consecuencia, la reanudación 
del mismo, procediendo a dictar la sentencia condenatoria, fundamentada en la admisión de 
los hechos efectuada por el imputado al momento de solicitar la medida;  
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2. En lugar de la revocación, el Juez puede, por una sola vez, ampliar el plazo de prueba por 
un año más, previo informe del delegado de prueba y oída la opinión favorable del Ministerio 
Público y de la víctima. Si el imputado es procesado por la comisión de un nuevo hecho 
punible, el Juez, una vez admitida la acusación por el nuevo hecho, revocará la suspensión 
condicional del proceso y resolverá lo pertinente.  
 
En caso de revocatoria de la suspensión condicional del proceso, los pagos y prestaciones 
efectuados no serán restituidos.  
 
La normativa antes citada guarda una gran similitud con nuestro Código de Procedimiento Penal ya 
que mantiene como condiciones la reparación y resarcimiento del daño ocasionado a la víctima, o 
como otra similar es la de someterse a un tratamiento psicológico. (Código Orgánico Procesal 
Penal de Venezuela). 
 
REPUBLICA DOMINICANA 
 
 
El Código Procesal Penal de la República Dominicana en su sección IV, hace referencia a 
la sus Suspensión Condicional del Procedimiento 
 
Art. 40.- Suspensión condicional del procedimiento. En los casos en que sea previsible la 
aplicación de la suspensión condicional de la pena, el ministerio público, de oficio o a 
petición de parte, puede solicitar al juez la suspensión condicional del procedimiento en 
cualquier momento previo a que se ordene la apertura de juicio. 
El juez puede disponer la suspensión condicional del procedimiento cuando el imputado ha 
declarado su conformidad con la suspensión, ha admitido los hechos que se le atribuyen y ha 
reparado los daños causados en ocasión de la infracción, firmado un acuerdo con la víctima o 
prestado garantía suficiente para cumplir con esa obligación. 
Si no se cumplen las condiciones establecidas en este Artículo, el juez rechaza la solicitud, 
pero la admisión de los hechos por parte del imputado carece de valor probatorio y no puede 
hacerse mención de esta circunstancia en ningún momento posterior. 
 
Art. 41.- Reglas. El juez, al decidir sobre la suspensión, fija el plazo de prueba, no menor de 
un año ni mayor de tres, y establece las reglas a las que queda sujeto el imputado, de entre las 
siguientes: 
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1) Residir en un lugar determinado o someterse a la vigilancia que señale el juez; 
2) Abstenerse de visitar ciertos lugares o personas; 
3) Abstenerse de viajar al extranjero; 
4) Abstenerse del abuso de bebidas alcohólicas; 
5) Aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación o formación indicados en 
la decisión; 
6) Prestar trabajo de utilidad pública o interés comunitario en una institución estatal u 
organización sin fines de lucro, fuera de sus horarios habituales de trabajo remunerado; 
7) Abstenerse del porte o tenencia de armas; y 
8) Abstenerse de conducir vehículos de motor fuera del trabajo, en los casos en que el hecho 
que se atribuye se relacione con una violación a las reglas relativas al tránsito de vehículos. 
 
Para fijar las reglas, el juez puede disponer que el imputado sea sometido a una evaluación 
previa. En ningún caso el juez puede imponer medidas más gravosas que las solicitadas por el 
ministerio público. 
 
La decisión sobre la suspensión del procedimiento es pronunciada en audiencia y en 
presencia del imputado con expresa advertencia sobre las reglas de conducta y las 
consecuencias de su inobservancia. 
 
La decisión de suspensión del procedimiento no es apelable, salvo que el imputado considere 
que las reglas fijadas son inconstitucionales, resulten manifiestamente excesivas o el juez 
haya excedido sus facultades. 
 
Art. 42.- Revocación. Si en forma considerable e injustificada, el imputado se aparta de las 
condiciones impuestas, comete una nueva infracción o incumple con los acuerdos sobre la 
reparación, el juez, a solicitud del ministerio público, puede ordenar en audiencia, mediante 
decisión motivada, la revocación de la suspensión condicional y la reanudación del 
procedimiento. 
 
Art. 43.- Suspensión del plazo de prueba. El plazo de prueba se suspende mientras el 
imputado se encuentre privado de su libertad en razón de otro procedimiento. 
 
Cuando, sin ser privado de su libertad, el imputado está sujeto a otro procedimiento, plazo 
sigue corriendo, pero se suspende la declaración de extinción de la acción penal hasta que se 
dicte la resolución que lo sobresee, absuelve o extingue la acción penal a su respecto en el 
otro procedimiento. Disponible en la página virtual.  
 
En la legislación procesal penal de República Dominicana la suspensión condicional del 
procedimiento puede ser solicitada por la fiscalía de oficio o por pedido del procesado, es por ello 
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que el estudio de esta legislación es de gran valor para el desarrollo de la tesis porque ayuda a 
alimentar los conocimientos acerca de la suspensión condicional del proceso.  (Código de 
Procedimiento Penal. República Dominicana). 
 
CHILE 
 
 
El Código Procesal Chileno también tiene en su estructura la suspensión condicional del 
procedimiento penal como una medida alternativa a la privación de la libertad del procesado. 
 
6. Suspensión condicional del procedimiento y acuerdos reparatorios 
 
Art. 237. Suspensión condicional del procedimiento. El fiscal, con el acuerdo del imputado, 
podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional del procedimiento. 
 
El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estime necesarios para 
resolver.2 
 
La suspensión condicional del procedimiento podrá decretarse: 
 
a) Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en el evento de dictarse sentencia 
condenatoria, no excediere de tres años de privación de libertad, y 
b) Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. 
 
La presencia del defensor del imputado en la audiencia en que se ventilare la solicitud de 
suspensión condicional del procedimiento constituirá un requisito de validez de la misma. 
Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventile la solicitud de 
suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal. 
 
Al decretar la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantía establecerá las 
condiciones a las que deberá someterse el imputado, por el plazo que determine, el que no 
podrá ser inferior a un año ni superior a tres. Durante dicho período no se reanudará el curso 
de la prescripción de la acción penal. Asimismo, durante el término por el que se prolongare 
la suspensión condicional del procedimiento se suspenderá el plazo previsto en el artículo 
247. 
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La resolución que se pronunciare acerca de la suspensión condicional del procedimiento será 
apelable por el imputado, por la víctima, por el ministerio público y por el querellante. 
 
La suspensión condicional del procedimiento no impedirá de modo alguno el derecho a 
perseguir por la vía civil las responsabilidades pecuniarias derivadas del mismo hecho. 
 
Art. 238. Condiciones por cumplir decretada la suspensión condicional del procedimiento.  
 
El juez de garantía dispondrá, según correspondiere, que durante el período de suspensión, el 
imputado esté sujeto al cumplimiento de una o más de las siguientes condiciones: 
a) Residir o no residir en un lugar determinado; 
b) Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas; 
c) Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza; 
d) Tener o ejercer un trabajo, oficio, profesión o empleo, o asistir a algún programa 
educacional o de capacitación; 
e) Pagar una determinada suma, a título de indemnización de perjuicios, a favor de la víctima 
o garantizar debidamente su pago. Se podrá autorizar el pago en cuotas o dentro de un 
determinado plazo, el que en ningún caso podrá exceder el período de suspensión del 
procedimiento; 
f) Acudir periódicamente ante el ministerio público y, en su caso, acreditar el cumplimiento 
de las demás condiciones impuestas; 
g) Fijar domicilio e informar al ministerio público de cualquier cambio del mismo, y 
h) Otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso 
concreto de que se tratare y fuere propuesta, fundadamente, por el Ministerio Público. 
 
Durante el período de suspensión y oyendo en una audiencia a todos los intervinientes que 
concurrieren a ella, el juez podrá modificar una o más de las condiciones impuestas. 
 
Art. 239. Revocación de la suspensión condicional. Cuando el imputado incumpliere, sin 
justificación, grave o reiteradamente las condiciones impuestas, o fuere objeto de una nueva 
formalización de la investigación por hechos distintos, el juez, a petición del fiscal o la 
víctima, revocará la suspensión condicional del procedimiento, y éste continuará de acuerdo a 
las reglas generales. 
 
Será apelable la resolución que se dictare en conformidad al inciso precedente. 
 
Art. 240. Efectos de la suspensión condicional del procedimiento. La suspensión condicional 
del procedimiento no extingue las acciones civiles de la víctima o de terceros. Sin embargo, 
si la víctima recibiere pagos en virtud de lo previsto en el artículo 238, letra e), ellos se 
imputarán a la indemnización de perjuicios que le pudiere corresponder. 
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Transcurrido el plazo que el tribunal hubiere fijado de conformidad al artículo 237, inciso 
quinto, sin que la suspensión fuere revocada, se extinguirá la acción penal, debiendo el 
tribunal dictar de oficio o a petición de parte el sobreseimiento definitivo. 
 
Art. 241. Procedencia de los acuerdos reparatorios. El imputado y la víctima podrán 
convenir acuerdos reparatorios, los que el juez de garantía aprobará, en audiencia a la que 
citará a los intervinientes para escuchar sus planteamientos, si verificare que los concurrentes 
al acuerdo hubieren prestado su consentimiento en forma libre y con pleno conocimiento de 
sus derechos. 
 
Los acuerdos reparatorios sólo podrán referirse a hechos investigados que afectaren bienes 
jurídicos disponibles de carácter patrimonial, consistieren en lesiones menos graves o 
constituyeren delitos culposos. 
 
En consecuencia, de oficio o a petición del ministerio público, el juez negará aprobación a los 
acuerdos reparatorios convenidos en procedimientos que versaren sobre hechos diversos de 
los previstos en el inciso que antecede, o si el consentimiento de los que lo hubieren 
celebrado no apareciere libremente prestado, o si existiere un interés público prevalente en la 
continuación de la persecución penal. Se entenderá especialmente que concurre este interés si 
el imputado hubiere incurrido reiteradamente en hechos como los que se investigaren en el 
caso particular. 
 
Art. 242. Efectos penales del acuerdo reparatorio. Una vez cumplidas las obligaciones 
contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a 
satisfacción de la víctima, el tribunal dictará sobreseimiento definitivo, total o parcial, en la 
causa, con lo que se extinguirá, total o parcialmente, la responsabilidad penal del imputado 
que lo hubiere celebrado.1 
 
Art. 243. Efectos civiles del acuerdo reparatorio. Ejecutoriada la resolución judicial que 
aprobare el acuerdo reparatorio, podrá solicitarse su cumplimiento ante el juez de garantía 
con arreglo a lo establecido en los artículos 233 y siguientes del Código de Procedimiento 
Civil. 
 
El acuerdo reparatorio no podrá ser dejado sin efecto por ninguna acción civil. 
 
Art. 244. Efectos subjetivos del acuerdo reparatorio. Si en la causa existiere pluralidad de 
imputados o víctimas, el procedimiento continuará respecto de quienes no hubieren 
concurrido al acuerdo. 
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Art. 245. Oportunidad para pedir y decretar la suspensión condicional del procedimiento o 
los acuerdos reparatorios. La suspensión condicional del procedimiento y el acuerdo 
reparatorio podrán solicitarse y decretarse en cualquier momento posterior a la formalización 
de la investigación. Si no se planteare en esa misma audiencia la solicitud respectiva, el juez 
citará a una audiencia, a la que podrán comparecer todos los intervinientes en el 
procedimiento. 
 
Una vez declarado el cierre de la investigación, la suspensión condicional del procedimiento 
y el acuerdo reparatorio sólo podrán ser decretados durante la audiencia de preparación del 
juicio oral. 
 
Art. 246. Registro. El ministerio público llevará un registro en el cual dejará constancia de 
los casos en que se decretare la suspensión condicional del procedimiento o se aprobare un 
acuerdo reparatorio. 
 
El registro tendrá por objeto verificar que el imputado cumpla las condiciones que el juez 
impusiere al disponer la suspensión condicional del procedimiento, o reúna los requisitos 
necesarios para acogerse, en su caso, a una nueva suspensión condicional o acuerdo 
reparatorio. 
 
El registro será reservado, sin perjuicio del derecho de la víctima de conocer la información 
relativa al imputado. (Código Procesal Penal de Chile). 
 
Las tres normativas internacionales citadas guardan una relación con nuestro Código de 
Procedimiento Penal, en vista que la suspensión condicional del procedimiento es una medida 
alternativa a la privación de la libertad de las personas que quebrantan la ley, esta medida 
únicamente es aplicable en delitos cuya pena no supere los cinco años de prisión, y su 
sometimiento se hace con el consentimiento libre y voluntario del procesado.   
 
 
2.2. Hipótesis 
 
 
Para realizar el estudio de la presente problemática me he planteado una hipótesis, que a 
continuación las detallo, procediendo a la contrastación de la misma, en base a la doctrina y acopio 
empírico desarrollado durante la presente Tesis. 
 
Comprobar la factibilidad de la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento 
penal en materia de tránsito, la misma que ayudaría a la administración de justicia, evitando la 
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saturación procesal en los distintos juzgados de Tránsito en la ciudad de Quito, determinando la 
existencia de esta normativa tanto en el Código de Procedimiento Penal y posteriormente en el 
Código Orgánico integral Penal.  
 
La presente hipótesis la logré contrastar en el desarrollo de la fundamentación legal donde 
se realiza un análisis de la falta de aplicabilidad de la suspensión condicional del procedimiento y 
se ha llegado a determinar que en el nuevo Código Orgánico Integral Penal ya no existe esta figura 
jurídica la misma que afectará en un futuro a las personas que hayan cometido un delito de tránsito 
y quieran acogerse a un procedimiento como el que estamos estudiando, se va tornar imposible en 
vista que la nueva normativa primero sanciona luego suspende la pena.  
    
Variables  
 
 
2.2.1. Variable Dependiente 
 
 
La variable dependiente, es aquella que se desea explicar u observar según los cambios 
producidos por la acción de la variable independiente, y, según la temática planteada es: 
 
 Aplicabilidad de la suspensión condicional. 
 
 
 
2.2.2. Variable Independiente 
 
 
La variable independiente, de cuya influencia o efectos en la variable dependiente se 
pretende descubrir en la investigación y que se plantea para el estudio y análisis de la tesis es:  
 Procedimiento penal en materia de tránsito. 
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CAPITULO III 
 
 
MARCO METODOLÓGICO 
 
 
3.1. Tipos de investigación.  
 
 
Para la realización del diseño de contrastación se utilizó el método de analítico documental y de 
campo mediante encuestas que fueron aplicadas a jueces y a profesionales de derecho en libre 
ejercicio profesional.  
 
La modalidad de investigación del presente trabajo es la Investigación de Campo y la 
Bibliográfica-Documental, ya que, se realizó un estudio y análisis de la naturaleza jurídica de la 
suspensión condicional del proceso penal de tránsito, la evolución, conceptos, en virtud del 
pensamiento de tratadistas que se refieran al respecto. Además, esta información bibliográfica se 
respaldó con la recopilación de información proveniente de la situación actual y real del problema 
investigado, a través de las entrevistas y encuestas. También a la presente investigación se le dio un 
enfoque cualitativo y cuantitativo. Primeramente para que exista Metodología Cualitativa se 
requiere que entre los elementos del problema de investigación exista una relación cuya naturaleza 
sea lineal. Es decir, que haya claridad entre los elementos del problema de investigación que 
conforman el problema, que sea posible definirlo, limitarlos y saber exactamente donde se inicia el 
problema, en cual dirección va y qué tipo de incidencia existe entre sus elementos. Y segundo para 
que exista Metodología Cuantitativa debe haber claridad entre los elementos de investigación desde 
donde se inicia hasta donde termina, el abordaje de los datos estadísticos, se le asigna significado 
numérico.  
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3.1.1. Investigación Bibliográfica 
 
 
La bibliografía en un método de apoyo para la investigación que permitirán contar con una 
descripción individual externa e interna de cada libro con el objeto de tener una visión en conjunto 
de todo el material informativo; que fue utilizado en el transcurso de la investigación y desarrollo 
del tema planteado. 
 
 
3.1.2. Investigación de Campo 
 
 
Esta investigación se llevó a cabo acudiendo a los Juzgados de Tránsito de esta ciudad de Quito, en 
donde se realizó encuestas y entrevistas a los distintos funcionarios que laboran en dicha 
dependencia judicial que se encuentra directamente relacionado con la problemática propuesta para 
investigación. 
 
 
3.1.3. Investigación Histórica 
 
 
Este tipo de investigación surge de la necesidad de ampliar el conocimiento adquirido en las 
investigaciones primarias y realizar un estudio histórico y jurídico de la problemática a 
investigarse, haciendo un análisis crítico para extraer los aspectos positivos y negativos que nos 
puedan servir en el esclarecimiento y antecedentes de la problemática, los criterios y doctrinas, 
retrospectivamente expresadas en el tiempo. 
 
 
3.1.4. Investigación descriptiva 
 
 
La descripción es un proceso de análisis de aspectos, situaciones, ideas, hechos particulares, para 
llegar a un principio o ley general que lo determina, se toma los casos particulares para arribar a 
conclusiones generales, aspectos válidos para el desarrollo de la presente tesis, lo que por medio 
del razonamiento lógico y síntesis, se puede deducir suposiciones o explicar los hechos 
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particulares, método que me permitió llegar a conclusiones generales y particulares respecto a la 
problemática planteada. 
 
 
3.2. Población o Muestra  
 
La investigación se realizó en la ciudad de Quito, tanto en  los juzgados de tránsito, como a 
profesionales del derecho en libre ejercicio, específicamente la investigación de campo se concreta 
a consultas de opinión a personas conocedoras de la problemática. Además, la población está 
integrada por 60 personas (30 jueces y juezas, 30 profesionales del derecho); en esta técnica se 
plantearon cuestionarios derivados de la hipótesis, cuya operativización partió de la determinación 
de variables e indicadores. 
 
La muestra fue probabilística en un promedio de 60 personas y se basó en el principio de equis-
probabilidad o procesos al azar. Partió del criterio de que todos y cada uno de los elementos de la 
población tienen la misma probabilidad de formar parte de la muestra. 
 
𝑛 =
N. PQ
(N − 1) (
𝐸2
𝐾2
) + 𝑃𝑄
 
 
N: número de personas de la muestra. 
P .Q: varianza de la población (0.25) 
N: Población. (30) 
E: Margen de error (0.09) 
K: 2 constante de corrección de error 
 
Reemplazo: 
n =
(30)(0.25)
(30 − 1) (
0.092
22
) + 0.25
 
n= 24,29 
En relación con la fórmula aplicada el tamaño de la muestra es de 60 personas; quienes fueron 
encuestados, entrevistados para ayudar con la investigación. 
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CUADRO 9.- POBLACION Y MUESTRA  
Estrato  Numero  Porcentaje  
Jueces  
Profesionales Del Derecho 
30 
30 
50% 
50% 
TOTAL 60 100% 
 
 
3.3. Métodos 
 
 
Los  métodos de investigación utilizados en el presente desarrollo del informe final de tesis 
fueron: 
 
Método Sistémico: permitirá el estudio de la institución jurídica procedimental de la 
suspensión condicional del proceso penal en materia de tránsito, su aplicación, procedimiento y 
efectos; es decir, atendiendo a sus componentes, estructura y al conjunto de relaciones entre éstos y 
con el medio, para explicar su movimiento y desarrollo.  
 
Método analógico: sirve para trasladar el conocimiento obtenido de una realidad a la que se 
tiene acceso hacia otra que es más difícil de abordar, siempre y cuando existan propiedades en 
común, puesto que las posibilidades de observación y verificación en la primera permiten, 
mediante el adecuado manejo de similitudes existentes, la comprensión y formulación de 
conclusiones acerca de la segunda, sentando las bases para una interpretación más objetiva de dicha 
realidad. 
 
Método analítico: mediante este método me permitirá descomponer un todo en sus partes 
para estudiar en forma intensiva cada uno de sus elementos, así como las relaciones entre sí y con 
el todo. Descomponiéndolo en sus partes a la suspensión condicional del proceso penal, su 
procedimiento para poder establecer su naturaleza y efectos, observar las causas del conflicto entre 
materia penal y penal de tránsito, mediante este análisis podremos realizar un examen más 
profundo sobre la inaplicabilidad de este procedimiento en materia de tránsito en nuestro país. 
 
Método Histórico: Mediante este método, realizaré un estudio de los antecedentes de la 
suspensión condicional del proceso penal y de los primeros aparecimientos para llegar a una 
conclusión del por qué es insertado y practicado en la sociedad y su importancia en el Derecho 
Penal y en materia de tránsito. 
86 
 
Método Exegético Jurídico: para entender el espíritu de la ley ya que las normas legales no 
permiten ser cuestionadas y hacer falsas interpretaciones de la misma, vamos a obtener un 
panorama claro sobre el tema así como es la suspensión condicional del proceso penal en delitos 
cometidos en materia de tránsito, su procedimiento, ventajas y efectos al momento de aplicarse este 
procedimiento. 
 
Método Inductivo-Deductivo.- La inducción es un procedimiento mediante el cual se logra 
inferir cierta propiedad o relación a partir de hechos particulares, es decir, permite el tránsito de lo 
particular a lo general. Su complemento es el procedimiento deductivo., mediante el cual el 
investigador transita de aseveraciones generales verdaderas a otras, o a características particulares 
del objeto. Las inferencias deductivas constituyen un conjunto de pasos concatenados, que 
permiten de cierta verdad establecida llegar a otras, sin contradicciones lógicas. El método 
inductivo-deductivo se va de la relación de lo particular con lo general.  
 
Método Hipotético Deductivo.- El método hipotético deductivo sirve para posibilitar el 
surgimiento de nuevos conocimientos científicos, a partir de otros establecidos que 
progresivamente son sometidos a deducciones. Permite adelantar y corroborar nuevas hipótesis.  
 
Método de Modelación.- Se basa en la creación, mediante abstracciones de nuevos sistemas 
de ideas para aportar posibles soluciones a problemas.   
 
Método Comparativo.- Está dirigido a resaltar las diferencias y semejanzas, entre normas 
nacionales y extranjeras, como también de instituciones jurídicas en distintos ordenamientos 
jurídicos. 
 
 
3.3.1. Método Científico 
 
 
El método científico aplicado a las ciencias jurídicas implica que determinemos el tipo de 
investigación jurídica que queremos realizar, en el  presente caso me propongo a realizar una 
investigación socio-jurídica, que se concreta en una investigación sobre la suspensión condicional 
del proceso penal en materia de tránsito en la legislación ecuatoriana, Código de Procedimiento 
Penal y Código Orgánico Integral Penal. 
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3.3.2. Técnicas 
 
 
3.3.1. Observación 
 
 
Entre las técnicas de observación se destacan las fichas bibliográficas como las 
nemotécnicas:  
 
Fichas Bibliográficas.- Son el apoyo para la investigación bibliográfica que permitirán 
contar con una descripción individual externa e interna de cada libro con el objeto de tener una 
visión en conjunto de todo el material informativo; que realice en el transcurso de la investigación 
y desarrollo del tema planteado en la presente tesis. 
 
Fichas Nemotécnicas.- Conocida como ayuda de memoria, que la utilice para copiar 
textualmente conceptos, definiciones, ideas útiles, para el proceso de mi investigación.  
 
 
3.3.2.2. La Entrevista 
  
 
Esta técnica es muy efectiva como instrumento de recolección de información, que se 
realiza mediante preguntas formuladas con anticipación a un Juez de Tránsito de Quito, o un 
Abogado en el libre ejercicio de la profesión, que prosigan juicios en materia de tránsito. 
 
 
3.3.2.3. La Encuesta 
 
 
Es una técnica sumamente eficiente al aplicarla en un grupo de profesionales que 
mantengan un conocimiento claro y veraz del tema investigado, técnica que fue aplicada en un 
grupo de 60 sesenta profesionales del Derecho con el fin de obtener información, referente a la 
suspensión condicional del procedimiento en materia de tránsito, con el fin de conocer la magnitud 
del problema y poder proponer soluciones. 
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3.3.2.4. Visita domiciliaria. 
 
 
En este caso concreto se puede denominar como visita domiciliaria el lugar de trabajo de 
los funcionarios entrevistados y encuestaos, esto es en los juzgados de Tránsito de la ciudad de 
Quito, funcionarios que están en permanente contacto con la realidad actual relacionados con el 
tema de estudio en la presente tesis de investigación jurídica. 
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CAPÍTULO IV 
 
 
ANALISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
 
4.1. Formulario Nro. 1 
 
 
4.1.1. Análisis e Interpretación de Resultados de las Encuestas. 
 
 
De conformidad a la nueva perspectiva  obtenida en el desarrollo de la Tesis, he aplicado a 
un grupo de profesionales de Derecho, un total de 60 encuestas, en la ciudad de Quito, cuyo 
resultado es el siguiente: 
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Primera Pregunta 
 
¿Qué  concepto le da usted a la Suspensión Condicional del Procedimiento? 
CUADRO 10.- PREGUNTA 1 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
Es una medida alternativa a 
la prisión. 
22 36,666% 
Es una garantía 
constitucional a la libertad. 
20 33,333% 
Se considera como una 
solución a los procesos 
penales y permite al 
procesado no ser juzgado. 
18 30% 
TOTAL 60 100% 
 
 
 
       Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
        Autora: Anita Torres. 
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Interpretación: 
 
En esta interrogante de las sesenta personas encuestadas, veintidós de ellas que equivale al 
36,67%, respondieron que la Suspensión Condicional del Procedimiento, es una medida alternativa 
a la prisión; veinte de ellos que corresponde al 33,33%, contestaron que, es una garantía 
constitucional a la libertad, mientras que dieciocho de los encuestados equivalente al 30%, 
respondieron que, se considera como una solución a los procesos penales y permite al procesado no 
ser juzgado.   
 
Análisis  
 
La mayoría de los encuestados dieron una gran definición acerca de lo que se refiere la 
suspensión condicional del procedimiento al concordar que es una medida que ayuda a 
descongestionar la administración de justicia en materia de tránsito y penal, es por ello que no 
queda por demás dar nuestra opinión manifestando que la suspensión condicional del 
procedimiento es una alternativa eficaz y eficiente para que el procesado no pierda su liberta por un 
hecho delictuoso, el mismo que tiene que aceptar la responsabilidad del cometimiento del delito y 
cumplir con ciertas condiciones que determina la ley y dispone el juez que se cumplan para 
extinguir el procedimiento existente en contra del procesado.   
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Segunda Pregunta 
 
¿Está Usted de acuerdo con la Suspensión Condicional del Procedimiento? 
CUADRO 11.- PREGUNTA 2 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 56 93,333% 
NO 4 6,666% 
TOTAL 60 100% 
 
 
       Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
       Autora: Anita Torres. 
 
Interpretación 
  
En la presente pregunta de las sesenta personas encuestadas, cincuenta y seis de ellas que 
equivalen al 93,333% respondieron que SÍ están de acuerdo con la existencia de la Suspensión 
Condicional del Procedimiento, porque está establecido en nuestro Código de Procedimiento Penal 
vigente. Por otra parte, cuatro de ellos que corresponden al 6,666% contestaron que NO están de 
acuerdo con la Suspensión Condicional del Procedimiento porque se vulnera con el principio de 
presunción de inocencia contemplado en nuestra Constitución. 
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Análisis 
 
Como las encuestas fueron dirigidas a profesionales y conocedores del derecho, por lo que 
ésta primera pregunta fue contestada afirmativa en su mayoría; o sea un 93,333% expresándose 
textualmente sobre su conocimiento de la normativa existente en los diversos cuerpos legales 
ecuatorianos en materia Penal y Tránsito en cuanto a la Suspensión Condicional del Procedimiento. 
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Tercera Pregunta 
 
¿Conoce usted si ha habido personas que se beneficiaron en la aplicación de la Suspensión 
Condicional del Procedimiento? 
CUADRO 12.- PREGUNTA 3 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
NO 43 71,666% 
SI 17 28,333% 
TOTAL 60 100% 
 
 
        Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
        Autora: Anita Torres. 
 
Interpretación: 
 
En esta pregunta de las sesenta personas encuestadas, cuarenta y tres de ellas que equivalen 
al 71,666% contestaron que NO tienen conocimiento de personas que han estado involucradas en 
un delito y se han acogido a la suspensión condicional del procedimiento. Mientras que, diecisiete 
de ellos que corresponden al 28,333% respondieron que SÍ conocen de alguna persona que se haya 
acogido a la suspensión condicional del procedimiento penal. 
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Análisis 
 
Los encuestados en su gran mayoría demostraron que no tienen conocimiento de personas 
que se han acogido a la Suspensión Condicional del Procedimiento cuando han estado involucradas 
en un delito de tránsito, es por ello que el 71,666% respondieron no conocen del acogimiento de 
esta medida alternativa, puesto que en Tránsito no es aplicable, y que si se la aplica, permitiría 
agilitar el procedimiento y la administración de justicia en nuestro país.   
 
Cuarta Pregunta 
 
¿Indique usted si todas las personas que pidieron la Suspensión Condicional del Procedimiento se 
les aplico? 
CUADRO 13.- PREGUNTA 4 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
NO 51 85% 
SI 9 15% 
TOTAL 60 100% 
 
  
         Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
         Autora: Anita Torres. 
 
 
 
 
0
10
20
30
40
50
60
70
51 
9 
60 
GRÁFICO No. 4 
TOTAL %
PORCENTAJE
NO                        SI                 TOTAL 
96 
 
Interpretación  
 
En esta interrogante de las sesenta personas encuestadas, cincuenta y una de los 
encuestados que corresponde al 85% contestaron que NO se les ha concedido la Suspensión 
Condicional del Procedimiento a las personas que lo han solicitado. Mientras que, nueve de ellas 
que equivalen al 15% respondieron que SI se les ha aplicado a todos los que han solicitado esta 
medida. 
 
Análisis 
 
En esta pregunta el 85% de los encuestados dieron una respuesta negativa en lo referente a 
la aplicación de la Suspensión Condicional del Procedimiento, dejando en claro que en materia de 
Tránsito se debería aplicar pues esto es favorable para el sistema judicial en vista de que esta 
medida ayuda a descongestionar los juzgados de Tránsito de nuestro país.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
97 
 
Quinta Pregunta 
 
¿Cree usted que para aplicar la Suspensión Condicional del Procedimiento debe declararse culpable 
el procesado? 
CUADRO 14.- PREGUNTA 5 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 11 18,333% 
NO 49 81,666% 
TOTAL 60 100% 
 
 
        Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
        Autora: Anita Torres. 
 
Interpretación  
 
En esta interrogante de las sesenta personas encuestadas, once de los encuestados que 
equivale al 18,333% contestaron que SÍ están de acuerdo que se declare culpable al procesado para 
poder aplicar la Suspensión Condicional del Procedimiento. Mientras que, cuarenta y nueve de 
ellas que corresponde al 81,666% respondieron que NO están de acuerdo que se declare culpable al 
procesado para poder aplicar la medida de la Suspensión Condicional del Procedimiento. 
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Análisis 
 
En la presente interrogante los encuestados en su gran mayoría dieron una respuesta 
negativa manifestando el 81,66% de ellos que no están de acuerdo que se declare culpable al 
procesado para luego aplicar la Suspensión Condicional del Procedimiento, en este caso si declara 
la culpabilidad y luego se aplica esta medida alternativa se está vulnerando con el principio 
constitucional y universal de la presunción de inocencia del procesado y por ello tampoco estoy de 
acuerdo en que se declare culpable al procesado para concederle la Suspensión Condicional del 
Procedimiento, sin embargo si debe aceptar la responsabilidad pero no la culpabilidad del delito.  
 
Sexta Pregunta 
 
¿Considera usted que se deben realizar cambios en la aplicación de la Suspensión Condicional del 
Procedimiento para que no exista la impunidad? 
CUADRO 15.- PREGUNTA 6 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 23 38,333% 
NO 37 61,666% 
TOTAL 60 100% 
 
 
        Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
         Autora: Anita Torres. 
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Interpretación  
 
En la presente pregunta de las sesenta personas encuestadas, veinte y tres de los 
encuestados que corresponde al 38,333% respondieron que SÍ están de acuerdo que se realice 
cambios en la aplicación de la Suspensión Condicional del Procedimiento para evitar la impunidad 
de los delitos. Mientras que, treinta y siete de ellos que equivale al 61,666% contestaron que NO 
están de acuerdo que se haga cambios a la aplicación de la Suspensión Condicional del 
Procedimiento. 
 
Análisis 
 
Las respuestas dadas por los encuestados en esta pregunta es negativa porque la mayoría de 
ellos manifestaron que no están de acuerdo que se realice cambio a la suspensión condicional del 
procedimiento, al momento de aplicarse cambios en la aplicación de este procedimiento 
prácticamente se estaría limitando a que los procesados tengan opción a acogerse a un 
procedimiento que les garantice el derecho a la libertad, en vista que así como está ahora en el 
Código de Procedimiento Penal expresada la Suspensión Condicional del Procedimiento es 
aplicable sin necesidad de realizar cambio alguno, sin embargo esto una vez que se ponga en 
vigencia el Código Orgánico Integral Penal dejara de existir la esta medida y será otra la que deje 
sin opción de acogerse al derecho de la libertad pero una vez sentenciados por los administradores 
de justicia.  
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Séptima Pregunta 
 
¿Está usted de acuerdo con las condiciones establecidas en el Código Orgánico Integral Penal, para 
la Suspensión Condicional de la Pena? 
CUADRO 16.- PREGUNTA 7 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 2 3,333% 
NO 58 96,666% 
TOTAL 60 100% 
 
  
        Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
        Autora: Anita Torres. 
 
Interpretación  
 
En esta interrogante de las sesenta personas encuestadas, dos de los encuestados que 
equivale al 3,333% contestaron que SÍ están de acuerdo con las condiciones establecidas en el 
Código Orgánico Integral Penal para la Suspensión Condicional de la Pena. Por otra parte, 
cincuenta y ocho de ellos que corresponde al 96,666% respondieron que NO están de acuerdo con 
las condiciones establecidas en el nuevo Código Orgánico Integral Penal para la aplicación de la 
Suspensión Condicional de la Pena. 
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Análisis 
 
Los encuestados en la presente pregunta demostraron en su mayoría que tiene claro 
conocimiento acerca del nuevo Código Orgánico Integral Penal y de las condiciones que 
expresadas el mismo, condiciones que deben ser cumplidas todas ellas que realmente no favorecen 
al procesado, en vista que el actual Código de Procedimiento Penal manifiesta que se debe cumplir 
con una o más de las condiciones para acogerse a la suspensión condicional del procedimiento, 
mientras que en la nueva normativo   penal se expresa que se debe cumplir con todas las 
condiciones del artículo 31 del COIP.  
 
Octava pregunta 
 
¿Está usted de acuerdo que se haya eliminado la Suspensión Condicional del Procedimiento en el 
Código Orgánico Integral Penal? 
CUADRO 17.- PREGUNTA 8 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 1 1,6666% 
NO 59 98,333% 
TOTAL 60 100% 
 
 
           Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
           Autora: Anita Torres. 
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Interpretación  
 
En esta interrogante de las sesenta personas encuestadas, uno de los encuestados que 
equivale al 1,666% respondió que SÍ están de acuerdo que se haya eliminado la Suspensión 
Condicional del Procedimiento en el Código Orgánico Integral Penal. Por otra parte, cincuenta y 
nueve de ellos que corresponde al 98,333% contestaron que NO están de acuerdo que se haya 
eliminado la Suspensión Condicional del Procedimiento en el Código Orgánico Integral Penal. 
 
Análisis 
 
Los encuestados que contestaron negativamente lo hacen fundamentados en criterio como: 
establecen muy claramente que a más de las razones indicadas puesto que al no agregarse la 
suspensión condicional del procedimiento en el Código Orgánico Integral Penal, se está poniendo 
en peligro la libertad de las personas y vulnerando el principio constitucional de presunción de 
inocencia que debe persistir para el procesado. Considero que de la población encuestada 
mayoritariamente, cree muy acertadamente que con la eliminación de este procedimiento se está 
dejando en la indefensión a los procesados privándoles de acogerse a un procedimiento que ha 
dado excelentes resultados hasta la actualidad. 
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Novena Pregunta 
 
¿Qué criterio le amerita usted a la sustitución de la Suspensión Condicional del Procedimiento por 
la Suspensión Condicional de la Pena? 
CUADRO 18.- PREGUNTA 9 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
Bueno 3 5% 
Malo 57 95% 
TOTAL 60 100% 
 
 
        Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
        Autora: Anita Torres. 
 
Interpretación  
 
En la presente pregunta de las sesenta personas encuestadas, tres de los encuestados que 
corresponde al 5% contesto como BUENO la sustitución de la Suspensión Condicional del 
Procedimiento por la Suspensión Condicional de la Pena en el nuevo Código Orgánico Integral 
Penal. Mientras que, cincuenta y siete de ellos que equivale al 95% respondieron que es MALO el 
cambio o  sustitución de la Suspensión Condicional del Procedimiento por la Suspensión 
Condicional de la Pena en el nuevo Código Orgánico Integral Penal. 
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Análisis 
 
En esta interrogante quienes contestaron negativamente lo hacen con claro conocimiento en 
la normativa vigente y la normativa que está aprobada y entrara en vigencia en pocos meses, esto 
nos da la pauta que la sustitución de la suspensión condicional del procedimiento por las 
suspensión condicional de la pena no es bueno para las personas que cometen una infracción 
delictuosa de tránsito, en vista que no podrán acogerse a esta medida alternativa sin antes haber 
sido juzgados por uno de los administradores de justicia. 
 
Decima Pregunta 
 
¿Considera usted necesario que se reforme el Código Orgánico Integral Penal para implementar la 
Suspensión Condicional del Procedimiento? 
CUADRO 19.- PREGUNTA 10 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 55 91,666% 
NO 5 8,333% 
TOTAL 60 100% 
 
 
        Fuente: Jueces, Fiscales y Profesionales en Libre ejercicio de la profesión. 
        Autora: Anita Torres. 
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Interpretación  
 
En esta última interrogante de las sesenta personas encuestadas, cincuenta y cinco de ellos 
que equivale al 91,666% contestaron que SÍ es necesario que se reforme el Código Orgánico 
Integral Penal para implementar la Suspensión Condicional del Procedimiento. Por otra parte, cinco 
de ellos que corresponde al 8,333% respondieron que NO es necesario que se reforme el Código 
Orgánico Integral Penal para implementar la Suspensión Condicional del Procedimiento. 
 
Análisis 
 
La mayoría de los encuestados en esta interrogante respondieron positivamente en lo 
referente a realizar una reforma al Código Orgánico Integral Penal para implementar como una 
medida alternativa a la solución de conflictos legales en el ámbito penal de tránsito la Suspensión 
Condicional del Procedimiento, para garantizar la libertad de las personas procesadas por delitos 
reprimidos con reclusión de hasta cinco años. 
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4.2. Formulario Nro. 2 
 
 
4.2.1. Análisis e interpretación de Resultado de Entrevistas 
 
 
Según el Plan de Tesis presentado y aprobado por las autoridades de la Carrera de Derecho 
de la Universidad Central del Ecuador, he aplicado 10 entrevistas a profesionales de las 
instituciones públicas como: Jueces de Tránsito, Fiscales y profesionales de Derecho en libre 
ejercicio de su profesión, cuyo resultado es el siguiente: 
 
Primera Pregunta 
 
 ¿Considera usted que la Suspensión Condicional del Procedimiento es una alternativa para 
evitar privar de la libertad a un individuo que ha cometido un delito de tránsito? 
 
 Es una excelente alternativa siempre y cuando acepte la culpa el procesado para acogerse 
esta medida y cumpla con las condiciones impuestas por el juez de tránsito o de garantías 
penales de ser el caso. 
 Considero que es una medida que soluciona inmediatamente a hechos penales que han 
causado conmoción social y su pena no supera los cinco años. 
 Si, considero que es una medida que simplifica el procedimiento y agilita el trámite en la 
persecución de encontrar al responsable del delito.  
 Es una de las medidas alternativas que nos brinda nuestro Código de Procedimiento Penal, 
con la finalidad de agilitar la administración de justicia. 
 Es una medida que viola el principio de presunción de inocencia del procesado, sin 
embargo es aplicable para quienes se acogen y aceptan las condiciones de esta medida 
alternativa. 
  Considero que es una buena medida ya que muchas de las víctimas no buscan que se 
sancione al infractor, sino que, se le resarza los daños y perjuicios ocasionados en un 
accidente de tránsito. 
 Es una media que además de garantizar el derecho de la libertad, garantiza la 
indemnización de daños y perjuicios ocasionados a la víctima del accidente. 
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 Esta medida es una buena salida a los conflictos legales que no superen los cinco años de 
pena privativa de libertad, además de garantizar el derecho a la libertad y el resarcimiento 
de los daños ocasionados a las víctimas del accidente de tránsito.  
 
 Comentario. 
 
De las respuestas emanadas por los entrevistados se desprende que la mayoría de ellos 
manifiesta que la suspensión condicional del procedimiento, es una alternativa que permite 
imponer al procesado una sanción de hacer o no hacer cierta cosa en beneficio de la 
víctima, además manifestaron que es una medida que beneficia al procesado garantizándole 
el derecho a la libertad, cabe destacar que la esta salida alternativa en muy beneficiosa 
tanto para el procesado como para la administración de justicia en vista que aquí se deja de 
dar seguimiento a un proceso que podría durar como mínimo un año. 
   
Segunda Pregunta  
 
¿Está usted de acuerdo que se haya eliminado la Suspensión Condicional del Procedimiento 
en el Código Orgánico Integral Penal? 
 
 No estoy de acuerdo que se haya suspendido o eliminado esta medida alternativa en el 
actual COIP. 
 Al no implementarse esta medida en el nuevo Código Orgánico Integral Penal lo que se 
pretende es sentenciar al procesado aunque la voluntad de él sea que se le suspenda el 
procedimiento para cumplir con alguna condición. 
 No, estoy de acuerdo que se haya eliminado con esta medida en vista que el nuevo Código 
busca ser demasiado tipificante y sancionador. 
 El que se haya eliminado esta medida o no se la haya incorporado en la nueva normativa 
penal es algo absurdo porque se pretende penalizar o sancionar al procesado para luego 
suspenderle el cumplimiento de la pena. 
  Es algo grave que no se haya incorporado esta media en la nueva normativa penal. 
 El que los Asambleístas no hayan considerado tomar en cuenta esta medida en la nueva 
normativa penal me llena de sorpresa, puesta que esta medida ayudaba muchísimo con la 
agilidad y celeridad de la administración de justicia en los juzgados de tránsito. 
 Al ser eliminada esta salida alternativa de nuestra normativa penal significa un atraso para 
la administración de justicia porque se seguirán represando muchos juicios en materia de 
tránsito. 
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 No, estoy de acuerdo con la eliminación de esta importantísima salida que nos brinda el 
actual Código de Procedimiento Penal.  
  
Comentario 
 
En esta interrogante todos los entrevistados consideran que no están de acuerdo con la 
eliminación de la suspensión condicional del procedimiento en la nueva normativa penal que 
entrará en vigencia en pocos meses, es por ello que manifiestan que la eliminación de esta medida 
perjudicara a la administración de justicia haciendo más engorrosos los procesos y quitándole al 
procesado la posibilidad de decidir terminar con esta preocupación, si bien es cierto esta salida 
ayudaba a descongestionar el sistema de justicia penal de tránsito y a reparar de manera inmediata 
los daños y perjuicios de las víctimas.  
   
Tercera Pregunta 
 
¿Qué opina usted respecto a la sustitución de la Suspensión Condicional del Procedimiento 
por la Suspensión Condicional de la Pena en el Código Orgánico Integral Penal? 
 
 Realmente es una pena que se haya sustituido esta medida envista que hasta la presente 
fecha ha dado excelentes resultados siendo una medida funcional y de rápida aplicabilidad 
en beneficio de los procesados. 
 La sustitución de esta medida puede acarrear muchas consecuencias porque muchos de los 
procesados van a ser sentenciados para luego brindarles una medida que no prive su 
libertad manchando su hoja de vida. 
 Al sustituirse esta medida lo único que se está logrando es perjudicar la administración de 
justicia, en vista que se debe llegar primero a sentenciar para luego darle al sentenciado el 
beneficio de acogerse a todas las condiciones que dispone la nueva normativa penal. 
 Si queremos aliviar la carga procesal debería aplicarse la suspensión condicional del 
procedimiento, antes del juzgamiento ya que llegar a esto implica convocar a personas de 
varias entidades gastando tiempo y recursos. 
 Son dos figuras distintas que requieren un análisis individual determinando la necesidad o 
no de su existencia o aplicación. 
 No estoy de acuerdo con la sustitución de esta medida, porque el procesado se desintegra 
del núcleo familiar y por ende se le hará más difícil la inserción a la sociedad. 
 La sustitución de esta medida atenta contra la celeridad en los procesos. 
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 Con la sustitución de esta medida existirá un gran problema en la administración de justicia 
porque se volverá más lenta y tediosa.  
       
Comentario. 
 
Los entrevistados en esta interrogante dan una respuesta concreta al manifestar que la 
sustitución de ésta medida afecta a los procesados y a la víctima, porque el procesado no puede 
acogerse a esta medida cuando el considere aceptar la culpa de la infracción cometida, y la víctima 
no podrá beneficiarse de la indemnización de daños y perjuicios que quiera pagar el procesado para 
dar fin con el procedimiento penal en su contra, la administración de justicia también es 
perjudicada porque no primara el principio de celeridad y mínima intervención en delitos que la 
pena no sea superior a cinco años.  
        
Cuarta Pregunta  
 
¿Está usted de acuerdo que se realice una reforma al Código Orgánico Integral Penal para 
implementar la Suspensión Condicional del Procedimiento? 
 
 Por su puesto que estoy de acuerdo en que se realice por parte de los Asambleístas una 
reforma al Código Orgánico Integral Penal, con la finalidad que se agregue o implemente 
la suspensión condicional del procedimiento como una de las mediadas de solucionar 
conflictos. 
  Si estoy de acuerdo que se realice una reforma a la normativa en mención implementando 
la suspensión condicional del procedimiento porque en nuestro país esta salida si es 
aplicable. 
 La reforma a esta nueva normativa seria excelente, ya que con ello se revisaría todos los 
errores existentes que en un futuro va a afectar la administración de justicia y a los 
ciudadanos. 
 Claro que debería implementarse esta medida mediante una reforma porque es una medida 
que si ha estado siendo aplicable en nuestro medio y en especial en materia de tránsito. 
 La Asamblea Nacional deberían tomar en consideración esta propuesta para que sea 
aplicada en una posterior reforma del Código Orgánico Integral Penal. 
 Los legisladores tienen que realizar un análisis profundo para implementar esta medida en 
una futura reforma buscando el beneficio del procesado, víctima y Estado.  
 Si estoy de acuerdo que se realice una reforma al COIP, implementando la suspensión 
condicional del procedimiento porque es una herramienta efectiva y aplicable. 
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 Por su puesto que estoy de acuerdo que se implemente esta medida alternativa mediante 
una reforma al COIP. 
  
Comentario 
 
La mayoría de entrevistados están de acuerdo que se reforme el COIP con la finalidad de 
que se cumpla con uno de los principales principios establecidos en nuestra Constitución y en el 
Código de Procedimiento Penal como lo es el de mínima intervención, y para ello el Estado debería 
preocuparse en asuntos que acarrean o que se refieran únicamente al interés público, puesto que en 
los casos que se aplica las soluciones rápidas es en los de interés privado, con la aplicación de esta 
medida se hace los procedimientos judiciales más agiles y se los resuelve con mayor celeridad 
consiguiendo una importante reparación integral de los daños personales y materiales ocasionados 
en la víctima.   
 
Conclusiones. 
 
 
1.- La Suspensión Condicional del Procedimiento tiene como objetivo principal el agilitar las 
soluciones a los procesos de tránsito, permitiendo precautelar el derecho a la libertad y la inocencia 
del procesado, velando por supuesto el derecho de la víctima. 
 
2.- En la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, no se encuentra 
tipificado la aplicación de esta medida por lo que no era aplicada en los Juzgados de Tránsito a 
quienes se ha investigado. 
 
3.- En relación a los delitos de tránsito, los cuales, en su mayoría no constituyen conmoción social, 
han sido terminados con la prisión del acusado y no se conoce datos reales de quienes han sido 
beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento. 
4.- Los llamados Medios Alternativos de Solución, al evitar la participación represiva del Estado, 
permite a los inmersos en el conflicto solucionar de una forma inmediata su situación penal, sin 
más fricciones o contiendas, puesto que no siempre se cumple con el objetivo abstracto de 
descubrir la verdad,  y más aún cuando en la actualidad, se requiere desarrollar y establecer 
indefinidamente una justicia oportuna y eficiente. 
 
5.- Los profesionales del Derecho están de acuerdo con la factibilidad de la aplicación de la 
suspensión condicional del procedimiento y la agregación de esta institución a la nueva normativa 
Penal.  
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Recomendaciones 
 
 
Considerando las conclusiones a las cuales se ha llegado, en base al estudio realizado, criterios 
expuestos y experiencia como funcionaria pública, me permito realizar las siguientes 
recomendaciones: 
 
1.- El Ecuador, siendo un estado Constitucional de derechos y justicia, debe reconocer y garantizar 
la aplicación de los procedimientos alternativos para la solución de conflictos, en materias en las 
que por su naturaleza se pueda conllevar, dentro de los cuales está la suspensión condicional del 
procedimiento penal en materia de tránsito. 
 
2.-En consecuencia, es menester la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento penal 
en materia de tránsito, brindando ventajas a los usuarios del sistema judicial, más aun a las 
personas que por sus distintas situaciones o ámbitos no pueden acceder al mismo o a su vez, 
sobrellevar la pesada y costosa carga que conlleva los distintos trámites judiciales.  
3.- A más de los beneficios que obtiene el procesado, se debería precautelar ante todo el 
resarcimiento del daño causado a la víctima, puesto que en la actualidad y según los datos arrojados 
en la investigación, la imprudencia dentro de los accidentes de tránsito han alimentado cada vez 
más las cifras de incidentes, por lo que se debería tomar en cuenta la constante capacitación de la 
población ecuatoriano referente al tránsito. 
3.- Para cumplir con los objetivos de la suspensión condicional del procedimiento se debe 
establecer mecanismos óptimos por los cuales los operadores de justicia obtengan criterio firme 
acerca de la suspensión condicional del procedimiento en materia de tránsito, determinando si la 
actuación del procesado se adecua al beneficio de esta medida. 
 
4.- Finalmente recomiendo a los señores asambleístas el debatir sobre esta institución añadiéndola 
en el Código Orgánico Integral Penal, tomando en cuenta las garantías y derechos de las partes 
dentro de un proceso penal de tránsito, pues siendo la prisión la última opción a la cual se pueda 
someter a un ser humano, dar viabilidad para que la verdadera rehabilitación enumerada en las 
condiciones establecidas sean aplicadas en la solución de estos delitos culposos.   
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CAPÍTULO V 
 
 
PROPUESTA 
 
 
5.1. Justificación 
 
 
El afán de estudiar y realizar la presente tesis, es para reflejar los beneficios que se va a 
obtener si se aplica de manera satisfactoria la suspensión condicional del procedimiento, no solo 
para las víctimas o infractores en un delito de tránsito; sino también para la administración de 
justicia; con la entrada en vigencia de la nueva normativa penal, se dejará de aplicar la medida en 
estudio, en vista de que, esta norma ya no contiene en su articulado la suspensión condicional del 
proceso, si bien es cierto en los casos que se ha aplicado esta mediad alternativa, se beneficia a las 
víctimas del delito en vista de que al someterse a este procedimiento se debe resarcir los daños y 
perjuicios ocasionados en el accidente, ya que la condición sine qua non es que se implique en el 
proceso a la víctima garantizándole en alguna forma la restauración de su derecho vulnerado; 
además dicho instituto procesal es creado e incorporado en las legislaciones de países como Chile, 
Colombia, Ecuador, etc.; como parte de la justicia restaurativa, corriente que gira la mirada hacia la 
parte que por mucho tiempo no se tomaba en cuenta en el proceso penal llamada víctima.  
 
Los procesados se benefician con esta medida, porque se les garantizaban los principios de libertad 
e inocencia ya que el hecho de acogerse a esta medida implica aceptar los hechos fácticos; pero el 
resultado final al archivarse el proceso y no declarase la culpabilidad o responsabilidad del 
procesado protegía estos principios, además se establecía una forma nueva de poder cumplir la 
sanción a través de condiciones que si bien no son pena o sanción ayudaran a que la persona 
infractora revise y medite su futuro accionar sin tener que recluirlo en un supuesto centro de 
rehabilitación social, que hasta la fecha en nuestro país no ha rehabilitado ni mucho menos 
resocializa a nadie y menos a los choferes que cometen infracciones meramente culposas por otra 
parte se beneficia también el Estado al ahorrase tiempo y dinero en la prosecución de esta clase de 
delitos que pueden ser solucionados con medidas alternativas de solución de conflictos que la 
Constitución de la República prioriza en el Art. 190 si llegar a establecer una pena de prisión, de 
este modo el Estado no destina personal como la policía, función judicial para que estén al tanto de 
un proceso que no ha ocasionado muerte ni conmoción social. 
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5.2. Objetivo de la Propuesta 
 
 
El respeto a los derechos y garantías de la libertad e inocencia de los procesados conforme lo 
establece la Constitución al manifestar en su Art. 76 N.  2; y 77, numeral 11, en el que claramente 
expresa; Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 2. Se 
presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su 
responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada. 
 
“La jueza o juez aplicará de forma prioritaria sanciones y medidas cautelares alternativas a 
la privación de la libertad contempladas en la Ley”, es por ello que al aplicarse la suspensión 
condicional del procedimiento penal en materia de tránsito se estaría aplicando una medida 
alternativa, es por ello que nuestra propuesta tiene como objetivo principal incorporar dentro del 
Código Orgánico Integral Penal este instituto procesal como parte de los procesos especiales a fin 
de que el proceso penal tenga nuevas opciones en la restauración de los derechos vulnerados y sea 
no solo de ultima ratio en lo procesal sino también en la consecuencia del delito que es la sanción. 
 
 
5.3. Beneficiarios 
 
 
Los beneficiarios de esta propuesta son las víctimas inmersas en el accidente;  conductores 
de vehículos o choferes que hayan cometido una infracción culposa de tránsito, y el Estado, para 
ello se debe seguir aplicando esta medida siempre y cuando el procesado así lo requiera y esté de 
acuerdo al acogimiento de los beneficios que esta medida brinda, y cumpla con las condiciones 
existentes para ello. 
 
 
5.4. Factibilidad. 
 
 
La factibilidad del tema propuesto en el presente trabajo investigativo está dado por la 
existencia de la Ley, la doctrina y el Derecho a la libertad de las personas que cometen un delito de 
tránsito, delitos que no son cometidos dolosamente tampoco con premeditación ni alevosía, sino 
que es un delito culposo producto de la impericia o imprudencia o fallas mecánicas de un 
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automotor. Puesto que  dentro de mi experiencia laboral como funcionaria pública, ha sido casi 
nula la apertura de Fiscalía para la aplicación de esta medida, pero como lo hemos demostrado 
dentro de la presente investigación, es totalmente beneficiosa y es de posible aplicación. 
 
 
5.5. Descripción de la Propuesta  
 
 
Propuesta de reforma al Código Orgánico Integral Penal. 
 
 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
 
 
ASAMBLEA NACIONAL 
 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
PROYECTO DE REFORMA AL CÓDIGO INTEGRAL PENAL 
 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
El Estado Ecuatoriano, al reconocer las medidas alternativas de solución, en procesos que 
por su naturaleza son culposos como son los delitos de tránsito, se pretende resolver oportunamente 
los problemas del hacinamiento carcelario, la rehabilitación social, y la disminución del 
etiquetamiento formal de la persona condenada por el daño social causado y aún más importante el 
resarcimiento de las víctimas a través de los principios que establece la justicia restaurativa. 
 
Además, el Estado y el sistema Judicial actual, deben garantizar por mandato 
constitucional, la mínima intervención penal, el absoluto cumplimiento de los derechos de las 
partes en todas las etapas procesales y a su vez, suspender la prosecución de todas estas etapas para 
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cumplir con los principios de celeridad y economía procesal; con la finalidad de disminuir los 
represamientos e incrementos de carga judicial en asuntos como los delitos culposos de tránsito.  
 
 
LA ASAMBLEA NACIONAL 
 
 
CONSIDERANDO 
 
 
Que: El Ecuador es un Estado soberano, unitario y constitucional de derechos y justicia. 
 
Que: Es deber ineludible y fundamental del Estado Ecuatoriano, la viabilización y 
construcción de un ordenamiento que garantice y confiera seguridad jurídica a los derechos de los 
ciudadanos y ciudadanas. 
 
Que: El Art. 76 de la Constitución, establece las garantías básicas que deben cumplirse para 
asegurar el debido proceso.  
 
Que: El artículo 84 de la Constitución otorga la obligación y potestad a la Asamblea 
Nacional para adecuar material y formalmente las normas jurídicas a los principios y derechos 
constitucionales. 
 
Que: El artículo  634 del Código Orgánico Integral Penal, se refiere a las Clases de 
procedimiento debiendo añadirse como numeral 5 la Suspensión Condicional del Procedimiento 
para los delitos de tránsito. 
 
Que: Es necesario la reparación del daño causado a las víctimas involucradas y el 
restablecimiento de la sociedad dando la oportunidad de la inserción del infractor de tránsito.  
 
En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, expide la siguiente: 
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LEY REFORMATORIA AL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL 
 
 
Art. 1.- En el Título VIII, Procedimientos Especiales, Capítulo Único, Clases de 
Procedimientos, Artículo 634, agréguese el siguiente numeral:  
 
“5.- Suspensión condicional del Procedimiento Penal en Delitos de Tránsito.” 
 
Art. 2.- A continuación de la Sección Cuarta, Procedimiento para el ejercicio privado de la 
acción penal, agréguese la siguiente sección con el siguiente articulado: 
 
 
Sección Quinta 
 
 
“Art. 651.1.- Reglas.- La Suspensión Condicional del Procedimiento se aplicará en todos 
los delitos de tránsito sancionados con pena privativa de libertad que no exceda de cinco años, el 
fiscal, con el acuerdo del procesado, podrá solicitar al juez competente la suspensión condicional 
del procedimiento, siempre que el procesado admita su participación.”  
 
“Art. 651.2- Trámite.- La suspensión se pedirá y resolverá en audiencia oral y pública a la 
cual asistirán el fiscal, el defensor y el procesado. El ofendido podrá asistir a la audiencia y si 
quisiera manifestarse será escuchado por el juez competente. Al disponer la suspensión condicional 
del procedimiento, el juez competente establecerá como condición una o más de las medidas 
contempladas en el artículo siguiente. El juez competente resolverá en la misma audiencia la 
suspensión e impondrá la o las condiciones y el período durante el cual deben cumplirse. Las 
condiciones impuestas no podrán exceder de dos años. El ofendido u otros interesados podrán 
solicitar copia de la resolución. Dicha copia en poder del destinatario operará como una orden 
directa a la Policía para que intervenga en caso de que la condición esté siendo violada.  Durante el 
plazo fijado por el juez competente se suspende el tiempo imputable a la prescripción de la acción 
penal y a los plazos de duración de la etapa procesal correspondiente.”  
 
“Art. 651.3.- Condiciones.- El juez competente dispondrá, según corresponda, que durante 
el período que dure la suspensión condicional del procedimiento, el procesado cumpla una o más 
de las siguientes condiciones:  
 
a) Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas;  
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b) Someterse a un tratamiento médico o psicológico;  
 
c) Tener o ejercer un trabajo o profesión, oficio, empleo, o someterse a realizar trabajos 
comunitarios;  
 
d) Asistir a programas educacionales o de capacitación;  
 
e) Reparar los daños o pagar una determinada suma al ofendido a título de indemnización de 
perjuicios o garantizar debidamente su pago;  
 
f) Fijar domicilio e informar a la Fiscalía de cualquier modificación del mismo;  
 
g) Presentarse periódicamente ante la Fiscalía u otra autoridad designada por el juez competente, y 
en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas; e,  
 
h) No tener instrucción fiscal por nuevo delito.”  
 
“Art. 651.4.- Resolución.- El juez competente resolverá mediante audiencia si las condiciones 
impuestas han sido cumplidas y declarará la extinción de la acción penal.” 
 
“Art. 651.5.- Revocación de la suspensión condicional.- Cuando el procesado incumpliere 
cualquiera de las condiciones impuestas o transgrediere los plazos pactados, el juez competente, a 
petición del fiscal o el ofendido, convocará a una audiencia donde se discutirá el incumplimiento y 
la revocatoria de la suspensión condicional. En caso de que en ella el juez competente llegue a la 
convicción de que hubo un incumplimiento injustificado y que amerita dejarla sin efecto, la 
revocará y se sustanciará el procedimiento conforme a las reglas del procedimiento ordinario. 
Revocada la suspensión condicional, no podrá volver a concederse.” 
 
Dada y suscrita en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, en la Sala 
de Sesiones del Plenario de la Asamblea Nacional de la República del Ecuador, a los catorce días 
del mes de abril del año dos mil catorce. 
 
f) Presidenta de la Asamblea Nacional del Ecuador. 
 
f) Secretaria General. 
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CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES  
 
 
             TIEMPO 
 
ACTIVIDAD 
Diciembre Enero Febrero -
Marzo 
Abril  
1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
Elaboración del 
Proyecto 
  X X             
Aprobación del 
proyecto 
   X             
Elaboración de los 
Instrumentos 
    X X           
Validación de los 
Instrumentos 
      X X         
Desarrollo Capítulo I         X        
Desarrollo Capitulo II          X       
Desarrollo Capitulo 
III 
          X      
Desarrollo Capitulo 
IV 
           X     
Conclusiones y 
Recomendaciones 
             X   
Elaboración de la 
Propuesta 
              X  
Presentación De Tesis                X 
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